
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1944
Agosto

Año 35º

Boletín Judicial Núm. 409



Año XXXV Agosto, 1944 

BOLETIN JUDICIAL 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO r;14 31 DE AGASTO DE 1910. 

DIRECCION: 

SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la' Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los ateces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael. Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día primero del mes de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 81o. de 
la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la sentencia siguiente: .  

Sobre el recurso de casación interpuesto por Isidro Ro-
sa Reynoso, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor 

1,1
\ comerciante, domiciliado y residente en La Vega, porta-
dor de la cédula personal de identidad No. 3375, Serie 49, 
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con sello de renovación No. 312327, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha catorce de enero 
de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha catorce de enero de 
de mil novecientos cuarefita y cuatro; 

Oigo el Magistrado Juez lálator; 

Oiclq el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Víctor 9rrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 406, 408,. reformados, 463, esca-
la 6a. del Código Penal, y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en fecha catorce de enero de mil no-
vecientos:cuarenta y cuatro, la Corte de. Apelación de La 
Vega dictó una sentencia en sus atribuciones correccionales, 
cuyo 'dispositivo dice- así: "FALLA: PRIMERO: CONFIR-
MAR la sentencié apelada, dictada por el Juzgado de Prime-
ya Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha vein-
tinueve. de Octubre de mil novecientos cuarentitrés; y en 
consecuencia, CONDENA al nombrado ISIDRO ROSA REI-
NOSO, de generales conocidas, a sufrir la pena de TRES ME-
SES de prisión correccional, por el delito -de abuso de con-
fianza en 'perjuicijde Marcelino Collado, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes;— SEGUNDO: CONDENA, 
además, al inculpado, al pago de loa costos de ambas instan-
cias"; 

Considerando, que en la misma fecha. catorce 'de enero 
del ario, expresado, compareció el inculpado Isidro Rosa Rey -
noso, por ante la Secretaría de la Corte .  a quo, y declaró, se- 
gún consta en el acta correspondiente, que interponía recur -, 
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casación contra la mencionada sentencia por no encon-
lrarse conforme con la misma; 

Considerando, que es un hecho que consta en la senten-
cia impugnada y en ciertos documentos a que ella se refiera que el Si. 

Marcelino Collado entregó al inculpado Isidro Rosa 
Reynoso doscientas cincuenta ristras de ajo para que lo ven- 
diera por cuenta del primero o devolviera la cantidad que nce 
fuese vendida, estimando airabas partes el preció total en la 
suma de ciento cinco pesos moneda nacional ($10 
qqe, asimismo, dicho inculpado vendió todo el ajo1.00), y 

 ylaispusot en 
su provecho personal del valor de treinta pesos ($30.00), 

de la suma en que fué estimada la operación; 

Considerando que, por este hecho así establecido, la Cor-
te a quo condenó al inculpado como autor del delito de abuso

,  de confianza previsto y sancionado por los artículos 408 y 
406 del Código Penal, después de haber considerado que la 
naturaleza, jurídica de la operación intervenida entre las 
partes éra un mandato de vender y no una venta, como ale–:.(3 el inculpad 

Considerando, que la prueba de la existencia o de las, 
cláusulas o condiciones, de un contrato que cae bajo las dls.

,* posiciones del artículo ,408 del Código Penal, debe ser hecha 
ante las jurisdicciones represivas de conformidad con las reglas 

del derecho civil; pero, que la Corte a quo, por apli-
cación de los artículos 1341, última parte, del Código Civil,. 
y 109 del Código de Comercio, pudo admitir, como admiti6„ 
en la especie, la prueba testimonial, aún cuando la operación 
tenía .por objeto un valor que excedía de treinta pesos, toda 
vez que ella estable'ció, fundándose en la propia declaración 
del inculpado, que éste era comerciante; 

Considerando, por otra parte, que el inculpado no se! 
opuso ante los jueces del fondo a la admisión de la

o 
 testimonial; que no siendo de órden, pública las reglas con- a. 
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con sello de renovación No. 312327; contra sentencia de la 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha catorce de enero 
de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Vista el acta*  del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha catorce de enero de 
de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido él Magistrado Juez Rtlator; 

Oidc4 el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Víctor qiurrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 406, 408,. reformados, 463, esca.- 
la 6a. del Código Penal, y 71 de la Ley sobre Prócedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en fecha catorce de enero de mil no-
vecientos:cuarenta y cuatro, la Corte de. Apelación de La 
Vega,  dictó una sentencia en sus atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo dice- así: "FALLA: PRIMERO: CONFIR-
MAR la sentencia apelada, dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha vein-
tinueve. de Octubre de mil novecientos cuarentitrés; y en 
consecuencia, CONDENA al nombrado ISIDRO ROSA REI-
NOSO, de generale,s conocidas, a sufrir la pena de TRES ME-
SES de prisión correccional, por el delito de abuso de con-
fianza en 'perjuicio de Marcelino Collado, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes ;— SEGUNDO: CONDENA, 
además, al inculpado, al pago de loa costos de ambas instan-
cias"; 

• . 

Considerando, que en la misma fecha catorce de enero 
del año expresado, compareció el inculpado Isidro Rosa Rey-
noso, por ante la Secretaría de la Corte a quo, y declaró, se-
gún consta en el acta correspondiente, que interponía recur - 

Considerando, que la prueba de la existencia o 
	las, cláusulas o condiciones1  de un contrato que cae bajo lsed  is-4.. posiciones del artículo 408 del Código Penal, debe ser hecha. ante las jurisdicciones represivas de  reglas 	 Conformidad con las glas del derecho civil; pero, que la Corte' 

a quo, por apli- '11 
cación de los artículos 1341, última parte, del Código Civil,. 
y 109 'del Código de Comercio, pudo admitir, como admitifk 
en la especie, la prueba testimonial, aún cuando la operación 
tenía por objeto un valor que excedía de treinta pesos, toda. 
vez que ella estable'ció, fundándose en la propia declaración 

' del inculpado, que éste era comerciante; 

Considerando, por otra parte, que el inculpado no 
. opuso ante los jueces del fondo a la admisión de la pru se

eba. testimonial; que no siendo de orden- pública las reglas con- 
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so de casación contra la mencionada sentencia por no encon-
trarse conforme con la misma; 

Considerando, que es un hecho que consta en la senten-
cia impugnada y en ciertos documentos a que ella se refiera 
que el Sr. Marcelino Collado entregó al inculpado Isidro ,Rosa 
Reynoso 

doscientas cincuenta ristras de ajo para que lo ven-
diera por cuenta del primero o devolviera la cantidad que no) 
fuese vendida, estimando ambas partes el preció total en la suma de 

ciento cinco pesos moneda nacional ($10100) 
y qqe, asimismo, dicho inculpado vendió todo el ajo 

yluser lisp en su provecho 
personal del valor de treinta pesos ($30.00) 1. de la suma en que fué estimada la operación; 

Considerando que, por este hecho así establecido, la Cm-
. 

te a quo 
condenó al inculpado como autor del delito de abuse de 

confianza previsto y sancionado por los artículos 408 
y 406 del Código Penal, después de haber considerado que 

la-naturaleza jurídica de la operación intervenida -entre las 
partes éra un mandato de vender y no una venta, como ale-
ó el inculpadqj 
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cermentes a la admisibilidad de esta prueba, excepto cuan- . 
do el litigio suscite una cuestión de interés general y que la 
prueba le sea impuesta al juez, el medio que hubiera podi-
do deducirse de la ,violación de las reglas enunciadas no po-
dría ser invocado por primera vez en casación, en la hipóte -
sis que no se hubiese establecido la condición de comercian- 
te del inculpado. 

Considerando, que del exanIhn del contrato litigioso la 
Corte a quo llegó a la conclusión, mediante la pruebá testi-
monial regularmente producida, de que la convención inter-
venida entre las partes era un mandato de vender y no una 
venta, porque tal operación no tenía por efecto transferir al 
inculpado la propiedad de la mercancía que le fué entrega-
da, desde el momento en que él se comprometió a devolver a 
Collado el precio estipulado o los efectos no vendidos; que, 
como consecuencia de esta modalidad, no propia del contra-
to de la venta, que es por su naturaleza traslativo de propie-
dad, los jueces del fondo han podido deducir de ello que la 
sstimación del precio hecho por las partes no tuvo por fina-
lidad concertar una venta en favor del inculpado, sino más 
bien fijar de antemano la condición de un mandato, contra-
to éste qúe confiere una posesión precaria, y que en el pre-
sente caso obligaba al encargado de vender a restituir al 
Inandante la cosa que le había sido entregada o el precio 
convenido, si la condición de la venta se realizabl; 

Considerando, que la Corte a quo ha comprobado en la 
sentencia impugnada la existencia de todos los elementos 
constitutivos del abuso de confianza, a saber: lo. la remi -
sión de mercancías al inculpado a título de mandato, que es 
uno de los contratos a cuyo título prevé el artículo 408 del 
Código Penal que ha sido hecha la entrega; 2o. la  apropia-
ción por el inculpado,, en su provecho exclusivo, del valor de 
treinta pesos de la suma que estaba obligado a devolver; 3o. 
-el carácter fraudulento de esta apropiación; y 4o. el perjui-
cio del mandante; que, en tales condiciones, preciso es reco - 
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nocér, que la porte de Apelación de La Vega, al considerar 
culpable al inculpado del delito de abuso de confianza que se 
le imputó, y al acoger en su favor circunstancias atenuantes 
e imponerle una pena que resulta de la combinación de los 
artículos 406 y 463, escala 6a. del Código Penal, ha hecho 
una correcta aplicación de la ley ; 

• 
Considerando, que la sentencia atacada no contiene, por 

otra parte, ningún vicio de forma ni de fondo que sea sus -: 
ceptible de hacerla anuláble; que, en consecuencia, el pre-
sente recurso de casación, debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Isidro Rosa Reynoso, contra sentencia 

•
de la. Corte de _Apelación de La Vega, de fecha catorce del 
mes de enero. de mil novecientos cuarenta y cuatro, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Temístdcles Messina.-- Juan A. Mord.— 
Rafael Estrella Ureria.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez—Secretario Generál. 

La presente sentencia ha sido dada 'y firmada por los 
Jueces que figuran' en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firiñada, 
leida y publicada por mí. Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema \Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por 10s Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 

Primer Sustituto;de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se- 
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cernientes a la admisibilidad de esta prueba, excepto cuan-
do el litigio suscite una cuestión de interés general y que la 
prueba le sea impuesta al juez, el medio que hubiera podi-
do deducirse de la violación de las reglas enunciadas no po-
dría ser invocado por primera vez en casación, en la hipóte-
sis que no se hubiese establecido la condición de comercian-

te del inculpado. 

Considerando, que del examen del contrato litigioso la 
Corte a quo llegó a la conclusión, mediante la prueba testi-
monial regularmente producida, de que la convención inter-
venida entre las partes era un mandato de vender y no una 
venta, porque tal operación no tenía por efecto transferir al 
inculpado la propiedad de la mercancía que le fué entrega-
da, desde el momento en que él se comprometió a devolver a 
Collado el precio estipulado o los efectos no vendidos; que, 
como consecuencia de esta modalidad, no propia del contra-
to de la venta, que es por su naturaleza traslativo de propie-
dad, los jueces del fondo han podido deducir de ello que la 
.estimación del precio hecho por las partes no tuvo por fina-
lidad concertar una venta en favor del inculpado, sino más 
bien fijar de antemano la condición de un mandato, contra-
to éste qúe confiere una posesión precaria, y que en el pre-
sente caso obligaba al encargado de vender a restituir al 
/andante la cosa que le había sido entregada o el precio 
convenido, si la condición de la venta se realizab at; 

Considerando, que la Corte a quo ha comprobado en la 
sentencia impugnada la existencia de todos los elementos 

constitutivos del abuso de confianza, a saber: lo. la  remi-

sión de mercancías al inculpado a título de mandato, que es 
uno de los contratos a cuyo título prevé el artículo 408 del 
Código Penal que ha sido hecha la entrega; 2o. la  apropia-

ción por el inculpado,, en su provecho exclusivo, del valor de 

treinta pesos de la suma que estaba obligado a devolver; 30. 
-el carácter fraudulento de esta apropiación; y 4o. el perjui -

cio del mandante; que, en tales condiciones, preciso es reco - 
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nocer, que la Corte de Apelación de La Vega, al considerar 
culpable al inculpado del delito de abuso de confianza que se 
le imputó, y al acoger en su favor circunstancias atenuantes 
e imponerle una pena que resulta de la combinación de los 
artículos 406 y 463, escala 6a. del Código Penal, ha hecho 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando, que la sentencia atacada no contiene, por 
otra parte, ningún vicio de forma ni de fondo que sea sus-
ceptible de hacerla anuláble; que, en consecuencia, el pre-
sente recurso de casación#  debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Isidro Rosa Reynoso, contra sentencia 
de la. Corte de ,Apelación de La Vega, de fecha catorce del 
mes de enero. de mil novecientos cuarenta y cuatro, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Temístoeles Messina.— Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureria.— J. Pérez Nolasco.-- Eug. A. Alva-
rez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leida y publicada por mí. Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados- 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, , 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se- 
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cernientes a la admisibilidad de esta prueba, excepto cuan-
do el litigio suscite una cuestión de interés general y que la 
prueba le sea impuesta al juez, el medio que hubiera podi-
do deducirse de la violación de las reglas enunciadas no po -

dría ser invocado por primera vez en casación, en la hipóte -

sis que no se hubiese establecido la condición de comercian -

te del inculpado. 

Considerando, que del examen del contrato litigioso la 
Corte a quo llegó a la conclusión, mediante la prueba testi -

monial regularmente producida, de que la convención inter -

venida entre las partes era un mandato de vender y no una 
venta, porque tal operación no tenía por efecto transferir al 
inculpado la propiedad de la mercancía que le fué entrega 

 desde el momento en que él se comprometió a devolver a 
Collado el precio estipulado o los efectos no vendidos; que, 
como consecuencia de esta modalidad, no propia del contra -

to de la venta, que es por su naturaleza traslativo de propie-
dad, los jueces del fondo han podido deducir de ello que la 
.estimación del precio hecho por las partes no tuvo por fina -

lidad concertar una venta en favor del inculpado, sino más 
,bien fijar de antemano la condición de un mandato, contra -

to éste qúe confiere una posesión precaria, y que en el pre -

sente caso obligaba al encargado de vender a restituir al 

islandante la cosa que.  le había sido entregada o el precio 
convenido, si la condición de la venta se realizabl; 

Considerando, que la Corte a quo ha comprobado en la 
sentencia impugnada la existencia de todos los elementos 
constitutivos del abuso de confianza, a saber: lo. la  remi-

sión de mercancías al inculpado a título de mandato, que es 

uno .3« los contratos a cuyo título prevé el artículo 408 del 
Código Penal que ha sido hecha la entrega; 2o. la  apropia-

ción por el inculpado, en su provecho exclusivo, del valor de 
treinta pesos de la suma que estaba obligado a devolver; 30. 
-el carácter fraudulento de esta apropiación; y 4o. el perjui -

cio del mandante; que, en tales condiciones, preciso es reco - 
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nocer, que la Corte de Apelación de La Vega, al considerar 
culpable al inculpado del delito de abuso de confianza que se 
le imputó, y al acoger en su favor circunstancias atenuantes 
e imponerle una pena que resulta de la combinación de los 
artículos 406 y 463, escala 6a. del Código Penal, ha hecho 
una correcta aplicación de la ley; 

• 
• Considerando, que la sentencia atacada no contiene, por 

otra parte, ningún vicio de forma ni de fondo que sea sus-
ceptible de hacerla anuláble; que, en consecuencia, el pre-
sente recurso de casación, debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Isidro Rosa Reynoso, contra sentencia 
de la Corte de _Apelación de La Vega, de fecha catorce del 
mes de enero. de mil novecientos cuarenta y cuatro, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.-- Eug. A. Alva-
rez—Secretario General. 

La presenté sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leida y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados-
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se- 
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gundo Sustituto de Presidente; Temístoclel Messina, Juan 
.A. Moral, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día tres del mes de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 81o. 
de la Restauración y 150. de la Er4 de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 

Sobre el recurso de casación ,interpuesto por la CoMpa -

fila Anónima de Explotaciones Industriales, sociedad comer -

cial, industrial y agrícola establecida de acuerdo con las le-
es de la República Dominicana, con su domicilio en la casa 
No. 48 de la calle Isabel la Católica, de Ciudad Trujillo, con-
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 

s 
 treinta de agosto de mil novecientos cuarenta y tres, cuyo 
dispositivo se indicará luego; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado M. Gilberto de Marchena, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 25308, serie 1, renovada con el sello 
de R. I. No. 595, abogado de la recurrente; memorial en que 
se alegan las violaciones de la ley que después se dirán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado 'por el Licen -

ciado Abigaíl Del Monte, portador de la cédula personal nú-
mero 2100, serie 1, renovada con el sello N9 648, abogado del 
intimado señor Manuel Batlle (a) Lico, dominicano, mayor 
de edad, casado, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, 
portador de la cédula número 14790, serie 1, renovada con 

el sello No. 3192; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen -

ciado José Antonio Ramírez Alcántara, portador de la cé -

dula personal número 19452, serie 1, renovada con el sello 
No. 1222, abogado de la intimada señora Carmen Casilla 
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"Vda. del finado Colón Saldaña", portadora de la cédula 
Personal número 559, serie 3; de los menores de quien es ella 
tutora legal, Juan Bautista Saldaña y Casilla, Miguel A. Sal-
daña y Casilla, Angel Ma. Saldaña y Casilla, Enoema Salda-
ña y Casilla, María del Carmen Saldaña y Casilla, Juan Ra-
món Saldaña y Casilla, María Fca. Saldaña y Casilla, y de' 
los mayores también intimados, José Antonio Saldaña y Ca-
silla, portador de la cédula número 9635, serie 3, y Tomás 
Antonio Saldaña y Casilla, portador de la cédula número 
8726, serie 3, todos agricultores, domiciliados y residentes 
en Pizarrete, sección de la común de Baní; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Félix Tomás Del Monte Andújar portador de la cédula 
personal de identidad númerb 988, serie 1, renovada con el 
sello No. 347, abogado de la intimada señora Isidora Bau-
tista de Luciano, dominicana, mayor de edad, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en Pizarrete, sección de 
la común de Baní, portadora de la cédula personal nú;ner'o 
885, serie 3, renovada con el sello Nv 240272, "debidamente 
autorizada por su esposo Sr. Francisco Luciano", agricultor, 
domiciliado y residente también en Pizarrete, portador de 
la cédula número 941, serie 3, renovada con el sello No. 
49187; 

Visto el memorial de réplica presentado por el abogado 
de la intimante, ya mencionado; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Licenciado M. Gilberto de Marchena, abogado de 
la parte intimante, en ta lectura de sus conclusiones; 

Oído el Licenciado Félix Tomás del Monte, quien dió 
lectura a sus conclusiones y a las de los Licenciados Abigall 
Del Monte y José A. Ramírez Alcántara, abogados de las 
partes intimadas que ya han sida mencionadas; 
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gundo Sustituto de Presidente; Temístoclel Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día tres del mes de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, año 101o. de• la Independencia, 81o. 
de la Restauración y 15o. de la Er4 de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto per la Conipa-
Ría Anónima de Explotaciones Industriales, sociedad comer-
cial, industrial y agrícola establecida de acuerdo con las le-
es de la República Dominicana, con su domicilio en la casa 
No. 48 de la calle 'Isabel la Católica, de Ciudad Trujillo, con-
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
treinta de agosto de mil novecientos cuarenta y tres, cuyo 
dispositivo se indicará luego; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado M.' Gilberto de Marchena, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 25308, serie 1, renovada con el sello 
de R. I. No. 595, abogado de la recurrente; memorial en que 
se alegan las violaciones de la ley que después se dirán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado 'por el Licen-
ciado Abigail Del Monte, portador de la cédula personal nú-
mero,2100, serie 1, renovada con el sello NQ 648, abogado del 
intimado señor Manuel Batlle (a) Lico, dominicano, mayor 
de edad, casado, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, 
portador de la cédula número 14790, serie 1, renovada con 

el sello No. 3192; 

Visto el Memorial de Defensa presentado PI el Licen-
ciado José Antonio Ramírez Alcántara, portador de la cé-
dula personal número 19452, serie 1, renovada con el sello 
No. 1222, abogado de la intimada señora Carmen Casilla  

"Vda. del finado Colón Saldaña", portadora de la cédula 
personal número 559, serie 3; de los menores de quien es ella 
tutora legal, Juan Bautista Saldaña y Casilla, Miguel A. Sal- 
daña y Casilla, Angel Ma. Saldaña y Casilla, Enoema Salda- 
ña y Casilla, María del Carmen Saldaña y Casilla, Juan Ra- 
món Saldaña y Casilla, María Fca. Saldaña y Casilla, y de" 
los mayores también intimados, José Antonio Saldaña y Ca-
silla, portador de la cédula número 9635, serie 3, y Tomás 
Antonio Saldaña y Casilla, portador de la cédula número 
8726, serie 3, todos agricultores,. domiciliados y residentes 
en Vizarrete, sección de la común de Baní; 

. Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Félix Tomás Del Monte Andújar portador de la cédula 
personal de identidad númeró 988, serie 1, renovada con el 
sello No. 347, abogado de la intimada señora Isidora Bau-
tista de Luciano, dominicana, mayor de edad, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en Pizarrete, sección de 
la común de Baní, portadora de la cédula personal númerfo 
885, serie 3, renovada con el sello NQ 240272, "debidamente 
autorizada por su esposo Sr. Francisco Luciano", agricultor, 
domiciliado y residente también en Pizarrete, portador de 
la cédula número 941, serie 3, renovada con el sello No. 
49187; 

Visto el memorial de réplica presentado por el abogado 
de la intimante; ya mencionado; 

Oido el Magistrado Juez Relator; . 

Oido el Licenciado M. Gilberto de Marchena, abogado de 
la parte intimante, en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el Licenciado Félix Tomás del Monte, quien dió 
lectura a sus conclusiones• y a las de los Licenciados Abigail 
Del Monte y José A. Ramírez Alcántara, abogados de las 
partes intimadas que ya han sida mencionadas; 
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Oido el MagistradQ Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 
' 	La suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 
rado, y vistos los artículos 2265 del Código Civil; 25 y' 37 de 
la Ley de Agrimensura; 16 de la Ley No. 590, del'2 de enero 

• de 1921, reformado por el artículo 8 del Decreto No. 83 del -
20 de agosto de 1923; 4 de la Ley de Registro de Tierras; 
1,A, de la Ley No. 399, del 15 de septiembre de 1922; lo. y 
71 de la Ley sobre Procedimierito de Casación; 

Considerando, que en la sentencia . impugnada y en la 
de jurisdicción original a la que se refiere aquella, consta lo 
que sigue: "a) QUE en, fecha 18 de febrero del 1915, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, dictó una sentencia; por la cual se ordenó la men-
sura ordinaria del sitio de "Pizarrete", designándose para 
que efectuaran estas operaciones, y las de partición al Agri-
inensor Miguel Antonio Garrido y' al Notario José María de 

%Castro; QUE efectuadas dichas operaciones, el mismo Tri-
bunal las homologó pOr sentencia de fecha 11 de agosto del 
1917.; —b) QUE efectuada la mensura, y cuando se proce-
día a poner en posesión a los accionistas, fué dictada la Or-
den Ejecutiva No. 363, de fecha 13 de diciembre del 1919, 
por la cual se suspendía en sus efectos la Ley Sobre Partí' 
ción de Terrenos Comuneros; —c) QUE tanto en el acta de 
mensura levantada por el Agrimensor Miguel Antonio Ga-
rrido en fecha 14 de Agosto del 1939, como en su informe, 
consta que en. "Pizarrete" fueron deslindadas las porciones 
de todos los condueños del sitio, excepto las de los señores 
Colón Saldaña, Faristina Heredia (resto) y Libo Batlle (res-
to) debido a los efectos de la orden de suspensión dispuesta 
por la Orden Ejecutiva No. 363 de fecha 13 de diciembre. del 
1919; motivo por el cual no fué posible en ese entonces, la 
parcelacin dela porción que se reservó en comunidad a los 
tres condueños arriba citados, con 14 siguientes colindan -
cies: al este río Nizao; al oeste, caño de Lolo; al norte una 
parcel que fué de Ventura Pimentel y.al lindero sur el ea - 

,  
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mino Real que une a Baní. Dicha porción abarca la cantidad 
de 570 tareas que debían ser distribuidas así: 200 tareas pa-
ra Faustina Heredia causante de la Sucesión de Rudecinda 
Bautista, actual reclamante; 60 tareas en favor del señor Co-
lón Saldaña y el resto, o sean 310 tareas en favor del señor 
Manuel Batlle"; d) Que "en fecha 8 del mes de juTin del año 
1926, el Tribunal Superior de Tierras concedió prioridad pa- 

1  , ra el saneamiento y adjudicación de títulos de propiedad, por 
.. .iii exigirlo así el interés público, a una porción de terreno que 
illir comprende porciones de los Sitios de Yaguate, Sabana Gran- 

de . 	de Palenque, Ñagá, Najayo del Medio, Pizarrete, Cumba, 

1111, 

 Paya y Peravia, Catalina, La Jagua, Caoba. Carcobada y Es-
' tancia, comunes de San Cristóbal y Baní, Provincia de San-

to 
 

 Domingo (hoy Provincia Trujillo), bajo la denominación 
Mi  de Distrito Catastral No. 40/1 (hoy Distrito Catastral No. 2 v . 

de la Común de Baní) • e)' "QUE la señora Isidora Bautista 
de Luciano en su calidad de única heredera de Rudecindo 
Bautista requirió del Agrimensor Garrido el deslinde de la 
porción de terreno que le correspondía y el Agrimensor Ga-
nido levantó el acta de mensura No. ? con la cantidad de 
1200 tareas, reclamadas por ella"; f) Que después de cum-
plidas todas las formalidades legales, el Tribunal de Tierras 
dictó el siete de septiembre de mil novecientos cuarenta y 

.., dos, en jurisdicción original, su Decisición No. 2 (dos) acer- 
ea del Distrito Catastral No. 2 (dos), de la común de Baní, r 
Provincia Trujillo, Sitio de Pizarrete, que, en cuanto a la i. Parcela No. 518, dispuso lo siguiente: "FALLA :— lo.— QUE 

z debe ordenar y ordena la subdivisión de' la Parcela Número 
t. 	' 518 así: a) PARCELA 518-A, con una extensión superficial 

ide 12 DOCE) hectáreas, 57 (CINCUENTISIETE) áreas, 
77 (SETENTISIETE) centiáreas (200 TAREAS), y sus, me- 
joras, consistentes en frutos menores, en favor de ISIDORA 
.BAUTISTA DE LUCIANO, mayor, de edad, casada, domi-
ciliada y residente en la Sección Santana, jurisdicción de hl 
común de Baní;— . b) PARCELA 518-B, con una extensión 
superficial de 3 (TRES) hectáreas, 77 (SETENTISIETE) 
TE) áreas, 31 (TREINTIUNA) centiáreas (.60 TAREAS), y 
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Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en lá lectura de su dictamen; 
' 	La suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 
rado: y vistos los artículos 2265 del Código Civil; 25 y 37 de 
la Ley de Agrimensura; 16 de la Ley No. 590, del'2 de enero 

- • de 1921, reformado por el artículo 8 del Decreto No. 83 dei' 
20 de agosto de 1923; 4 de la Ley de Registro dé Tierras; 
1,A, de la Ley No. 399, del 15 de septiembre de 1922; lo. y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en la 
de jurisdicción original a la que se refiere aquella, consta lo 
que sigue: "a) QUE en fecha 18 de febrero del 1915, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, dictó una sentencia; por la cual se ordenó la men-
sura ordinaria del sitio de "Pizarrete", designándose para 
que efectuaran estas operaciones ,  las de partición al Agri-
Mensor Miguel Antonio Garrido y al Notario José María de 

% Castro; QUE efectuadas dichas operaciones, el mismo Tri-
bunal las homologó por sentencia de fecha 11 de agosto del 
1917.; —b) QUE efectuada la mensura, y cuando se .  proce-
día a poner en posesión a los accionistas, fué dictada la Or-
den Ejecutiva No. 363, de fecha 13 de diciembre del 1919, 
por la cual se suspendía en sus efectos la Ley Snbre Parti"` 
ción de Terrenos Comuneros; QUE tanto en el acta de 
mensura levantada por el Agrimensor Miglel Antonio Ga-
rrido en fecha 14 de Agosto del 1939, como en su informe, 
consta que en. "Pizarrete" fueron deslindadas las porciones 
de todos los condueños del sitio, excepto las de los señores 
Colón Saldaña, FaUstina Heredia (resto) y Libo Baffle (res-
to) debido a los efectos de la orden de suspensión dispuesta 
por la Orden Ejecutiva No. 363 de fecha 13 de diciembre. del 
1919; motivo por el cual no fué posible en ese entonces, la 
parcelacir de, la porción que se reservó en comunidad a los 
tres condueños arriba citados, con las, siguientes colindan -
cies: al este río Nizao; al oeste, caño de Lolo; al norte una 
parcela que fué de Ventura Pimentel al lindero sur el ca - 
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mirto Real que une a Baní. Dicha porción abarca la cantidad 
de 570 tareas que debían ser distribuidas así: 200 tareas pa-
ra Fáustina Heredia causante de la Sucesión de Rudecinda 
Bautista, actual reclamante; 60 tareas en favor del señor Co-
lón Saldaña y el resto, o sean 310 tareas en favor del señor 
Manuel Batlle"; d) Que "en fecha 8 del mes de julit del año 
1926, el Tribunal Superior de Tierras concedió prioridad pa-
ra el saneamiento y adjudicación de títulos de propiedad, por 
exigirlo así el interés público, a una porción de terreno que 
comprende porciones de los Sitios de Yaguate, Sabana Gran-
de de Palenque, Ñagá, Najayo del Medio, Pizarrete, Cumba; 
Paya y Peravia, Catalina, La Jagua, Caoba Carcobada y Es-
tancia, comunes de San Cristóbal y Baní, Provincia de San-
to Domingo (hoy Provincia Trujillo), bajo la denominación. 
de Distrito Catastral No. 40/1 (hoy Distrito Catastral No. 2 
de la Común de Baní) ; e)" "QUE la señora Isidora Bautista 
de Luciano en su calidad de única heredera de Rudecindo 

t' Bautista requirió del Agrimensor Garrido el deslinde de la 
porción de terreno que le correspondía y el Agrimensor Ga- 
rrido levantó el acta de mensura No. 2 con la cantidad de 
1200 tareas, reclamadas por ella"; f) Que después de cum- 
plidas todas las formalidades legales, el Tribunal de Tierras 
dictó el siete de septiembre de mil novecientos cuarenta y 
dos, en jurisdicción original, su Decisición No. 2 (dos) acer-

, ca del Distrito Catastral No. 2 (dos), de la común de Baní, 
• ' Provincia Trujillo, Sitio de Pizarrete, que, en cuanto a la ' 

Parcela No. 518, dispuso lo siguiente: "FALLA:— lo.— QUE 
debe ordenar y ordena la subdivisión de la Parcela Número 

' 518 asi: a) PARCELA 518-A, con una extensión superficial 
de 12 DOCE) hectáreas, 57 (CINCUENTISIETE) áreas, - 
77 (SETENTISIETE) centiáreas (200 TAREAS), y sus,•rne- 
joras, consistentes en frutos menores, en favor de ISIDORA 
BAUTISTA DE LUCIANO, mayor de edad, casada, domi-
ciliada y residente en la Sección Santana, jurisdicción de I 
común de Baní;— . b) PARCELA 518-B, con una extensión 
superficial de 3 (TRES) hectáreas, 77 (SETENTISIETE) 
TE) áreas, 31 (TREINTIUNA) centiáreas (.60 TAREAS), y 
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sus mejoras, consistentes en frutos menores, en favor de la 
SUC. DE COLON SALDAÑA, domiciliados y residentes 
en Pizarrete, jurisdicción de la común de Baní;— c) PAR-

CECA 518-C, con una extensión superficial de 19 (DIECI-
NUEVE) hectáreas, 49 (CUARENTINUEVE) áreas, 48 
(CUARENTIOCHO) centiáreas, (310 TAREAS), en favor 
de MANUEL BATLLE (a) Lico, mayor de edad, casado, do -
miciliado y residente en la ciudad de La Romana;— d) PAR-
CELA 518-D, resto de la parcela, en favor de la COMPAÑIA 
ANONIMA DE EXPLOTACIONES INDUSTRIALES, C. 
por A., organizada y existente de acuerdo con las leyes de' la 
República Dominicana, domiciliada en la Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo"; g) Que contra esta decisión 
apeló la Compañía Anónima de Explotaciones Industriale: ,  

h) Que el Tribunal Superior de Tierras conoció del caso en 
audiencia del veinte de enero de mil novecientos cuarenta y 
tres ; y que, en dicha audiencia, el abogado que representaba 
a la apelante concluyó de este modo: "Honorables Magis-
trados.: Nosotros deseamos y pedimos que se nos conceda un 
plazo de no más de una semana después de que se nos noti-
fiquen las notas estenográficas de esta audiencia para pre-
sentar nuestros argumentos de defensa.— Concluyo pidien-
do que se anule la sentencia de jurisdicción original y que se 
adjudique a la Compañía la parcela No. 518, en su totalidad"; 
i) Que, en la misma audiencia, el abogado que representaba 
a las partes contrarias a la. compañía arriba mencionada, 
presentó estas conclusiones: "Vamos a concluir en la si-
guiente forma a nombre de Isidora Bautista de Luciano, Su-
cesión de Colón Saldaña y Manuel Batlle (a) Lico: que se 
confirme la sentencia en la parte a) de su dispositivo en 
cuanto le adjudica 200 tareas de terreno y sus mejoras a la 
señora Isidora Bautista de Luciano dentro de la parcela No. 
518; que se confirme la sentencia de jurisdicción original en 
la parte b), en cuanto le adjudica 60 tareas y sus mejoras, 
dentro de la misma parcela, a la Sucesión Colón Saldaña; 
que se confirme la sentencia de jurisdicción original en la 
parte c), en cuanto le adjudica al señor Manuel Batlle (a) 

Lico 310 tareas; adicionándose en dicha Decisión que las me-
joras sean declaradas de mala fé. ∎  Además deseamos un 
plaio a partir de la fecha en que se nos notifiquen los alega-
tos de la parte contraria para contestarlos"; j) Que en ré-
plicas escritas posteriores, las partes ratificaron sus conclu-
siones; k) 'Que, en fecha treinta de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y tres, el Tribunal Superior de Tierras dictó la 
sentencia ahora atacada, cuyo dispositivo, en lo relativo al 
asunto del cual ahora se trata, fué el siguiente: "FALLA:—
lo.- QUE debe RECHAZAR y RECHAZA, por infundado, el 
recurso de apelación interpuesto por la Compañía Anónima de 
Explotaciones Industriales, C. por A., en fecha 6 de Octubre 
del 1942, respecto de la Parcela No. 518, contra la Decisión 
de', Juez de Jurisdicción Original, del Distrito Catastral No. 
2 de la Común de Baní, Sitio de "Pizarrete", Provincia Tru-
jillo;   4o. — QUE debe CONFIRMAR y CON-
FIRMA, con la modificación expresada en los motivos de es-
ta sentencia en cuanto a las mejoras existentes en la Parce-
la No. 518-C, la Decisión de jurisdicción original de fecha 12 
de Diciembre del .1941, cuyo dispositivo se leerá así:— PAR-
CELA NUMERO 518. a).— Que debe ordenar y ordena la 
sub-Civisión de la Parcela Número 518 así:— a).— PARCE-
LA NUMERO 518-A, con una extensión superficial de 12 
(DOCE) hectáreas, 57 (CINCUENTISIETE) áreas, 77 (SE-
TENTISIETE) centiáreas, (200 tareas), y sus mejoras, con-
sistentes en frutos menores, en favor de ISIDORA BAU-
TISTA DE LUCIANO, mayor de edad, casada, domiciliada 
y residente en la Sección Santana, jurisdicción de la común 
de Baní ;- b) PARCELA NUMERO 518 -B, con una extensión 
superficial de 3 (TRES) hectáreas, 77 (SETENTISIETE) 
áreas, 31 (TREINTIUNA) centiáreas (60 TAREAS), y sus 
mejoras, consistentes en frutos menores, en favor de la SU-
CESION DE COLON SALDAÑA, domiciliados y residentes 
en Pizarrete, jurisdicción de la Común de Baní ;— c) PAR-
CELA NUMERO 518-C, con una extensión superficial de 19 
(DIECINUEVE) hectáreas, 49 (CUARENTINUEVE) áreas, 
48 (CUARENTIOCHO) centiáreas (310 TAREAS), en fa -
vor del señor MANUEL BATLLE (A) LICO, mayor de edad, 
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sus mejoras, consistentes en frutos menores, en favor de la 
SUC. DE COLON SALDAÑA, domiciliados y residentes 
en Pizarrete, jurisdicción de la común de Baní;— c) PAR-
CECA 518-C, con una extensión superficial de 19 (DIECI-
NUEVE) hectáreas, 49 (CUARENTINUEVE) áreas, 48 
(CUARENTIOCHO) centiáreas, (310 TAREAS), en favor 
de MANUEL BATLLE (a) Lico, mayor de edad, casado, do -
miciliado y residente en la ciudad de La Romana;— d) PAR -
CELA 518 - D, resto de la parcela, en favor de la COMPAÑIA 
ANONIMA DE EXPLOTACIONES INDUSTRIALES, C. 
por A., organizada y existente de acuerdo con las leyes de la 
República Dominicana, domiciliada en la Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo"; g) Que contra esta decisión 
apeló la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales 
h) Que el Tribunal Superior de Tierras conoció del caso en 
audiencia del veinte de enero de mil novecientos cuarenta y 
tres; y que, en dicha audiencia, el abogado que representaba 
a la apelante concluyó de este modo: "Honorables Magis-
trados.: Nosotros deseamos y pedimos que se nos conceda un 
plazo de no más de una semana después de que se nos noti-
fiquen las notas estenográficas de esta audiencia para pre-
sentar nuestros argumentos de defensa.— Concluyo pidien-
do que se anule la sentencia de jurisdicción original y que se 
adjudique a la Compañía la parcela No. 518, en su totalidad"; 
i) Que, en la misma audiencia, el abogado que representaba 
a las partes contrarias a la. compañía arriba mencionada, 
presentó estas conclusiones: "Vamos a concluir en la si-
guiente forma a nombre de Isidora Bautista de Luciano, Su-
cesión de Colón Saldaña y Manuel Batlle (a) Lico: que se 
confirme la sentencia en la parte a) de su dispositivo en 
cuanto le adjudica 200 tareas de terreno y sus mejoras a la 
señora Isidora Bautista de Luciano dentro de la parcela No. 
518; que se confirme la sentencia de jurisdicción original en 
la parte b), en cuanto le adjudica 60 tareas y sus mejoras, 
dentro de la misma parcela, a la Sucesión Colón Saldaña; 
que se confirme la sentencia de jurisdicción original en la 
parte c), en cuanto le adjudica al señor Manuel Batlle (a) 
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Lico 310 tareas; adicionándose en dicha Decisión que las me-
»ras sean declaradas de mala fé. u ■Además deseamos un 
plaio a partir de la fecha en que se nos notifiquen los alega-
tos de la parte contraria para contestarlos"; j) Que en ré-
plicas escritas posteriores, las partes ratificaron sus conclu-
siones; k) -Que, en fecha treinta de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y tres, el Tribunal Superior de Tierras dictó la 
sentencia ahora atacada, cuyo dispositivo, en lo relativo al 
asunto del cual ahora se trata, fué el siguiente: "FALLA:—
lo.- QUE debe RECHAZAR y RECHAZA, por infundado, el 
recurso de apelación interpuesto por la Compañía Anónima de 
Explotaciones Industriales, C. por A., en fecha 6 de Octubre 
del 1942, respecto de la Parcela No. 518, contra la Decisión 
de? Juez de Jurisdicción Original, del Distrito Catastral No. 
2 de la Común de Baní, Sitio de "Pizarrete", Provincia Tru-
jillo;   4o. — QUE debe CONFIRMAR y CON-
FIRMA, con la modificación expresada en los motivos de es-
ta sentencia en cuanto a las mejoras existentes en la Parce-
la No. 518-C, la Decisión de jurisdicción original de fecha 12 
de Diciembre del .1941, cuyo dispositivo se leerá así:— PAR-
CELA NUMERO 518. a).— Que debe ordenar y ordena la 
sub-división de la Parcela Número 518 así:— a).— PARCE-
LA NUMERO 518-A, con una extensión superficial de 12 
(DOCE) hectáreas, 57 (CINCUENTISIETE) áreas, 77 (SE-
TENTISIETE) centiáreas, (200 tareas), y sus mejoras, con-
sistentes en frutos menores, en favor de ISIDORA BAU-
TISTA DE LUCIANO, mayor de edad, casada, domiciliada 
y residente en la Sección Santana, jurisdicción de la común 
de Baní;- b) PARCELA NUMERO 518 -B, con una extensión 
superficial de 3 (TRES) hectáreas, 77 *(SETENTISIETE) 
áreas, 31 (TREINTIUNA) centiáreas (60 TAREAS), y sus 
mejoras, consistentes en frutos menores, en favor de la SU -
CESION DE COLON SALDAÑA, domiciliados y residentes 
en Pizarrete, jurisdicción de la Común de Baní ;— c) PAR-
CELA NUMERO 518-C, con una extensión superficial de 19 
(DIECINUEVE) hectáreas, 49 (CUARENTINUEVE) áreas, 
48 (CUARENTIOCHO) centiáreas (310 TAREAS), en fa-
vor del señor MANUEL BATLLE (A) LICO, mayor de edad, 
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casado, domiciliado y residente en la Ciudad de La Romana; 
HACIENDOSE CONSWAR que las mejoras fomentadas por 
la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, exis-
tentes en esta parcela, quedan regidas por las disposiciones 
de la primera parte del Art. 555 del Código Civil ;— d).— 
PARCELA NUMERO 518-D, resto de la parcela, en favor de 
la COMPAÑIA ANONIMA DE EXPLOTACIONES INDUS-
TRIALES, C. por A., organizada y existente de acuerdo ron 
las leyes de la República Dominicana, domiciliada en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo ;.... "Sé ordena al Se-
cretario Tel Tribunal de Tierras que, después de recibidos 
por él los planos definitivos, preparados por la Dirección Ge-
neral de Mensuras Catastrales, dl acuerdo con los términos 
de esta Decisión, expida los Decretos de Registro de Título 
correspondientes"; 

Considerando, que la parte Sntimante invoca, en apoyo 
de su recurso, los medios siguientes: "PRIMER MEDIO.-
VIOLACION DEL ARTICULO 2265 DEL CODIGO CIVIL 
(REFORMADO)"; "SEGUNDO MEDIO.— VIOLACION 
DE LOS ARTICULOS '115 Y 37 DE LA LEY DE AGRIMEN-
SURA"; "TERCER MEDIO.— VIOLACION DEL ARTICW 
LO 16 DE LA ORDEN EJECUTIVA No. 590, -R,Eí'ORMA-
DO POR EL ARTICULO 8 DEL DECRETO No. 83 DEL 2() 
DE AGOSTO DE 1923"; y "CUARTO MEDIO.— VIOLA-
CION DEL ARTICULO 4 DE LA LEY DE REGISTRO DE 
TIERRAS, POR INSUFICIENCIA DE MOTIVOS EN LA 
DECISION ATACADA, Y POR AUSENCIA EN ELLA DE 
COMPROBACIONES NECESARIAS PARA DARLE ADE -
CUADA BASE LEGAL"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el que se 
alega que la decisión impugnada violó el artículo 226 del 
Código Civil reformado; que éste dispone, tal como quedó 
redactado en la Ley No. 585, promulgada el 21 de octubre 
de 1941, que "el que adquiere un inmueble de buena fé y a 
justo titulo, prescribe la propiedad por cinco años, si el ver - er 

BOLETIN BOLETIN JUDICIAL 	1652 

dadero propietario vive en el distrito judicial, en cuya juris-
dicción radica el inmueble; y por diez años, si está domicilia-
do fuera del dicho distrito"; pero, que si bien la sentencia 
atacada se refiere al texto antiguo, del expresado artículo 
2265, en el cual los plazos arriba indicados eran mayores, con 
ello no se incurrió en vicio alguno, ya que, en la especie y de 
conformidad con el espíritu manifiesto de. la Ley de Regis-
tro de TieiTas, el estado en que, según la sentencia de ju-
risdicción original revisada por la que es objeto del presente 
recurso, se encontraban los procedimientos de mensura' ca-
tastral del Sitio de Pizarrete el trece de julio de mil nove-
cientos treinta y nueve, impedía que en mil novecientos cua-
renta y dos, y menos en mil novecientos cuarenta y tres, 
estuviera transcurriendo algún. plazo de prescripción,, sobre 
las zonas comprendidas en los procedimientos en referencia 
y, consecuentemente, obligaba a aplicar, al caso, el texto an-
tiguo, y n6 el actual, del artículo 2265, invocado; que, ade-
más,•el fundamento que presenta, el fallo ahora atacado, pa7 
ra negar que la compañía intimante se encontrara favoreci-
da por la prescripción indicada en el texto legal de que se 
trata, no es que faltase por transcurrir algún plazo, sino que, 
segúnt  el tribunal a quo, la compañía mencionada carecía del 
"justo título" requerido por el invocado texto de ley para su 
aplicación; que, por todo lo dicho, en el fallo atacado no se 
ha incurrido, en el aspecto que queda examinado, en el vicio 
que se pretende; 

Considerando, que de los términos empleados, por la in-
timante, en el desarrollo del primer medio, podría inducirse 
que de lo qué'que dicha intimante se queje sea de que, por 
medio de una desnaturalización de los hechos de la causa y 
de los documentos aportados por las partes, sea como haya 
llegado el Tribunal Superior de Tierras a .1a conclusión de que 
ella, 1a repetida intimante, carecía del "justo título" exigi-
ble para la prescripción indicada en el artículo 2265 del Có-
digo Civil ; y que en la hipótesis de que ahora se trata, tam-
bién podría entenderse que sólo por error haya sido invocado 
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casado, domiciliado y residente en la Ciudad de La Romana; 
HACIENDOSE CONSWAR que las mejoras fomentadas por 
la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, exis-
tentes en esta parcela, quedan regidas por las disposiciones 
de la primera parte del Art. 555 del Código Civil d).— 
PARCELA NUMERO 518-D, resto de la parcela, en favor de 
la COMPAÑIA ANONIMA DE EXPLOTACIONES INDUS-
TRIALES, C. por A., organizada y existente de acuerdo ron 
las leyes de la República Dominicana, domiciliada en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo ;.... "Se ordena al Se-
cretario Tel Tribunal de Tierras que, después de recibidos 
por él los planos definitivos, preparados por la Dirección Ge -
neral de Mensuras Catastrales, de acuerdo con los términos 
de esta Decisión, expida los Decretos de Registro de Título 
correspondientes"; 

Considerando, que la parte 4ntimante invoca, en apoyo 
de su recurso, los medios siguientes: "PRIMER MEDIO.-
VIOLACION DEL ARTICULO 2265 DEL CODIGO CIVIL 
(REFORMADO)";— "SEGUNDO MEDIO.— VIOLACION 
DE LOS ARTICULOS-15 Y 37 DE LA LEY DE AGRIMEN-
SURK"; "TERCER MEDIO.— VIOLACION DEL ARTICU-
LO 16 DE LA ORDEN EJECUTIVA No. 590, -REFORMA-
DO POR EL ARTICULO 8 DEL DECRETO No. 83 DEL 20 
DE AGOSTO DE 1923"; y "CUARTO MEDIO.— VIOLA-
CION DEL ARTICULO 4 DE LA LEY DE REGISTRO DE 
TIERRAS, POR INSUFICIENCIA DE MOTIVOS EN LA 
DECISION ATACADA, Y POR AUSENCIA EN ELLA DE 
COMPROBACIONES NECESARIAS PARA DARLE ADE-
CUADA BASE LEGAL"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el que se 
alega que la decisión impugnada violó el artículo 2265 del 
Código Civil reformado; que éste dispone, tal como quedó 
redactado en la Ley No. 585, promulgada el 21 de octubre 
de 1941, que "el que adquiere un inmueble de buena fé y a 

justo titulo, prescribe la propiedad por cinco años, si el ver- 
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dadero propietario vive en el distrito judicial, en cuya juris-
dicción radica el inmueble; y por diez años, si está domicilia-
do fuera del dicho distrito"; pero, que si bien la sentencia 
atacada se refiere al texto antiguo, del expresado artículo 
2265, en el cual los plazos arriba indicados eran mayores, con 

ti ello no se incurrió en vicio alguno, ya que, en la especie y de 
conformidad con el espíritu manifiesto de. la Ley de Regis-
tro de Tierras, el estado en que, según la sentencia de ju-
risdicción original revisada por la que es objeto del presente 
recurso, se encontraban los procedimientos de mensura ca-
tastral del Sitio de Pizarrete el trece de julio de mil nove-
cientos treinta y nueve, impedía que en mil novecientos cua-
renta y dos, y menos en mil novecientos cuarenta y tres, 
estuviera transcurriendo algún- plazo de prescripción,, sobre 
las zonas comprendidas en los procedimientos en referencia 
y, consecuentemente, obligaba a aplicar, al caso, el texto an-
tiguo, y nó el actual, del artículo 2265, invocado; que, ade-
más,•1 fundamento que presenta, el fallo ahora atacado, pa7 
ra negar que la compañía intimante se encontrara favoreci-
da por la prescripción indicada en el texto legal de que se 
trata, no es que faltase por transcurrir algún plazo, sino que, 
segúnt  el tribunal a quo, la compañía mencionada carecía del 
"justo título" requerido por el invocado texto de ley para su 
aplicación; que, por todo lo dicho, en el fallo atacado no se 
ha incurrido, en el aspecto que queda examinado, en el vicio 
que se pretende; 

Considerando, que de los términos empleados, por la in-
timante, en el desarrollo del primer medio, podría inducirse 
que de lo qué,  que dicha intimante se queje sea de que, por 
medio de una desnaturalización de los hechos de la causa y 
de los documentos aportados por las partes, sea como haya 
llegado el Tribunal Superior de Tierras a la conclusión de que 
ella, la repetida intimante, carecía del "justo título" exigi-
ble para la prescripción indicada en el artículo 2265 del Có-
digo Civil; y que en la hipótesis de que ahora se trata, tam-
bién podría entenderse que sólo por error haya sido invocado 
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el cánon de ley señalado en el primer medio, en lugar de 
los textos legales que resultaría violados en el caso de que 
existiera la hipotética desnaturalización; pero, 

Considerando: a), que si bien es 'cierto que, como lo se-
ñala el recurrente, en la consideración tercera del fallo ata-
cado se expresa que las "propiedades que pertenecían a los 
hermanos Castillo" y qUe fueron adquiridas, en agosto de 
mil novecientos veintiseis, por la Compañía Anónima de Ex-
plotaciones Industriales, estabanigbicadas en el sitio de "Sa-
bana Grande de Palenque", con lo que se mine, inadverti-
damente, que algunas de las propiedades aludidas se encon-
traban situadas en Pizarrete, tal omisión o tal error carece, 

«en la especie, de trascendiencia, pues lo que afirma hal-er com-
probado el tribunal a quo es que "los límites de la parcela 
'en discusión no corresponden a los de los terrenos adquiridos 
por la Compañía" (terrenos que, según sentencia de adjudi-
cación mencionada en el fallo atacado y ahora presentada 
por la intimante, se encontraban ubicados, unos ep Sabana 
Grande de Palenque; otros, en Pizitrrete; y los demás, en dis-
tintos otros sitios), y la indicada diferencia de límites es pre-
sentada con valor absoluto, y --nó dependiente de que el sitio 
fuera el de Sabana Grande de Palenque o el de Pizarrete; b), 
que también se expresa, en el medio que se examina, lo sí-
guiente: "En segundo lugar dice (la sentencia) que "entre 
los terrenos adquiridos por la Compañía por venta pública 
ninguno tiene los, mencionados linderos". Al respecto llama-
mos, muy respetuosamente, la atención de. los Magistrados. 
que companen está Honorable Corte sobre las páginas 14 
(párrafo b) y 15 (párrafo d) de la copia de la sentencia def 
adjudicación que .acompaña el presente memorial y conjun-
tamente echar un vistazo sobre el plano del Agrimensor Ga-
rrido, que también se anexa, para os déis cuenta de la false-
dad de dicha afirmación"; pero, que la Suprema Corte obser-
va que la falta de precisión de las expresiones que han sido 
transcritas, impide encontrar lo que pretente la intimante 
,que se encuentre, ya que si bien el lindero oriental de la par- 

í •  

cela eh discusión es presentado, por la sentencia atacada, 
como constituido por el río Nizao, y éste último también apa-
rece, en la sentencia de adjudicación del año 1926, como el 
lindero oriental de doá de las porciones de terrenos adquiri-
das en aquel, año por la-compañía intimante,_ ello no basta 
para destruir, tachándolo de aserción desnaturalizadora de 
los hechos, lo afirmado por el tribunal a quo como compro-
bado, ya que la extensión del curso del río Nizao permite 
que tengan a éste como lindero oriental, varias porciones de 
terreno completamente dOintas, con límites muy diferen-
tes, cada una, en sus otros lados; c), que igualmente no con-
duce a los fines procurados por la intimante, lo que ésta ex-
presa así, en.el memorial introductivo de su recurso: "En 
tercer lugar, el Tribunal Superior nos ha dejado estupefac-
tos ante los términos empleados por él acerca de la ocupa-
ción por Jesús Puello de una parte de la Parcela 518. En la 
audiencia del 20 de enero de este año se vplicó claramehte 
la forma en que se introdujo allí dicho señor Puello (Ver 
Doc. No. 3). Bástenos añadir aquí que el señor Jesús Pue-
llo durante muchos años mantuvo relaciones cordiales con es-
ta Compañía y que ella no veía peligro en haberle concedido el 
permiso 'para tener allí sus pequeñas siembras. De haber 
podido adivinar las intenciones de Puello, desenmascaradas 
más tarde al iniciarse el saneamiento catastral de la parce-
la, jamás le hubiera permitido continuar allí con tanta tan-
guindad"; que lo copiado es ineficaz para los fines del re-
curso, pues la decisión impugnada no atribuye derecho algu-
no a Jesús Fuello A. o a alguna persona que por éste se pre-
tenda representada, ni tiene su fundamento en el hecho que 
respecto de dicho señor consigna; d), que los dos únicos tí-
tulos de la intimante respecto de los cuales parece ésta pre-
tender, en su memorial introductivo, que sí podían constituir 
eljusto título que necesitaba para la prescripción del artícu-
lo 2265 del Código Civil, eran, según el mismo memorial y 
la sentencia de mil novecientos veintiseis a que se refiere 
quel, los concernientes a porci¿nes de terrenos de Pizarrete 

que en la sentencia de adjudicación aparecen haber sido le- 
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cela en discusión es presentado, por la sentencia atacada, 
como constituido por el río Nizao, y éste último también apa-
rece, en la sentencia de adjudicación del año 1926, como el 
lindero oriental de doá de las porciones de terrenos adquiri-
das en aquel, año por la-compañía intimante„ ello no basta 
para destruir, tachándolo de aserción desnaturalizadora de 
los hechos, lo afirmado por el tribunal a quo como compro-
bado, ya que la extensión del curso del río Nizao permite 
que tengan a éste como lindero oriental, varias porciones de 
terreno completamente itintas, con límites muy diferen-
tes, cada una, en sus otros lados ; c), que igualmente no con-
duce a los fines procurados por la intimante, lo que ésta ex-
presa así, eneel memorial introductivo de su recurso: "En 
tercer lugar, el Tribunal Superior nos ha dejado estupefac-
tos ante los términos empleados por él acerca de la ocupa-
ción por Jesús Puello de una parte de la Parcela 518. En la 
audiencia del 20 de enero de este año se vplicó claramehte 
la forma en que se introdujo allí dicho señor Puello (Ver 
Doc. No. 3). Bástenos añadir aquí que el señor Jesús Pue-
llo durante muchos años mantuvo relaciones cordiales con es-
ta Compañía y que ella no veía peligro en haberle concedido el 
permiso 'para tener allí sus pequeñas siembras. De haber 
podido adivinar las intenciones de Puello, desenmascaradas 
más tarde al iniciarse el saneamiento catastral de la parce-
la, jamás le hubiera permitido continuar allí con tanta tan-
quilidad"; que lo copiado es ineficaz para los fines del re-
curso, pues la decisión impugnada no atribuye derecho algu-
no a Jesús Pueblo A. o a alguna persona que por éste se pre-
tenda representada, ni tiene su fundamento en el hecho que 
respecto de dicho señor consigna; d), que los dos únicos tí-
tulos de la intimante respecto de los cuales parece ésta pre-
tender, en su memorial introductivo, que sí podían constituir 
el justo título que necesitaba para la prescripción del artícu-
lo 2265 del Código Civil, eran, según el mismo memorial y 
la sentencia de mil novecientos veintiseis a que se refiere 
quel, los concernientes a porcienes de terrenos de Pizarrete 

que en la sentencia de adjudicación apareceh haber sido le- 
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el cánon de ley señalado en el primer medio, en lugar de 
los textos legales que resultaría violados en el caso de que 
existiera la hipotética desnaturalización; pero, 

Considerando: a), que si bien es 'cierto que, como lo se-
ñala el recurrente, en la consideración tercera del fallo ata-
cado se expresa qye las "propiedades que pertenecían a los 
hermanos Castillo" y qu'e fueron adquiridas, en agosto de 
mil novecientos veintiseis, por la Compañía Anónima de Ex-
plotaciones Industriales, estabanitbicadas_en el sitio de "Sa-
bana Grande de Palenque", con lo que se omite, inadverti-
damente, que algunas de las propiedades aludidas se encon-
traban situadas en Pizarrete, tal omisión o tal error carece, 
.en la especie, de trascendiencia, pues lo que afirma ha' - er com-
probado el tribunal a quo es que los límites de la parcela 
'en discusión no corresponden a los de los terrenos adquiridos 
por la Compañía" (terrenos que, según sentencia de adjudi-
cación mencionada en el fallo atacado y ahora presentada 
por la intimante, se encontraban ubicados, unos en Sabana 
Grande de Palenque; otros, en Pizitrrete; y los demás, en dis-
tintos otros sitios), y la indicada diferencia de límites es pre-
sentada con valor absoluto, y nó dependiente de que el sitio 
fuera el de Sabana Grande de Palenque o el de Pizarrete; b), 
que también se expresa, en el medio que se examina, lo si-
gtilente: "En segundo lugar dice (la sentencia) que "entre 
los terrenos adquiridos por la Compañía por venta pública 
ninguno tiene los1  mencionados linderos". Al respecto llama-
mos, muy respetuosamente, la atención de. los Magistrados 
que companen esta Honorable Corte sobre las páginas 14 
(párrafo b) y 15 (párrafo d) de la copia de la sentencia de' 
adjudicación que ,acempaña el presente memorial y conjun-
tamente echar un vistazo sobre el plano del Agrimensor Ga-
rrido, que también se anexa, para os deis cuenta de la false-
dad de dicha afirmación"; pero, que la Suprema Corte obser-
va que la falta de precisión de las expresiones que han sido 
transcritas, impide encontrar lo que pretente la intimante 
,que se encuentre, ya que si bien el lindero oriental de la par- 

é 
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galmente adjudicadas, antes, a causantes de los causantes 
de la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, en 
los procedimientos de mensura y partición ordinarias de los 
terrenos comuneros de Pizarrete; que sin embargo, la in-
timante no pretende que el tribunal a quo, en violación a la 
Ley sobre División de Terrenos Comuneros, la haya despo-
jado de lo que por efecto de la mensura y la partición homo-
.logadas ;• de las adjfidicaciones hechas luego a sus causantes 
y de su adquisición en mil noveoeintos veintiseis, le hubiese 
pertenecido definitivamente, desgirtándose toda neoesidad, 
para ella, de tener que dedicarse 'a ocupar para adquirir por 
prescripción, pues lo que sostuvo ante el Tribunal Superior 
de Tierras, según la sentencia atacada, fué qu*nada se opo-
ne a que hechos posteriores a la homologación enjendren nue-
vos derechos conforme a los cuales sea posible prescribir, 
como ha ocurrido en éste caso", pretendiendo así, por lo me-
nos según tedas4las apariencias, derechos distintos de los 
que habían sido reconocidos a sus causante; y carece de todo 
fundamento legal el pretender que un mismo título pueda 
haber servio íntegramente para ser aplicado, en los proce-
dimientos ordinarios de mensura y partición de tekrenos co-
muneros, a cimentar los derechos de propiedad de determi-
nadas porciones de tierras, y luego revivir o multiplicar sus 
efectos para servir de base a otras ocupaciones, para fines 
de 'prescripción sobre porciones de terrenos ya atribuidas, o 
reservadas, a otros copropietarios inscritos en los mismos 
procedimientos de mensura y partición ordinarias; pues un 
justo título no puede ser constituido por uno cuyo portador 
sepa que aquél agotó. ya toda su virtualidad al habérsele he-
cho la adjudicación correspondiente; que las razones que 
acaban de ser expuestas, constituyen motivos de derecho, 
que la Suprema Corte de Justicia puede suplir, y suple en 
la medida en que ello fuere necesario, para establecer lo 
bien fundado de la sentencia atacada; e), que todo lo que 
ha sido establecido en la presente consideración y en las que 
la preceden, ponen de manifiesto que el fallo que es objeto 
del presente recurso no ha incurrido en los vicios señalados, 
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expresa o implícitamente, en el primer medio, y que éste de-
be ser rechazado; 

Considerando, respecto de los medils segundo y terce-
ro, en los cuales se pretende que en la decisión atacada fue-
ron violados los artículos 25 y 37 de la Ley de Agrimensu-
ra, y el "artículo 16 de la Orden Ejecutiva No. 590" (Ley 
No. 590, del 2 de enero de 1921), "reformado por el artículo 
8 del Decreto No. 83 del 20 de agosto de 1923"; que en el des-
arrollo del $'rimero de dichos dos medios, la intimante expre-
sa lo que sigue: "En lo que se refiere particularmente a la 
señora Isidora Bautista de Luciano el Tribunal Superior de 
Tierras ha visado las disposiciones del Artículo 25 de la Ley 
Agrimensura que dice lo siguiente: "Art. 25.— El Acta lle-
vará la misma fecha que el plano y expresará el nombre y 
apellido del agrimensor, el del requerente, los de todas las 
personas presentes y de todas las citadas que comparezcan 
o no hayan comparecido. Esta acta hará también mención 
de los títulos del requerente, el nombre del terreno medido, 
el de la común y provincia o distrito del que ha.ce parte, y 
muy particularmente el de la sección rural, la ciudad o pue-
blo, y la calle en que esté situado, señalando de una manera 
precisa los lugares o puntos notables que se hayan recono-
cido, las mojonaduras que se hubiesen colocado o encontrado 
fijadas anteriormente; y en fin, cuanto pudiera -  servir para 
la buena comprensión del plano". Y las del Artículo 37 que 
dice así:— "Art. 37.— Todas las operaciones que se hicie-
ren contrarias a la presente ley, serán nulas, de ningún va-
lor ni efecto, sin perjuicio de los daños e intereses que re-
clamaren las partes".— En fecha 14 de agosto de 1939 fue-
ron levantados un acta y plano correspondientes a 200 tareas 
que se decían ser de la señora antes mencionada. Habiendo 
sido enviados dicho plano y acta a la Dirección General de 
Mensuras Catastrales ésta contestó por medio de su oficio 
Ny 0232 de fecha 20 de febrero de 1941 lo que sigue: "1._ De-
vuelto informando qué ha sido imposible determinar en qué 
parte de la Parcela No. 518 del D. C. No. 2 de la común de 



1655 	 BOLETÍN JUDICIAL 

  

BOLETÍN JUDICIAL 	 1656 

    

galmente adjudicadas, antes, a causantes de los causantes 
de la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, en 
los procedimientos de mensura y partición ordinarias de los 
terrenos comuneros de Pizarrete; que sin embargo, la in-
timante no pretende que el tribunal a quo, en violación a la 
Ley sobre División de Terrenos Comuneros, la haya despo-
jado de lo que por efecto de la mensura y la partición homo-
.logadas ;• de las adjbdicaciones hechas luego á sus causantes 
y de su adquisición en mil noveceintos veintiseis, le hubiese 
pertenecido definitivamente, des.otándose toda neqesidad, 
para ella, de tener que dedicarse a ocupar para adquirir por 
prescripción, pues lo que sostuvo ante el Tribunal Superior 
de Tierras, según la sentencia atacada, fué qu*nada se opo-
ne a que hechos posteriores a la homologación enjendren nue-
vos derechos conforme a los cuales sea posible prescribir, 
como ha ocurrido en éste caso", pretendiendo así, por lo me-
nos según tedas4las apariencias, derechos distintos de los 
que habían sido reconocidos a sue causante; y carece de todo 
fundamente legal el pretender que un mismo título pueda 
haber ser", o íntegramente para ser aplicado, en los proce-
dimientos ordinarios de mensura y partición de terrenos co-
muneros, a cimentar los derechos de propiedad de determi-
nadas porciones de tierras, y luego revivir o multiplicar sus 
efectos para servir de base a otras ocupaciones, para fines 
de prescripción sobre porciones de terrenos ya atribuidas, o 
reservadas, a otros copropietarios inscritos en los mismos 
procedimientos de mensura y partición ordinarias; pues un 
justo título no puede ser constituido por unó cuyo portador 
sepa que aquél agotó. ya toda su virtualidad al habérsele he -
cho la adjudicación correspondiente; que las razones que 
acaban de ser expuestas, constituyen motivos cié derecho, 
que la Suprema Corte de Justicia puede suplir, y suple en 
la medida en que ello fuere necesario, para establecer lo 
bien fundado de la sentencia atacada; e), que todo lo que 
ha sido establecido en la, presente consideración y en las que 
la preceden, ponen de manifiesto que el fallo que es objeto 
del presente recurso no ha incurrido en los vicios señalados,  

• 
expresa o implícitamente, en el primer medio, y que éste de-
be ser rechazado; 

Considerando, respecto de los medies segundo y terce-
ro, en los cuales se pretende que en la decisión atacada fue-
ron violados los artículos 25 y 37 de la Ley de Agrimensu-
ra, y el "artículo 16 de la Orden Ejecutiva No. 590" (Ley, 
No. 590, del 2 de enero de 1921), "reformado por el artículo 
8 del Decreto No. 83 del 20 de agosto de 1923"; que en el des-
arrollo del rimero de dichos dos medioá, la intimante expre-
sa lo que sigue: "En lo que se refiere particularmente a la 
señora Isidorá Bautista de Luciano el Tribunal Superior de 
Tierras ha vialtado las disposiciones del Artículo 25 de la Ley 
Agrimensura que dice lo siguiente: "Art. 25.— El Acta lle-
vará la misma fecha que el plano y expresará el nombre y 
apellido del agrimensor, el del requerente, los de todas las 
personas presentes y de todas las citadas -que comparezcan 
o no hayan comparecido. Esta acta hará también mención 
de los títulos del requerente, el nombre del terreno medido, 
el de la común y provincia o distrito del que hace parte, y 
muy particularmente el de la sección rural, la ciudad o pue-
blo, y la calle en que esté situado, señalando de una manera 
precisa los lugares o puntos notables que se hayan recono-
cido, las mojQnaduras que se hubiesen colocado o encontrado 
fijadas anteriormente; y en fin, cuanto pudiera servir para 
la buena comprensión del plano".. Y las del Artículo 37 que 
dice así:— "Art. 37.— Todas las operaciones que se hicie-
ren contrazlial a la presente ley, serán nulas, de ningún va-
lor ni efecto, sin perjuicio de los daños e intereses que re-
clamaren las partes".— En fecha 14 de agosto de 1939 fue-
ron levantados un acta y plano correspondientes a 200 tareas 
que se decían. ser de la señora antes mencionada. Habiendo 
sido enviados dicho plano y acta a la Dirección General de 
Mensuras Catastrales ésta contestó por medio de su oficio 

9  0232 de fecha 20 de febrero de 1941 lo que sigue: "1._ De-
elto informando que ha sido imposible determinar en qué 
rte de la Parcela No. 518 del D. C. No. 2 de la común de 
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Considerando que, por una parte, la compañía recu-
rrente no presenta prueba alguna de lo que atribuye al Di-
rector General de Mensuras Catastrales; que además, si bien 
la sentencia atacada expresa, en su considelación primera, 
"que en el expediente son constantes los hechos siguientes: 
	d) "QUE la señora Isidora Bautista de Luciano 
en su calidad de única heredera de Rudecindo Bautista re- * 

 quirió del Agrimensor Garrido el deslinde de la porción de 
terreno que les correspondía y el Agrimensor Garrido levan -  mil_  

Baní está localizado el plano correspondiente al acta No. 110 
que se anexa.— 2.— Se, advierte que el acta de referencia 
no se ha podido utilizar para las operaciones realizadas debi-
do a que en la misma no se consignan los rumbos y distan-
cias correspondientes". "Esta comunicación puede verse en 
el expediente correspondiente. Ante semejante explicación , 
hecha por una oficina competente y técnica, los jueces del " 
Tribunal Superior no debieron vacilar en negar todo recinio-
cimiento al acta de mensura del 14 de agosto de 1939 y de-
Clararla nula, en cuanto a los efectos jurídicos que de ésta 
se quisieran hacer derivar. Pero sin tomar en cuenta para 
nada la opinión externada por la Dirección General de Men-
suras el Tribunal acepta como medio de prueba dichos acta y. 
'plano, les imparte provisión y adjudica de acuerdo con ellos 
o por lo menos tomándolos en cuenta y violando Isí las dis-
posiciones pre-transcritas de la Ley de Agrimensura"; que 
en cuanto al otro medio, al tercero, el vicio en éste invocado 
consiste, según la intimante, en que .  el tribunal a quo tomó 

como base para su decisión, en cuanto a lo reclamado por 

Isidcra Bewtista de Luciano, el acta y el plano del agrimen -

sor Garrido, del, catorce de agosto de mil novecientos trein-
tinueve, indicados én lo que queda copiado arriba, a pesar 
de qúe "ya en diciembre de 1935 se estaba efectuando, sobre. 
el terreno, la mensura catastral de Pizarrete", y a pesar 
de que, como consecuencia de esto último y por aplicación 
de los textós invocados en el tercer medio de que ahora se 
trata, el agrimensor Garrido carecía ya de" capacidad legal 
para hacer los repetidos plano y acta de mensura; pero, 

tó el acta de mensura No. 2 con la cantidad de 200 tareas,. 
reclamadas por ella", y a lo mismo se refiere en el párrafo> 
c del mismo considerando, tal consignación de un hecho exis-
tente no significa que •ello haya sido tomado como base to-
tal o parcial para lo decidido, pues los verdaderos y suficien-
tes fundamentos de lo fallado se encuentran en las conside-
raciones tercera, cuarta y quinta de la decisión que es ob-
jeto del presente recurso, y en ninguna de dichas tres consi-
deraciones son mencionados, siquiera, el acta y el plano det 
catorce de agosto de mil novecientos treintinueve en refe-
rencia; que la decisión impugnada establece que "en Piza-
rrete fueron deslindados" (por el agrimensor Garrido, que 
había estado comisionado para la mensura y la particióa 
ordinarias) "laS porciones de todos los condueños del sitio, 
excepto las de los señores Colón Saldaña, Faustina Heredia . 

(resto) y Lico Batlle (resto) debido a los efectos de la orden; 
de suspensión dispuesta por da Orden Ejecutiva No. 363 de 
fecha 13 de diciembre de 1919; motivo por el cual no fué po-
sible en ese entonces, la parcelación de la porción que se re-
servó en comunidad a los tres condueños arriba citados"; 
"que los límites de lo reservado de ese modo a las tres per-
sonas dichas, no corresponden a lo adquirido de los herma-
nos Castillo por la compáñía intimante"; que ésta "fué pues-
ta en posesión por el Agrimensor Garrido, en tiempo opor-
tuno, de las parte que le correspondía de acuerdo con sus tí-
tulos"; que no se ha operado en favor de dicha compañía 
prescripción adquisitiva alguna sobre "las 570 tareas reser-
vadas por el mismo agrimensor" (Garrido) "a los señores 
ya mencionados", porque ni la repetida compañía había pre-
sentado títulos que abarcasen dichas porciones y por ello pu-
dieran servirle como el "justo título" exigido por el artículo 
2265 del Código Civil, ni había transcurrido desde mil nove-
cientos diecisiete, fecha de la homologación, "hasta el año 
actual, 1943" (año de la sentencia atacada ahora), el plazo 
del artículo 2262 del Código Civil; que al no constituir un 
fundamento total o parcial de lo fallado, lo que la sentencia 
atacada expresa sobre el acta y el plano de mensura a que 
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Baní está localizado el plano correspondiente al acta No. 110 
que se anexa.— 2.— Se„ advierte que el acta de referencia 
no se ha podido utilizar para las operaciones realizadas debi-
do a que en la misma no se consignan los rumbos y distan-
cias correspondientes". "Esta comunicación puede verse en 
el expediente correspondiente. Ante semejante explicación 
hecha por una oficina competente y técnica, los jueces del 
Tribunal Superior no debieron vacilar en negar todo recono-
cimiento al acta de mensura del 14 de agosto de 1939 y de-
clararla nula, en cuanto a los efectos jurídicos que de ésta 
se quisieran hacer derivar. Pero sin tomar en cuenta para 
nada la opinión externada por la Dirección General de Men- 
suras el Tribunal acepta como medio de prueba dichos acta y - 
plano, les imparte provisión y adjudica de acuerdo con ellos 
o por lo menos tomándolos en cuenta y violando así las dis-
posiciones pre-transcritas de la Ley de Agrimensura"; que 
en cuanto al otro medio, al tercero, el vicio en éste invocado 40 
consiste, según la intimante, en que .  el tribunal a quo tomó 

cómo base para su decisión, en cuanto a lo reclamado por 
Isidcra Biutista de Luciano, el acta y el plano del agrimen - 

sor Garrido, del, catorce de agosto de mil novecientos trein-
tinueve, indicados én lo que queda copiado arriba, a pesar 

de que "ya en diciembre de 1935' se estaba efectuando, sobre 
el terreno, la mensura catastral de Pizarrete", y a pesar 
de que, como consecuencia de esto último y • por aplicación 
de los textos invocados en el tercer medio de que ahora se 
trata, el agrimensor Gárrido carecía ya de' capacidad legal. 

para hacer los repetidos plano y acta de mensura; pero, 

Considerando que, por una parte, la compañía recu -

rrente no presenta prueba alguna de lo que atribuye al Di-
rector General de Mensuras Catastrales; que además, si bien 
la sentencia atacada expresa, en su consideFación primera. 

"que en el expediente son constantes los hechos siguientes: 
 d) "QUE la señora Isidora Bautista de Luciano 
en su calidad de única heredera de Rudecindo Bautista re- 
quirió del Agrimensor Garrido el deslinde de la porción de 
terreno que les correspondía y el Agrimensor Garrido levan - 

tó el acta de mensura No. 2 con la cantidad de 200 tareas.. 
reclamadas por ella", y a lo mismo se refiere en el párrafo , 

 c del mismo considerando, tal consignación de un hecho exis-
tente no significa que •ello haya sido tomado como base to-
tal o parcial para lo decidido, pues los verdaderos y suficien-
tes fundamentos de lo fallado se encuentran en las conside-
raciones tercera, cuarta y quinta de la decisión que es ob-
jeto del presente recurso, y en ninguna de dichas tres consi-
deraciones son mencionados, siquiera, el acta y el plano dell 
catorce de agosto de mil novecientos treintinueve en refe-
rencia; que la decisión impugnada establece que "en Piza-
rrete fueron deslindados" (por el agrimensor Garrido, qua 
había estado comisionado para la mensura y la particióa 
ordinarias) "laá porciones de todos los condueños del sitio, 
excepto las de los señoreS Colón Saldaña, Faustina Heredia 
(resto) y Lico Batlle (resto) debido a los efectos de la orden 
de suspensión dispuesta por la Orden Ejecutiva No. 363 de 
fecha 13 de diciembre de 1919; motivo por el cual no fué po-
sible en ese entonces, la parcelación de la porción que se re-
servó en comunidad a los tres condueños arriba citados"; 
"que los límites de lo reservado de ese modo a las tres per-
sonas dichas, no corresponden a lo adquirido de los herma-
nos Castillo por la compañía intimante"; que ésta "fué pues-
ta en posesión por el Agrimensor Garrido, en tiempo opor-
tuno, de las parte que le correspondía de acuerdo con sus tí-
tulos"; que no se ha operado en favor de dicha compañía 
prescripción adquisitiva alguna sobre "las 570 tareas reser 
vadas por el mismo agrimensor" (Garrido) "a los señorea 
Ya mencionados", porque ni la repetida compañía había pre-
sentado títulos que abarcasen dichas porciones y por ello pu-
dieran servirle como el "justo título" exigido por el artículo 
2265 del Código Civil, ni había transcurrido desde mil nove-
cientos diecisiete, fecha de la homologación, "hasta el año 
actual, 1943" (año de la sentencia atacada ahora), el plaza 
del artículo 2262 del Código Civil; que al no constituir ira 
fundamento total o parcial de lo fallado, lo que la sentencia 
atacada expresa sobre el acta y el plano de mensura a que- 
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se refieren los medios segundo y tercero, dichos dos medios 
deben ser rechazados; 

Considerando, en lo que concierne al cuarto y último 
medio, según el cual el Tribunal Superior de Tierras incu-
rrió en la "violación del artículo 4 de la Ley de Registro de 
Tierras, por insuficiencia de motivos en la decisión atacada, 
y por ausencia' en ella de comprobaciones necesarias para 
darle adecuada base legal"; que la intimante se refiere, en 
esta parte de su recurso, a comprobaciones de hechos reali-
zadas, en virtud de su poder soberano, por los jueces del fon-
do, hechos que frustratoriamente son negados en el recurso; 
que en el examen que arriba se ha hecho de los medios an-
teriores, se ha puesto de manifiesto que el tribunal a quo ha 
motivado suficientemente, en hecho y en derecho y sin des-
naturalización, cuanto decidió en lo que interesaba a la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales; que el inte-
rés de ésta fija la medida para la posibilidad legal de su ac-
ción, por lo cual algún defecto que pudiere hallarse en el fa-
llo, que se refiriere, exclusivamente, a relaciones de intere-
ses entre terceras personas, no podría ser alegado útilmente 
por la intimante; que, como consecuencia de lo expuesto, el 
cuarto y último medio debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la Compañía Anónima de Explotacio-
ne's Industriales, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha treinta de agosto de mil novecientos cua-
renta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo, y condena a dicha compañía al pago de 
las costas; Segundo: distrae de dichas costas las concernien-
tes a la intimada Isidora Bautista de Luciano, en favor del 
abogado de la misma, Licenciado Félix Tomás Del Monte 
Andújar, quien ha afirmado haberlas avanzado en su totali-

dad. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 

Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.— 
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Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú-
blica del día, mes y año en él expresados, y fué 
da y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Froilán Tavares hijo, Segun-
do Sustituto de Presidente.; Temístocles Messina, Juan A. 
Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos 
del infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día tres del mes de agosto de mil novecientos 
cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 81o. de 
la Restauración y 151. de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
María Morales de Ducoudray, dominicana, mayor de edad, 
casada, ocupada en los oficios domésticos, domiciliada y re-
sidente en Ciudad Trujillo, portadora de la cédula personal 
de identidad número 14831, serie 1, renovada con el sello 
número 485, contra sentencia dictada en fecha tres de sep-
tiembre de mil novecientos cuarenta y tres por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo, Cáma-
ra de lo Penal, en atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA:— 1.— Declara nulo el recurso de. 
oposición interpuesto por la prevenida MARIA MORALES 
DE DUCOUDRAY, cuyas generales se ignoran, contra sen-
tencia dictada por este Tribunal en fecha diez i nueve de di- 
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se refieren los medios segundo y tercero, dichos dos medios 

deben ser rechazados; 

Considerando, en lo que concierne al cuarto y último 
medio, según el cual el Tribunal Superior de Tierras incu-
rrió en la "violación del artículo 4 de la Ley de Registro de 
Tierras, por insuficiencia de motivos en la decisión atacada, 
y por ausencia' en ella de comprobaciones necesarias para 
darle adecuada base legal"; que la intimante se refiere, en 
esta parte de su recurso, a comprobaciones de hechos reali-
zadas, en virtud de su poder soberano, por los jueces del fon-
do, hechos que frustratoriamente son negados en el recurso; 
que en el examen que arriba se ha hecho de los medios an-
teriores, se ha puesto de manifiesto que el tribunal a quo ha 
motivado suficientemente, en hecho y en derecho y sin des-
naturalización, cuanto decidió en lo que interesaba a la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales; que el inte-
rés de ésta fija la medida para la posibilidad legal de su ac-
ción, por lo cual algún defecto que pudiere hallarse en el fa-
llo, que se refiriere, exclusivamente, a relaciones de intere-
ses entre terceras personas, no podría ser alegado útilmentd 
por la intimante; que, como consecuencia dé lo expuesto, el 
cuarto y último medio debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha treinta de agosto de mil novecientos cua-
renta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo, y condena a dicha compañía al pago de 
las costas; Segundo: distrae de dichas costas las concernien-
tes a la intimada Isidora Bautista de Luciano, en favor del 
abogado de la misma, Licenciado Félix Tomás Del Monte 
Andújar, quien ha afirmado haberlas avanzado en su totali- 

dad. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.— 
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Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú-
blica del día, mes y año en él expresados, y fué firmada,leí-
da y publicada por mí, Secretario General, que certifico.--- 

 (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Proilán Tavares hijo, Segun-
do Sustituto de Presidenta; Temístocles Messina, Juan A. 
Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos 
del infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día tres del mes de agosto de mil novecientos 
cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 81o. de 
la Restauración y 156. de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
María Morales de Ducoudray, dominicana, mayor de edad, 
casada, ocupada en los oficios domésticos, domiciliada y re. 
Bidente en Ciudad Trujillo, portadora de la cédula personal 
de identidad número 14831, serié 1, renovada con el sello 
número 485, contra sentencia dictada en fecha tres de sep-
tiembre de mil novecientos cuarenta y tres por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo, Cáma-
ra de lo Penal, en atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA:— 1.— Declara nulo el recurso de 
oposición interpuesto por la prevenida MARIA MORALES 
DE DUCOUDRAY, cuyas generales se ignoran, contra sen-
tencia dictada por este Tribunal en fecha diez i nueve de di- 
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se refieren los medios segundo y tercero, dichos dos medios 
deben ser rechazados; 

Considerando, en lo que concierne al cuarto y último 
medio, según el cual el Tribunal Superior de Tierras incu-
rrió en la "violación del artículo 4 de la Ley de Registro de 
Tierras, por insuficiencia de motivos en la decisión atacada, 
y por ausencia en ella de comprobaciones necesarias para 
darle adecuada base legal"; que la intimante se refiere, en 
esta parte de su recurso, a comprobaciones de hechos reali-
zadas, en virtud de su poder soberano, por los jueces del fon-
do, hechos que frustratoriamente son negados en el recurso; 
que en el examen que arriba se ha hecho de los medios an-
teriores, se ha puesto de manifiesto que el tribunal a quo ha 
motivado suficientemente, en hecho y en derecho y sin des-
naturalización, cuanto decidió en lo que interesaba a la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales; que el inte-
rés de ésta fija la medida para la posibilidad legal de su ac-
ción, por lo cual algún defecto que pudiere hallarse en el fa-
llo, que se refiriere, exclusivamente, a relaciones de intere-
ses entre terceras personas, no podría ser alegado útilmente 
por la intimante; que, como consecuencia de lo expuesto, el 
cuarto y último medio debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la Compañía Anónima de Explotacio-
ne's Industriales, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha treinta de agosto de mil novecientos cua-
renta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo, y condena a dicha compañía al pago de 
las costas; Segundo: distrae de dichas costas las concernien -
tes a la intimada Isidora Bautista de Luciano, en favor del 
abogado de la misma, Licenciado Félix Tomás Del Monte 
Andújar, quien ha afirmado haberlas avanzado en su totali-
dad. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.— 
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Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú-
blica del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, leí-
da y publicada por mí, Secretario General, que certifico.:- 
(Firmado): Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Proilán Tavares hijo, Segun-
do Sustituto de Presidenta; Temístocles Messina, Juan A. 
Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos 
del infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día tres del mes de agosto de mil novecientos 
cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 81o. de 
la Restauración y 15e. de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
María Morales de Ducoudray, dominicana, mayor de edad, 
casada, ocupada en los oficios domésticos, domiciliada y re-
B idente en Ciudad Trujillo, portadora de la cédula personal 
de identidad número 14831, serie 1, renovada con el sello 
número 485, contra sentencia dictada en fecha tres de sep-
tiembre de mil novecientos cuarenta y tres por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo, Cáma-
ra de lo Penal, en atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA:— 1.— Declara nulo el recurso de 
oposición interpuesto por la prevenida MARIA MORALES 
DE DUCOUDRAY, cuyas generales se ignoran, contra sen-
tencia dictada por este Tribunal en fecha diez i nue've de di- 
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siembre de 1942, por falta de comparecencia de la oponente 

a esta audiencia para la cual fué legalmente citada;— 
Confirma en todas sus partes la referida sentencia anterior 

dictada por este Tribunal en fecha diez i nueve de diciem-
bre de 1942, cuyo dispositivo se copia en otra parte, y la 

condena al pago de las costas"; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha trece de enero de mil 

novecientos cuarenta y cuatro; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe -

rado, y vistos los artículos 138, reformado, del Código de 
Procedimiento Criininal, y 1, 24, 47 Y 29 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en la 
sentencia en defecto que fué confirmada por aquella, consta, 
esencialmente: a) que en fecha catorce de octubre de mil 

novecientos cuarenta y dos la Alcaldía de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito de Santo Domingo pronunció una 
sentencia en defecto por la cual condenó a la señora María 
Morales de Ducoudray al pago de una multa de tres pelsos, 

al pago de la suma de quince pesos en provecho del señor 
José Ozuna, y al pago de los costos, por el hecho "de haber -

se introducido un ganado de su propiedad en heredad ajena 
sembrada"; b) que, sobre el recurso de apelación intentado 
por la señora María Morales de Ducoudray, la Cámara Pe- 

nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito de Santo 
Domingo dictó su sentencia en defecto de fecha diecinueve 
de diciembre de mil noveciento s  cuarenta y dos, por la cual 
confirmó en todas sus partes la sentencia de la Alcaldía an-
tes mencionada; y c) que, sobre el recurso de oposición in-
terpuesto por la señora María Morales de Ducoudray, y no 
habiendo comparecido la oponente a la audiencia fijada pa-
ra conocer de la oposición, el mencionado tribunal pronun-
ció en fecha tres de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y tres la sentencia objeto del presente recurso de casación; 

Considerando, que en apoyo de su recurso de casación 
la señora María Morales de Ducoudray alega lo siguiente: 
que "la sentencia en defecto dictada por la cámara penal 
del juzgado de primera instancia del distrito judicial de 
Santo Domingo en fecha 3 de septiembre de 1943, contra la 
cual ha recurrido en casación la exponente, confirma de mo-
do mediato la pronunciada también en defecto por la alcal-
día de la segunda circunscripción del distrito judicial de San-
to Domingo en fecha 14 de octubre de 1942"; que "de ello 
resulta que la Señora María Morales de Ducoudray no com-
pareció a ningunt de las audiencias en que se conoció de la 
contravención perseguida contra ella; razón por la cual se 
debe admitir que la exponente está en aptitud de hacer san-
cionar cualesquiera irregularidades cometidas en las cita-
ciones que le han sido notificadas"; que "la doctrina y la ju-
risprudencia reconocen de modo general que, en toda mate-
ria, las copias de las citaciones o emplazamientos hacen de 
originales en lo que concierne al interés de las personas ci-
tadas o emplazadas"; que "la firma del oficial ministerial es 
esencial para la validez de todo acto de citación o emplaza-
miento"; y que "la copia del acto de citación que se dice ha-
ber sido notificada a la exponente en fecha 9 de octubre de 
1942 carece de la firma del alguacil"; 

Considerando, que, de acuerdo con lo qud dispone el ar-
tículo lo. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, la Su- 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

Visto el memorial de casación suscrito a nombre de la 

recurrente por el Lic. Enrique Ubrí García, portador de la 

cédula personal de identidad No. 2226, Serie 1, con sello de 

renovación No. 466; 
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ciembre de 1942, por falta de comparecencia de la oponente 

a esta audiencia para la cual fué legalmente citada;— 2o.— 
Confirma en todas sus partes la referida sentencia anterior 

dictada por este Tribunal en fecha diez i nueve de diciem-

bre de 1942, cuyo dispositivo se copia en otra parte, y la 

condena al pago de las costas"; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha trece de enero de mil 

novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

Visto el memorial de casación suscrito a nombre de la 
recurrente por el Lic. Enrique Ubrí García, portador de la 
cédula personal de identidad No. 2226, Serie 1, con sello de 

renovación No. 466; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe -
rado, y vistos los artículos 138, reTormado, del Código de 
Procedimiento Criininal, y 1, 24, 47 Y 29 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en la 
sentencia en defecto que fué confirmada por aquella, consta, 
esencialmente: a) que en fecha catorce de octubre de mil 
novecientos cuarenta y dos la Alcaldía de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito de Santo Domingo pronunció una 
sentencia en defecto por la cual condenó a la señora María 
Morales de Ducoudray al pago de una multa de tres pdsos, 
al pago de la suma de quince pesos en provecho del señor 

José Ozuna, y al pago de los costos, por el hecho "de haber-
se introducido un ganado de su propiedad en heredad ajena 
sembrada"; b) que, sobre el recurso de apelación intentado 
por la señora María Morales de Ducoudray, la Cámara Pe - 
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nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito de Santo 
Domingo dictó su sentencia. en defecto de fecha diecinueve 
de diciembre de mil noveciento s  cuarenta y dos, por la cual 
confirmó en todas sus partes la sentencia de la Alcaldía an-
tes mencionada; y c) que, sobre el recurso de oposición in-
terpuesto por la señora María Morales de Ducoudray, y no 
habiendo comparecido la oponente a la audiencia fijada pa-
ra conocer de la oposición, el mencionado tribunal pronun-
ció en fecha tres de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y tres la sentencia objeto del presente recurso de casación; 

Considerando, que en apoyo de su recurso de casación 
la señora María Morales de Ducoudray alega lo siguiente: 
que "la sentencia en defecto dictada por la cámara penal 
del juzgado de primera instancia del distrito judicial de 
Santo Domingo en fecha 3 de septiembre de 1943, contra la 
cual ha recurrido en casación la exponente, confirma de mo-
do mediato la pronunciada también en defecto por la alcal-
día de la segunda circunscripción del distrito judicial de San-
to Domingo en fecha 14 de octubre de 1942"; que "de ello 
resulta que la Señora María Morales de Ducoudray no com-
pareció a ningunii de las audiencias en que se conoció de la 
contravención perseguida contra ella; razón por la cual se 
debe admitir que la exponente está en aptitud de hacer san-
cionar cualesquiera irregularidades cometidas en las cita-
ciones que le han sido notificadas"; que "la doctrina y la ju-
risprudencia reconocen de modo general que, en toda mate-
ria, las copias de las citaciones o emplazamientos hacen de 
originales en lo que concierne al interés de las personas ci-
tadas o emplazadas"; que "la firma del oficial ministerial es 
.esencial para la validez de todo acto de citación o emplaza-
miento"; y que "la copia del acto de citación que se dice ha-
ber sido notificada a la exponente en fecha 9 de octubre de 
1942 carece de la firma del alguacil"; 

Considerando, que, de acuerdo con lo que dispone el ar-
tículo lo. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, la Su- 
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prema Corte de Justicia, como Corte de Casación, no conoce 
jamás del fondo del asunto; que, por otra parte, el artículo 

29 de la referida ley dispone que "no se admitirán como me-
dios de casación las nulidades cometidas en primera instan-
cia, si no hubieren sido aducidas ante el juez de apelación"; 

Considerando, que el alegato en que se funda expresa -

mente el recurso de casación de que se trata como se ha ex-
puesto, es la nulidad de la citación, notificada a la parte re-
currente para comparecer ante la Alcaldía de la Segunda 
Circunscripción del Distrito de Santo Domingo; que esta nu-
lidad, además de no haber sido propuesta ante el Juzgado de 
Primera Instancia del que procede la sentencia impugnada, 
el cual, por aplicación del artículo 188 del Código de Proce -

dimiento Criminal, declaró nula, la oposición interpuesta por 
la señora María Morales de Ducoudray contra la sentencia 
en defecto de fecha diecinueve de diciembre de mil nove-
cientos cuarenta y dos, no aparecía revelada al juez por cir-
cunstancia alguna del proceso; que, por consiguiente, debe 
ser rechazado el medio único en que basa expresamente su 
recurso de casación la recurrente; 

Considerando, que rechazado el medio que antecede, y 

dado el alcance general atribuído por la recurrente a su re-
curso, en el acta del mismo, se hace indispensable que la 
Suprema Corte de Justicia examine la sentencia impugnada, 
desde otros puntos de vista, á fin de establecer si ella con-
tiene o nó algún vicio, ya de forma, o ya de fondo, que la ha-

ga susceptible de ser anulada; 

Considerando, que la competencia para conocer de las 
contravenciones de simple policía corresponde exclusiva -
mente, de acuerdo con lo que dispone el artículo 138 refor-
mado dc! Código de Procedimiento Criminal, al alcalde de la 
jurisdicción en que la infracción haya sido cometida; que, 
en la especie, no se establece en la sentencia impugnada el 
lugar en que ocurrió el hecho por el cual fué sometida la re- 
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currente a la acción de la justicia; razón por la cual no es 
posible a la Suprema Corte de Justicia apreciar, como pudie-
ra hacerlo, de oficio, por tratarse de una cuestión que es de 
orden público, si el alcalde de la tercera circunscripción del 
Distrito de Santo Domingo, como juez del primer grado y la 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito de Santo Domingo, como juez del segundo grado, 
actuaron en el caso de que se trata dentro de los límites de 
su competencia territorial; que, debido a tal circunstancia, 
resulta que la sentencia impugnada no contiene una expo-
sición suficiente de los hechos de la causa, que permita a 
esta Suprema Corte de Justicia comprobar si esas reglas so-
bre la competencia fueron observadas en el procedimiento y 
la decisión relativa al caso ocurrente; que, por ello, y al ha-
ber incurrido la sentencia impugnada en el vicio de falta de 
base legal, es procedente, por este motivo, su casación; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Sant& Domingo de fecha tres de septiembre de 
mil novecientos cuarenta y tres, cuyo dispositivo ha sido 

• transcrito en otro lugar del presente fallo; Segundo: envía 
el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del »istrito 
Judicial de Monseñor dé Meriño; y Tercero: declara las cos-
tas de oficio. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— F. Tavares hijo.— Te-
místocles Messina.— Juan A. Morel.— Rafael Estrella Ure- 
fía.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez--Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados; y fué firma" 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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prema Corte de Justicia, como Corte de Casación, no conoce 
jamás del fondo del asunto; que, por otra parte, el artículo 
29 de la referida ley dispone que "no se admitirán como me-
dios de casación las nulidades cometidas en primera instan-
cia, si no hubieren sido aducidas ante el juez de apelación"; 

Considerando, que el alegato en que se funda expresa-
mente el recurso de casación de que se trata como se ha ex-
puesto, es la nulidad de la citación.  notificada a la parte re-
currente para comparecer ante la Alcaldía de la Segunda 
Circunscripción del Distrito de Santo Domingo; que esta nu-
lidad, además de no haber sido propuesta ante el Juzgado de 
Primera Instancia del que procede la sentencia impugnada, 
el cual, por aplicación del artículo 188 del Código de Proce-
dimiento Criminal, declaró nula la oposición interpuesta por 
la señora María Morales de Ducoudray contra la sentencia 
-en defecto de fecha diecinueve de diciembre de mil nove-
cientos cuarenta y dos, no aparecía revelada al juez por cir-
cunstancia alguna del proceso; que, por consiguiente, debe 
ser rechazado el medio único en que basa expresamente su 
recurso de casación la recurrente; 

Considerando, que rechazado el medio que antecede, y 
dado el alcance general atribuído por la recurrente a su re-
curso, en el acta del mismo, se hace indispensable que la 
Suprema Corte de Justicia examine la sentencia impugnada, 
desde otros puntos de vista, á fin de establecer si ella con-
tiene o nó algún vicio, ya de forma, o ya de fondo, que la ha-
ga susceptible de ser anulada; 

Considerando, que la competencia para conocer de las 
contravenciones de simple policía corresponde exclusiva -
mente, de acuerdo con lo que dispone el artículo 138 refor-
mado dcl Código de Procedimiento Criminal, al alcalde de la 
jurisdicción en que la infracción haya sido cometida; que, 
en la especie, no se establece en la sentencia impugnada el 
lugar en que ocurrió el hecho por el cual fué sometida la re- 

currente a la acción de la justicia; razón por la cual no es 
posible a la Suprema Corte de Justicia apreciar, como pudie-
ra hacerlo, de oficio, por tratarse de una cuestión que es de 
orden público, si el alcalde de la tercera circunscripción del 
Distrito de Santo Domingo, como juez del primer grado y la 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito de Santo Domingo, como juez del segundo grado, 
actuaron en el caso de que se trata dentro de los límites de 
su competencia territorial; que, debido a tal circunstancia, 
resulta que la sentencia impugnada no contiene una expo-
sición suficiente de los hechos de la causa, que permita a 
esta Suprema Corte de Justicia comprobar si esas reglas so-
bre la competencia fueron observadas en el procedimiento y 
la decisión relativa al caso ocurrente; que, por ello, y al ha-
ber incurrido la sentencia impugnada en el vicio de falta de 
base legal, es procedente, por este motivo, su casación; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo de fecha tres de septiembre de 
mil novecientos cuarenta y tres, cuyo dispositivo ha sido 

• transcrito en otro lugar del presente fallo; Segundo: envía 
el asimto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Monseñor de.  Meriño; y Tercero: declara las cos-
tas de oficio. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— F. Tavares hijo.— Te-
místocles Messina.— Juan A. Morel.— Rafael Estrella Ure-ña.— J. Pérez Nolasco.-- Eug. A. Alvarez—Secretario Ge- neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados; y fué firmad* 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Doininicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi -

cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Jósé Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavarez hijo, Se -

gundo sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce -

lebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día cuatro del mes de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 81o. 
de la Restauración y 150. de la Era de Trujillo, dicta en au -

diencia pública, como corte de casación, la sentencia siguien -

te: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Antonio Gómez (a) Pichón, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, agricultor, domiciliado y residente en Jaibón, sección 
de la común de. Valverde, portador de la cédula de identidad 
personal No. 2825, Serie 34, con sello de renovación No. 
225461, contra sentencia de la Corte de Apelación del De-
partamento de Santiago, de fecha dieciocho de enero de mil 
novecientos cuarenta y cuatro; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a quo, en fecha veintidos de enero de mil 
novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator: 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 
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Visto el memorial presentado por el Licenciado R. A. 
Jorge Rivas, portador de la cédula personal de identidad No. 
429, Serie 31, con sello de renovación No. 2334, en nombre 
y representación de la señora Ana Rita Valerio de Domín-
guez, mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres do-
mésticos, dominicana, portadora de la cédula personal No. 
17317, serie 31, con sello de renovación No. 477095; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355, reformado, del Código Pe-
nal; 1382 del Código Civil, y 66 y 71 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que en fecha dieciocho del mes de enero 
del año mil novecientos cuarenta y cuatro, la Corte de Ape-
lación del Departamento de Santiago, dictó una sentencia 
con el dispositivo siguiente: "FALLA: 1ro: que debe decla-
rar y declara regulares y válidos en cuanto a la forma los re-
cursos de apelación interpuestos por el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, por el inculpa-
do DOMINGO ANTONIO GOMEZ (A) PICHON y por ANA 
RITA VALERIO DE DOMINGUEZ, parte civil constituida, 
contra sentencia dictada por el Juzgado de Ira. Instancia de 
este Distrito Judicial en fecha ocho del mes de Noviembre 
del año mil novecientos cuarentitrés; 2do: que debe confir-
mar y confirma, en todas sus partes, la sentencia apelada, 
que declara al inculpado DOMINGO ANTONIO GOMEZ (A) 
PICHON, cuyas generales constan, culpable del delito de 
sustracción de la joven BRIGIDA INES DOMINGUEZ, ma-
yor de dieciocho años y menor de veintiuno, hecho previsto 
y sancionado por el artículo 355, reformado, del Código Pe-
nal, y como tal, lo condena a la pena de TRES MESES DE 
PRISION CORRECCIONAL, treinta pesos de multa y al pa-
go de las costas, y a pagar, además, una indemnización de 
sesenta pesos moneda de curso legal, a ANA RITA VALE-
RIO DE DOMINGUEZ, parte civil constituida, a título de 
daños y perjuicios; disponiendo que en caso de insolvencia 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavarez hijo, Se -

gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Moret, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, Distrito (le Santo 
Domingo, hoy día cuatro del mes de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 81o. 
de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta en au -

diencia pública, como corte de casación, la sentencia siguien -

te: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Antonio Gómez (a) Pichón, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, agricultor, domiciliado y residente en Jaibón, sección 
de la común de. Valverde, portador de la cédula de identidad 
personal No. 2825, Serie 34, con sello de renovación No. 
225461, contra sentencia de la Corte de Apelación del De-
partamento de Santiago, de fecha dieciocho de enero de mil 
novecientos cuarenta y cuatro; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se -

cretaría de la Corte a quo, en fecha veintidos de enero de mil 
novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 
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Visto el memorial presentado por el Licenciado R. A.. 
Jorge Rivas, portador de la cédula personal de identidad No. 
429, Serie 31, con sello de renovación No. 2334, en nombre 
y representación de la señora Ana Rita Valerio de Domín-
guez, mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres do-
mésticos, dominicana, portadora de la cédula personal No. 
17317, serie 31, con sello de renovación No. 477095; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355, reformado, del Código Pe-
nal; 1382 del Código Civil, y 66 y 71 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que en fecha dieciocho del mes de enero 
del año mil novecientos cuarenta y cuatro, la Corte de Ape-
lación del Departamento de Santiago, dictó una sentencia 
con el dispositivo siguiente: "FALLA: 1ro: que debe decla-
rar y declara regulares y válidos en cuanto a la forma los re-
cursos de apelación interpuestos por el Magi strado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, por el inculpa-
do DOMINGO ANTONIO GOMEZ (A) PICHON y por ANA 
RITA VALERIO DE DOMINGUEZ, parte civil constituida, 
contra sentencia dictada por el Juzgado de lra. Instancia de 
este Distrito Judicial en fecha ocho del mes de Noviembre 
del año mil novecientos cuarentitrés; 2do: que debe confir-
mar y confirma, en todas sus partes, la sentencia apelada, 
que declara al inculpado DOMINGO ANTONIO GOMEZ (A) 
PICHON, cuyas generales constan, culpable del delito de 
sustracción (le la joven BRIGIDA INES DOMINGUEZ, ma-
yor (le dieciocho años y menor de veintiuno, hecho previsto 
y sancionado por el artículo 355, reformado, del Código Pe-
nal, y como tal, lo condena a la pena de TRES MESES DE 
PRISION CORRECCIONAL, treinta pesos de multa y al pa-
go de las costas, y a pagar, además, una indemnización de 
sesenta pesos moneda de curso legal, a ANA RITA VALE-
RIO DE DOMINGUEZ, parte civil constituida, a título de 
daños y perjuicios; disponiendo que en caso de insolvencia 
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tanto la multa como la indemnización se compensarán con 
prisión a razón de un día por cada peso; y declara, por últi-
mo, a la inculpada ROSA HERMINIA RODRIGUEZ, no cul-
pable del delito de complicidad en el mismo hecho, y, EN 
CONSECUENCIA, la descarga de toda responsabilidad pe-
nal, por insuficiencia de pruebas; 3ro: que debe condenar 
y condena al inculpado DOMINGO ANTONIO GOMEZ (A) 
PICHON al pago de las costas, ordenando que las correspon -

dientes a la acción civil sean distraídas en provecho del Lic. 
R. A. Jorge Rivas, quien afirma haberlas avanzado"; 

Considerando, que contra esta sentencia interpuso re-
curso de casación el inculpado Domingo Antonio Gómez alias 
Pichón, por declaración hecha en la Secretaría de la Corte 
de Apelación del Departamento de Santiago, en fecha vein-
tidos de enero del año mil noveceintos cuarenta y cuatro, 
"por no estar conforme con dicha sentencia"; 

Considerando, que la sentencia impugnada establece 
que no obstante la negativa del inculpado Domingo Gómez . 
(a) Pichón, de conformidad con los hechos y circunstancias 
de la causa ha luedado comprobado: a) que la joven Brígi-
da Inés Domínguez nació el día veinte de abril del año mil 
novecientos veinticuatro: b) que el inculpado tenía relacio-
nes amorosas con dicha joven; e) que en.el mes de octubre 
del año mil novecientos cuarenta y tres, mientras la referi-
da menor se hallaba, con autorización de su madre de crian-
za, de temporada en la residencia de su hermano Santiago 
Domínguez, el inculpado Gómez la sustrajo de allí y la con-
dujo a su casa, donde sostuvo relaciones sexuales con ella; 
d) que luego se comprometió a atender a la joven y hasta 
llegó a ofrecerle $10.00 a su madre de crianza para que no 
se .querellara; e) que de acuerdo con estos• hechos, afirma 
la Corte a quo, el delito de sustracción de la joven Brígida 
Inés Domínguez, mayor de 18 años y menor de 21, previsto 
y sancionado por el artículo 355 del Código Penal, está debi-
damente caracterizado por la concurrencia de todos sus ele-
mentos constitutivos; 
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Considerando, que los jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar la materialidad de los hechos cons-
titutivos de la infracción, y para determinar, igualmente, el 
sentido y el alcance de los medios de prueba legalmente so-
metidos al debate; que en la especie, la Corte de Apelación 
del Departamento de Santiago ha establecido regularmente, 
en la sentencia impugnada, los elementos constitutivos del 
delito de sustracción de una menor, puesto a cargo del nom-
brado Domingo Antonio Gómez (a) Pichón; 

ConsideAndo, que de conformidad con el artículo 355 
del Código Penal, la sustracción de una joven mayor de 18 
años y menor de 21, se castiga con la pena de 3 a 6 meses de 
prisión y multa de $30.00 a $100.00; que, por consiguiente, 
la pena de 3 meses de prisión correccional y $30.00 de mul-
ta impuesta al prevenido por la sentencia impugnada, se ha-
lla dentro de los límites previstos por dicho artículo; 

Considerando, por otra parte, que el artículo 1382 del 
Código Civil, dispbne que todo hecho del hombre que causa 
a otro un daño obliga a aquel por cuya culpa sucedió a repa-
rarlo; que la señora Ana Rita Valerio de DoInínguez madre 
de crianza de la menor Brígida Inés Domínguez, se constitu-
yó parte civil en él proceso seguido al inculpado Domingo 
Antonio Gómez (a) Pichón, y reclamó en esa calidad, una 
indemnización; que la sentencia impugnada reconoce y com-
prueba, que el delito por cuya comisión se condenó al incul-
pado, ocasionó un perjuicio a la parte civil, cuyo monto es-
timó en $60.00 

4111 	Conardéi....ando, que por todo lo expuesto se evidencia, 
que la Corte de Apelación del Departamento de Santiago en 
el caso de que se trata actuó dentro de los límites de sus 
poderes, al apreciar el valor de los medios de prueba e hizo, 
además, al imponer las condenaciones indicadas, una correr-. 
ta aplicación de los artículos 355 del Código Penal, y 1382 
del Código Civil; que por tanto, y al no contener la sentencia 



.1667 

BOLETIN JUDICIAL 	1668 
BOLETIN JUDICIAL 

tanto la multa como la indemnización se compensarán con 
prisión a razón de un día por cada peso; y declara, por últi-
mo, a la inculpada ROSA HERMINIA RODRIGUEZ, no cul-
pable del delito de complicidad en el mismo hecho, y, EN 
CONSECUENCIA, la descarga de toda responsabilidad pe-
nal, por insuficiencia de pruebas; 3ro: que debe condenar 
y condena al inculpado DOMINGO ANTONIO GOMEZ (A) 
PICHON al pago de las costas, ordenando que las correspon -

dientes a la acción civil sean distraídas en provecho del Lic. 

R. A. Jorge Rivas, quien afirma haberlas avanzado"; 

Considerando, que contra esta sentencia interpuso re-
curso de casación el inculpado Domingo Antonio Gómez alias 
Pichón, por declaración hecha en la Secretaría de la Corte 
de Apelación del Departamento de Santiago, en fecha vein-
tidos de enero del año mil noveceintos cuarenta y cuatro, 
"por no estar conforme con dicha sentencia"; 

Considerando, qué la sentencia impugnada establece 
que no obstante la negativa del inculpado Domingo Gómez . 

(a) Pichón, de conformidad con los hechos y circunstancias 
de la causa ha quedado comprobado: a) que la joven Brígi-
da Inés Domínguez nació el día veinte de abril del año mil 
novecientos veinticuatro: b) que el inculpado tenía relacio-
nes amorosas con dicha joven; c) que en,,e1 mes de octubre 
del año mil novecientos cuarenta y tres, mientras la referi-
da menor se hállaba, con autorización de su madre de crian-
za, de temporada en la residencia de su hermano Santiago 
Domínguez, el inculpado Gómez la sustrajo de allí y la con-
dujo a su casa, donde sostuvo relaciones sexuales con ella; 
d) que luego se comprometió a atender a la joven y hasta 
llegó a ofrecerle $10.00 a su madre de crianza para que no 
se querellara; e) que de acuerdo con estos. hechos, afirma 
la Corte a quo, el delito de sustracción de la joven Brígida 
Inés Domínguez, mayor de 18 arios y menor de 21, previsto 
y sancionado por el artículo 355 del Código Penal, está debi - 

, damente caracterizado por la concurrencia de todos sus ele-

mentos constitutivos; 

Considerando, que los jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar la materialidad de los hechos cons-
titutivos de la infracción, y para determinar, igualmente, el 
sentido y el alcance de los medios de prueba legalmente so-
metidos al debate; que en la especie, la Corte de Apelación 
del Departamento de Santiago ha establecido regularmente, 
en la sentencia impugnada, los elementos constitutivos del 
delito de sustracción de una menor, puesto a cargo del nom-
brado Domingo Antonio Gómez (a) Pichón; 

ConsiderIndo, que de conformidad con el artículo 355 
del Código Penal, la sustracción de una joven mayor de 18 
años y menor de 21, se castiga con la pena de 3 a 6 meses de 
prisión y multa de $30.00 a $100.00; que, por consiguiente, 
la pena de 3 meses de prisión correccional y $30.00 de mul-
ta impuesta al prevenido por la sentencia impugnada, se ha-
lla dentro de los límites previstos por dicho artículo; 

Considerando, por otra parte, que el artículo 1382 del 
Código Civil, dispóne que todo hecho del hombre que causa 
a otro un daño obliga a aquel por cuya culpa sucedió a repa- 
rarlo; que la señora Ana Rita Valerio de DoVnínguez madre 
de crianza de la menor Brígida Inés Domínguez, se constitu- 

?l, y6 parte civil en él proceso seguido al inculpado Domingo 
Antonio Gómez (a) Pichón, y reclamó en esa calidad, una .1 indemnización; que la sentencia impugnada reconoce y com-
prueba, que el delito por cuya comisión se condenó al incul-
pado, ocasionó un perjuicio a la parte civil, cuyo monto es-
timó en $60.00. 

Const.aib:lo, que por todo lo expuesto" se evidencia, 
que la Corte de Apelación del Departamento de Santiago en 
el caso de que se trata actuó dentro de los límites de sus 
Poderes, al apreciar el valor de los medios de prueba e hizo, 
además, al imponer las condenaciones indicadas, una correc-. 
ta aplicación de los artículos 355 del Código Penal, y 1382 
c'el Código Civil; que por tanto, y al no contener la sentencia 
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atacada ningún vicio que pueda dar lugar a su anulación, el 
presente recurso de casación debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa -

ción interpuesto por el nombrado Domingo Antonio Gómez 
(a) Pichón, contra sentencia de la Corte de Apelación del 
Departamento de Santiago, de fecha dieciocho del mes de 
enero del año mil novecientos cuarenta y cuatro, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 

Segundo: condena al recurrente al pago de las Costas, distra -

yendo las que han sido hechas por la parte civil, en provecho 
oe su abogado, Lic. R. A. Jorge Rivas, quien afirma haber - 

las avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— 1' . 

Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.—Ra -

fael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez 
—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue -

ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia públi -

ca del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
y publicada por mí, Secretario General, que certifieo.—(Fii - 
mado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi -

cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se -

gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, 'Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis -, 

 tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San

-

to Domingo, hoy día cuatro del mes de agosto de mil nove  

cientos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 
81o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la sentencia si-
guiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Corcino, dominicano, mayor de .  edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en Pontón, sección de la común de La 
Vega, portador de la cédula personal de identidad No. 11139, 
Serie 47, con sello de renovación No..341259, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha veinticin-
co del mes de abril de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Vista el 'acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha veinticinco de abril 
de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

• 
La Suprema Corte de Justicia, después de .  haber delibe-

rado, y vistos los artículos 7 y 9 de la Ley No. 289, del 26 de 
mayo de 1943, y 71. de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en fecha veinticinco de abril del año 
mil novecientos cuarenta y cuatro, la Corte de Apelación de 
La Vega dictó, en sus atribuciones correccionales, una sen-
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: ''FALLA: PRIME-
RO:— DECLARA regular en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el nombrado FRANCISCO COR-
CINO, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, en atribuciones correccio-
nales; SEGUNDO: CONFIRMA la sentencia del, Tribunal 
Correccional del Distrito Judicial de La Vega, de fecha die'z 
del mes de Febrero del año mil novecientos cuarehticuatro, 
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atacada ningún vicio que pueda dar lugar a su anulación, el 
presente recurso de casación debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa -

ción interpuesto por el nombrado Domingo Antonio Gómez 
(a) Pichón, contra sentencia de la Corte de Apelación del 
Departamento de Santiago, de fecha dieciocho del mes de 
enero del año mil novecientos cuarenta y cuatro, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 

Segundo: condena al recurrente al pago de las costas, distra -

yendo las que han sido hechas por la parte civil, en provecho 
cte su abogado, Lic. R. A. Jorge Rivas, quien afirma haber -

las avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 

Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.—Ra -

fael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez 
—Secretario General. 

''' La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue- 
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia públi -

ca del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, leida 
y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Fir -

mado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi -

cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se -

gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 

A. Morel, -Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis -

tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San

-

to Domingo, hoy día cuatro del mes de agosto de mil nove
- 
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cientos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 
81o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la sentencia si-
guiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Corcino, dominicano, mayor de' edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en Pontón, sección de la común de La 
Vega, portador de la cédula personal de identidad No. 11139, 
Serie 47, con sello de renovación No..341259, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha veinticin-
co del mes de abril de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secretaría de la Corte a quo, en fecha veinticinco de abril 
de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

• 
, La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado, y vistos los artículos 7 y 9 de la Ley No. 289, del 26 de 
mayo de 1943, y 71.de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en fecha veinticinco de abril del ario 
mil novecientos cuarenta y cuatro, la Corte de Apelación de 
La Vega dictó, en sus atribuciones correccionales, una sen-
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRIME-
RO:— DECLARA regular en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el nombrado FRANCISCO COR-
CINO, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, en atribuciones correccio-
nales; SEGUNDO: CONFIRMA la sentencia da Tribunal 
Correccional del Distrito Judicial de La Vega, de fecha diet 
del mes de Febrero del año mil novecientos cuarenticuatro, 
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atacada ningún vicio que pueda dar lugar a su anulación, el 
presente recurso de casación debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa -

ción interpuesto por el nombrado Domingo Antonio Gómez 
(a) Pichón, contra sentencia de la Corte de Apelación del 
Departamento de Santiago, de fecha dieciocho del mes de 
enero del año mil novecientos cuarenta y cuatro, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 

Segundo: condena al recurrente al pago de las costas, distra -

yendo las que han sido hechas por la parte civil, en provecho 
de su abogado, Lic. R. A. Jorge Rivas, quien afirma haber - 

las avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F . 

Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.—Ra -

fael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez 
—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue -

ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia públi -

ca del día, més y año en él expresados, y fué firmada s  leida 

y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Fin - 
mado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi -

cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se -

gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis -

tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San -

to Domingo, hoy día cuatro del mes de agosto de mil no  

cientos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 
81o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la sentencia si-
guiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Corcino, dominicano, mayor de.  edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en Pontón, sección de la común de La 
Vega, portador de la cédula personal de identidad No. 11139, 
Serie 47, con sello de renovación No..341259, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha veinticin-
co del mes de abril de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha veinticinco de abril 
de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

• 
, La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado, y vistos los artículos 7 y 9 de la Ley No. 289, del 26 de 
mayo de 1943, y 71.de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en fecha veinticinco de abril del año 
mil novecientos cuarenta y cuatro, la Corte de Apelación de 
La Vega dictó, en sus atribuciones correccionales, una sen-
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO:— DECLARA regular en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el nombrado FRANCISCO COR-
CINO, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, en atribuciones correccio-
nales; SEGUNDO: CONFIRMA la sentencia del. Tribunal 
Correccional del Distrito Judicial de La Vega, de fecha diet 
del mes de Febrero del año mil novecientos cuarenticuatro, 
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éstos no sean desnaturalizados, y para apreciar igualmen-
te, el sentido y el alcance de los medios de prueba sometidos 
al debate: 

que CONDENA al nombrado FRANCISCO CORCINO, de 
generales que constan, a sufrir.  la  pena de UN MES de pri-
sión correccional y al pago de las costas, por el delito de ha-
ber introducido clandestinamente a la ciudad de La Vega, 
varias libras de carne procedente de la sección de Pontón, de 
la Común de La Vega ;— TERCERO: CONDENA al incul-
pado FRANCISCO CORCINO, al pago de las costas de la 

presente alzada"; 

Considerando, que en la misma fecha de este fallo com-
pareció el condenado Francisco Corcino por ante la Se-
cretaría de la Corte a quo y declaró, según consta en el acta 
correspondiente, que interponía formal recurso de casación 
contra la mencionada sentencia por no encontrarse confor- 
me con la misma; 

Considerando, que es un hecho constante en la senten -

cia impugnada, que el inculpado Francisco Corcino introdu -

jo en la ciudad de La Vega varias libras de carne, en estado 
fresco, procedente de la sección de Pontón, de la común de 

La Vega: 

Considerando, que de conformidad con el artículo 7 de 
la Ley No. 289, de fecha 26 de mayo de 1943, sobre matan-
za de animales para consumo o industrialización, la intro-
ducción de carnes o parte de animales, en estado fresco, de. 
una localidad a otra, se considera clandestina.; que, según 
este mismo texto legal, la persona que conduzca la carne in-
currirá en las sanciones establecidas por el artículo 9 de la ci-
tada Ley, esto es, en la pena de cincuenta a cien pesos de 
multa, o en prisión de uno a tres meses, o en ambas penas 
a la vez, y será condenada, además, al pago de los impues -i 

 tos y arbitrios correspondientes, con declaración del comiso 
de la carne objeto de la infracción; 

Considerando, que los jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar la culpabilidad del acusado, la mate -

rialidad de los hechos constitutivos del delito, siempre que NI' 

Ás, 

Considerando que, en la especie, el inculpado alegó ante 
los jueces del fondo, su falta de intención delictuosa, y la 
Corte; después de haber ponderado las pruebas regularmen-
te producidas, lo declaró culpable del delito por el cual ftlé 
sometido y le impuso la pena de prisión dentro de los lími- . 

• tes señalados por la ley para ese delito; que, con el prenun-
, ciamiento de esta única condena, la sentencia atacada no ha 

. , 
cometido ninguna violacibn de la ley en perjuicio del incul-
pado; 

Considerando, finalmente, que el fallo impugnado no 
contiene ningún vicio de forma ni de fondo que sea suscepti- 
ble de hacerlo anulable; que, en consecuencia, el presente re-. 
curso de casación debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de' ,ca-
sación interpuesto por yrancisco Corcino, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, \de fecha veinticinco 
del mes de abril de mil novecientos cuarento y cuatro, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

Ir 	(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray, F. 
1, Tavares hijo.— Temístocles Messina, Juan A.' Morel.— 

-Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez--Sécretario General. 

iffirk 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leida y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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que CONDENA al nombrado, FRANCISCO CORCINO, de 
generales que constan, a sufrir la pena de UN MESto 

de 
 de pri

-sióncorreccional y al pago de las costas, por el deli 
ber introducido clandestinamente a la ciudad de La Vega, 
varias libras de carne procedente de la sección de Pontón, de 
la Común de La Vega;— TERCERO: CONDENA al incul-
pado FRANCISCO CORCINO, al pago de las costas de la 

presente alzada" ; 

Considerando, que en la misma fecha de este fallo com-
pareció el condenado Francisco Corcino por ante la Se-
cretaría de la Corte a quo y declaró, según consta en el acta 
correspondiente, que interponía formal recurso de casación 
contra la mencionada sentencia por no encontrarse confor - 

me con la misma; 

Considerando, que es un hecho constante en la senten -

cia impugnada, que el inculpado Francisco Corcino introdu -

jo enla ciudad de La Vega varias libras de carne, en estado 
fresco, procedente de la sección de Pontón, de la común de 

La Vega: 

Considerando, que de conformidad con el artículo 7 de 40,1, • 
la Ley No. 289, de fecha 26 de mayo de 1943, sobre matan-
za de animales para consumo o industrialización, la intro-
ducción de carnes o parte de animales, en estado fresco, de , 

 una localidad a otra, se considera clandestiná; que, según 
este mismo texto legal, la persona que conduzca la carne in-
currirá en las sanciones establecidas por el artículo 9 de la ci-
tada Ley, esto es, en la pena de cincuenta a cien pesos de 
multa, o en prisión de uno a tres meses, o en ambas penas 
a la vez, y será condenada, además, al pago de los impues -i 

 tos y arbitrios correspondientes, con declaración del comiso 
de la carne objeto de la infracción; 

Considerando, que los jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar la culpabilidad del acusado, la mate -

rialidad de los hechos constitutivos del delito, siempre que 

éstos no sean desnaturalizados, y para apreciar igualmen-
te, el sentido y el alcance de los medios de prueba sometidos 
al debate: 

Considerando que, en la especie, el inculpado alegó ante 
los jueces del fondo, su falta de intención delictuosa, y la 
Corte, después de haber pondera* las pruebas regularmen-
te producidas, lo declaró culpable del delito por el cual fué 
sometido y le impuso la pena de prisión dentro de los lími- 

• tes señalados por la ley para ese delito; que, con el prenun-
ciamiento de esta única condena, la sentencia atacada no ha 
cometido ninguna violacibn de la ley en perjuicio del incul-
pado; 

Considerando, finalmente, que el fallo impugnado no 
contiene ningún vicio de forma ni de fondo que sea suscepti- 
ble de hacerlo anulable;" que, en consecuencia, el presente re-. 
curso de casación debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de. ca-
sación interpuesto por Francisco Corcino, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, Nde fecha veinticinco 
del mes de abril de mil novecientos cuarento y cuatro, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena,  al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.,--- F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A.' Morel.— 
-Rafael Estrella Ureña.-- J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez—Sécretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran . en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leida y publicada por mí, Secretario General, que certifico.- 

! ,(Firmado): Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

4 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los 1Jueces. Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis -

tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala\ donde 

celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San-
to Domingo, hoy día _veinticuatro del mes de agosto de mil 
novecientos cuarenta y cuatro, afib 101o. de la Independen -

cia, 82o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la senten - 

cia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, contra sen-
tencia del. Tribunal Superior de Tierras de feclia treinta de 
octubre de mil novecientos cuarenta y tres, cuyo dispositivo 
se indicará después, por los "señores RODOLFO BENTZ, 
dominicano, empleado público, mayor de edad, casado, cédu -

la 450; serie 37, 'al día con sello 2855; CAROLINA CASTAN 
viuda Bentz, dominicana, de quehaceres domésticos, mayor 
de edad, cédula 1660, serie 37, al día con el sello 3731; LUI -

SA BENTZ de PUIG, dominicana, de quehaceres domésti - 

• cos, mayor de edad, casada, cédula 6861, serie 37, al día con 
el sello 379882; TERESA BENTZ, dominicana, de quehace

-

res domésticos, mayor de edad, , soltera, cédula 1820, serie 
37, al día con el sello 501846; NEREIDA BENTZ de ORNES, 
dominicana, de quehaceres domésticos, mayor de edad, casa-
da, cédula 1634, serie 37, al día con el sello 61785; AIXA 
BENTZ, dominicana, de quehaceres domésticos, mayor de 
edad, soltera, cédula 1819, serie 37, al día con el sello 13392; 
domiciliados y residente en la ciudad dé Puerto Plata; JUAN 

' E. BENTZ, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
cédula 2481, serie 37, al día con el sello 3229, domiciliado Y 
residente en el poblado de Luperón, provincia de Puerto 
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Plata; GRACIELA BENTZ de NICOLAS, dominicana, de 
quehaceres domésticos, mayor de edad, casada, cédula 16288, 
serie 31, sello 247955, y ZAIDA BENTZ, dominicana, de 
quehaceres domésticos, mayor de edad, soltera, cédula 1613,, 
serie 37, sello 55159, domiciliadas y residentes en la ciudad 
de Santiago, de los Caballeros; quienes actúan, la señora 
Castán viuda Bentz, como esposa superviviente común en 
bienes del finado señor Augusto Bentz y los siete últimos„ 
como hijos lejítimos de este finado"; 

Visto el Memorial de Casación , presentado por el abo-
gado de los recurrente, Licenciado Amiro Pérez, portador de 
la cédula personal de identidad número 85, serie 37, renova-
da para el año 1944 con el sello de R. I. No. 2646; memorial 
en be se alegan las violaciones de la ley que luego se/dirán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Federico C. Alvarez, portador de la cédula personal de 
identidad número 4041, serie 1, renovada con el sello de R.. 
I. No. 433, abogado del intimado, el Ingenio Amistad, C. por 
A., en liquidación, compañía organizada de acuerdo con las 
leyes de la República Dominicana, con su domicilio en el 
lugar de Pérez, jurisdicción de la común de Imbert, provin-
cia de Puerto Plata, "representada por sus dos liquidadoras,. 
ras señoras M. Luisa viuda Julián, con cédula serie 37— Na. 
1543, y Victoria Luisa Julián de Estella, con cédula serie' 
37— No. 1544; ambas norteamericanas, residentes en Cidra,. 
Puerto Rico": 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Licenciado César A. de Castro Guerra, peinador 
de la cédula personal de identidad número 4048, Serie 1, re-
novada con el sello de No. 720, en representación del 
Licenciado Amiro Pérez, abogado de las partes intimantesi 
que había depositado un memorial de ampliación, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

0 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José nuMberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis -

tidos del infrascrito Secretario General, en la Salas donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San -

to Domingo, hoy día _veinticuatro del més de agosto de mil 
novecientos cuarenta y cuatro, añó 101o. de la Independen -

cia, 82o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dic-

ta en audiencia pública, como corte de casación, la senten - 

cia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, contra sen-
telicia del. Tribunal Superior de Tierras de feclia treinta de 
octubre de mil novecientos cuarenta y tres, cuyo dispositivo 
se indicará después, por los "señores RODOLFO BENTZ, 
dominicano, empleado público, Mayor de edad, casado, cédu -

la 450; serie 37, al día con sello 2855; CAROLINA CASTAN 
viuda Bentz, dominicana, de quehaceres domésticos, mayor 
de edad, cédula 1660, serie 37, al día con el sello 3731; LUI -

SA BENTZ de PUIG, dominicana, de quehaceres domésti -

cos, mayor de edad, casada, cédula 6861, serie 37, al día con 
el sello 379882; TERESA BENTZ, dominicana, de quehace

-

res domésticos, mayor de edad, soltera, cédula 1820, serie 
37, al día con el sello 501846; NEREIDA BENTZ de ORNES, 
dominicana, de quehaceres domésticos, mayor de edad, casa-
da, cédula 1634, serie 37, al día con el sello 61785; AIXA 
BENTZ, dominicana, de quehaceres domésticos, mayor 

de 

edad, soltera, cédula 1819, serie 37, al día con el sello 13392; 
domiciliados y residente en la ciudad dé Puerto Plata; JUAN 

' E. BENTZ, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
cédula 2481, serie 37, al día con el sello 3229, domiciliado y 

residente en el poblado de Luperón, provincia de Puerto 

Plata; GRACIELA BENTZ de NICOLÁS, dominicana, de 
quehaceres domésticos, mayor de edad, casada, cédula 16288, 
serie 31, sello 247955, y ZAIDA BENTZ, dominicana, de 
quehaceres domésticos, mayor de edad, soltera, cédula 1613,. 
serie 37, sello 55159, domiciliadas y residentes en la eludid 
de Santiago, de los Caballeros; quienes actúan, la señora 
Castán vinda Bentz, como esposa superviviente común en 
bienes del finado señor Augusto Bentz y los siete últimos, 
como hijos lejítimos de este finado"; 

Visto el Memorial de Casación , presentado por el abo-
gado de los recurrente, Licenciado Amiro Pérez, portador de 
la cédula personal de identidad número 85, serie 37, renova-
da para el año 1944 con el sello de R. I. No. 2646; memorial 
en que se alegan las violaciones de la ley que luego se'dirán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Federico C. Alvarez, portador de la cédula personal de 
identidad número 4041, serie 1, renovada con el sello de R_ I. No. 433, abogado del intimado, el Ingenio Amistad, C. por 
A., en liquidación, compañía organizada de acuerdo con las 
leyes de la República Dominicana, con su domicilio en el 
lugar de Pérez, jurisdicción de la común de Imbert, provin-
cia de Puerto Plata, "representada por sus dos liquidadoras, 
Yas señoras M. Luisa viuda Julián, con cédula serie 37— No.. 
1543, y Victoria Luisa Julián de Estella, con cédula serie-
37— No. 1544, ambas norteamericanas, residentes en Cidra, 
Puerto Rico"; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Licenciado César A. de Castro Guerra, pórtader 
de la cédula personal de identidad número 4048, Serie 1, re-novada con el sello de R.I. No. 720, en representación del 
Licenciado Amiro Pérez, abogado de las partes intimantea 
que había depositido un memorial de ampliación, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 
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Oido el Licenciado Federico C. Alvarez, abogado de la 
parte intimada, que depositó un memorial de ampliación, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2229 y 2265 del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil; 2 y 4 de la Ley de 
Registro de Tierras del lo. de julio de 1920, completado. el 
primero, por la Ley No. 799, del 15 de septiembre de 1922, 
y modificado, el segundo, por la Ley No. 700, del 27 de 
ciembre de 1921; lo. y 71 de Iá Ley sobre Procedimiento de 
Casación: 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: "a) QUE en fecha 29 de marzo del 1919, Bentz 
Hermanos otorgaron hipoteca en favor de Nacif . P. Haché 
& Hermanos, comerciantes domiciliadós en Santiago, de to-
dos los inmuebles que formaban el Ingenio Amistad; b) QUE 
Nacif P. Haché & Hermanos cedieron dicha hipoteca a é. 
Amsinck & Company, Inc. i The Royal tank of Canada, con-
juntamente, por acto instrumentado el 20 de setiembre del 
1922, por Jorge V. Domínguez, notario de la ciudad i con- 

" dado de New York, i registrado en la ciudad de Santiago de 
los Caballeros, el 3 de noi.iembre del 1924; c) QUE The Ro-
yal Bank of Canada cedió la parte que a ella correspondía 
a G. Amsinck & Company, Inc., según acto autorizado por 
el notario de la ciudad i condado de New York, Irving Misch -

kindl én fecha 25 de enero del 1925; ch) QUE en fecha 16 
de abril del 1925, G. Amsinck & Company notificaron a Bentz. 
Hermanos, por ministerio del Alguacil de Estirados del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, Alejandro Eve, mandamiento de pago por la suma de 
CIENTO TREINTA MIL PESOS ORO AMERICANO, ad-
virtiéndoles que de no dar cumplimiento al citado manda -, 

miento en el término indicado, se procedería al embargo de 
o 

su Ingenio Amistad, tal como dicho inmueble había sido des-
crito en el mencionado mandamiento de pago; d) QUE en 

, mayo del 1925, el citado alguacil Alejandro Eve procedió al 
embargo de dicho Ingenio Amistad; e) QUE llevados a ca-
bo los demás actos de procedimiento de embargo inmobilia-
rio, el día 10 de agosto del 1925 se efctuó la subasta, i no 
habiendo concurrido ningún licitador, los persiguientes G. 
Anisinck & Company, Inc., sociedad anónima, domiciliada y 
en la casa No. 90-95 de la calle "Wall", de la ciudad de New 
York, Estados Unidos de América, fueron declarados adju-
dicatarios del inmueble conocido con el nombre de Ingenio 
Amistad, radicado en Pérez i Ceballos, secciones de la eo-
mún de Bajabonico, provinéla de . Puerto Plata, por la suma 
de CIEN MIL PESOS ORO AMERICANO, tal como fué des-
crito en el Pliego de Cargas, Cláusulas y Condiciones; 1) 
QUE en fecha 31 dé- agosto del 1925, i por acto instrumen-
tado por el notario público de los del número de la común 
de Puérto Plata, Eugenio Polanco i Velásquez, la sociedad 
anónima G. Amsinck & Co., Inc., vendió a la Amistad Sugar 
Company, C. por A., la finca conocida con el nombre de In-
genio Amistad, i todo lo que se expresa i describe en la sen-
tencia de adjudicación dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en fecha 10 
de agosto del 1925; g) QUE por acto instrumentado por el 
notario de los del número de la Común de Santiago, Licencia.- 
do Federico C. Alvarez, en fecha 214 de junio del 1930, Amis-
tad Sugar Compan'y, C. por A., vendió a Cornelio Julián la 
propiedad conocida con el nombre de Ingenio Amistad i que 
aquélla había comprado a G. Amsinck & Company, Inc., el 
31 de agosto del 1925, por acto del notario Polanco i Veláz-
quez; h) QUE en fecha 12 de febrero del 1932, Cornelio Ju-
lián vendió al Ingenio Amistad, C. por A., la propiedad que-
había comprado a la Amistad Sugar Company, C. por A."; 

Considerando, que en la misma decisión consta,' de igual 
modo, lo siguiente: lo., "QUE en fecha 12 de mayo del 1919, 

'Bentz Hermanos compraron a Jaime Batlle i José Manuel 
Batlle, quienes componían antes de la venta la razón social 
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Oido el Licenciado Federico C. Alvarez, abogado de la 

parte intimada, que depositó un memorial de ampliación, en 

la lectura de sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2229 y 2265 del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil; 2 y 4 de la Ley de 
Registro de Tierras del lo. de julio de 1920, completado. el 
primero, por la Ley No. 799, del 15 de septiembre de 1922, 
y modificado, el segundo, por la Ley No. 700, del 27 de di= 
ciembre de 1921; lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación: 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: "a) QUE en fecha 29 de marzo del 1919, Bentz 
Hermanos otorgaron hipoteca en favor de Nacif P. Haché 
& Hermanos, comerciantes domiciliadós en Santiago, de to-
dos los inmuebles que formaban el Ingenio Amistad; b) QUE 
Nacif P. Haché & Hermanos cedieron dicha hipoteca a d. 
Amsinck & Company, Inc. i The Royal bank of Canada, con-
juntamente, por acto instrumentado el 20 de setiembre del 
1922, por Jorge V. Domínguez, notario de la ciudad i con-
dado de New York, i registrado en la ciudad de Santiago de 
los Caballeros, el 3 de noviembre del 1924; c) QUE The Ro-
yal Bank of Canada cedió la parte que a ella correspondía 
-a G. Amsinck & Company, Inc., según acto autorizado por 
el notario de la ciudad i condado de New York, Irving Misch-

kindl én fecha 25 de enero del 1925; ch) QUE en fecha 16 
de abril del 1925, G. Amsinck & Company notificaron a Bentz. 
Hermanos, por ministerio del - Afguacil de Estrados del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, Alejandro Eve, mandamiento de pago por la suma de 
CIENTO TREINTA MIL PESOS ORO AMERICANO, ad-
virtiéndoles que de no dar cumplimiento al citado manda -

miento en el término indicado, se procedería al embargo de 

SU Ingenio Amistad, tal como dicho inmueble había sido des-
crito en el mencionado mandamiento de pago; d) QUE en 
mayo del 1925, el citado alguacil Alejandro Eve procedió al 
embargo de dicho Ingenio Amistad; e) QUE llevados a ca-
bo los demás actos de procedimiento de embargo inmobilia-
rio, el día 10 de agosto del 1925 se efectuó la subasta, i no 
habiendo concurrido ningún licitador, los persiguientes G. 
Amsinck & Company, Inc., sociedad anónima, domiciliada y 
en la casa No. 90-95 de la calle "Wall", de la ciudad de New 
York, Estados Unidos de América, fueron declarados adju-
dicatarios del inmueble conocido con el nombre de Ingenio 
Amistad, radicado en Pérez i Ceballos, secciones de la co-

• mún de Bajabonico, provinéla de' Puerto Plata, por la suma 
de CIEN MIL PESOS ORO AMERICANO, tal corno fué des-
crito en el Pliego de Cargas, Cláusulas y Condiciones; f) 
QUE en fecha 31 dé- agosto del 1925, i por acto instrumen-
tado por el notario público de los del número de la común 
de Puerto Plata, Eugenio Polanco i Velásquez, la sociedad 
anónima G. Amsinck & Co., Inc., vendió a la Amistad Sugar 
Company, C. por A., la finca conocida con el nombre de In-
genio Amistad, i todo lo que se expresa i describe en la sen-
tencia de adjudicación dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en fecha 10 
de agosto del 1925; g) QUE por acto instrumentado por el 
notar-'o de los del número de la Común de Santiago, Licencia-
do Federico C. Alvarez, en fecha 214 de junio del 1930, Amis-
tad Sugar Company, C. por A., vendió a Cornelio Julián la 
propiedad conocida con el nombre de Ingenio Amistad i que 
aquélla había comprado a G. Amsinck & Company, Inc., el 
31 de agosto del 1925, por acto del notario Polanco i Veláz-
quez; h) QUE en fecha 12 de febrero del 1932, Cornelio Ju-
lián vendió al Ingenio Amistad, C. por A., la propiedad que-
había comprado a la Amistad Sugar Company, C. por A."; 

Considerando, que en la misma decisión consta,' de igual 
modo, lo siguiente: lo., "QUE en fecha 12 de mayo del 1919, 
Bentz Hermanos compraron a Jaime Batlle i José Manuel 
Batlle, quienes componían antes de la venta la razón social 
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Jaime Batlle & Compañía, DOSCIENTOS VEINTIDOS PE- 
SOS de terreno comunero en el sitio de Saballo, sección de 

Bajabonico, bajo los linderos del sitio, habiéndole corres-
pondido en el cómputo la cantidad de DIECISIETE MIL SE-
TECIENTAS SESENTA áreas, de acuerdo con la mensura 
llevada a cabo por el agrimensor público Enrique A. Curiel; 
QUE la citada venta fué instrumentada por el notario pú-
blico de Puerto Plata Eugenio Polanco i Velázquez; QUE 
apoyados en ese documento Bentz Hermanos obtuvieron del 
Tribunal Superior de Tierras prioridad para el saneamiento 

del terreno comprendido en dicho documento; QUE a esta 

prioridad le hizo oposición el Ingenio Amistad, C. por A., la 

cual culminó con una sentencia dictada por el Tribunal Su-

perior de Tierras, en fecha 10 de junio del 1938, que 'Tela- 101 0 

 zó la citada oposición i mantuvo en todo su vigor la orden 

de prioridad que había sido decretada; QUE fué designado 

para que conociese del saneamiento de esos terrenas , el Li-

cenciado Manuel de Js. Rodríguez -Volta, quien celebró las 

audiencias del caso i las partes presentaron sus conclusio -

nes; QUE sustituido el Juez— Rodríguez Volta por el Li-

cenciado Manuel Ramón Ruiz Tejada, éste, en vista de ,gue 

el expediente se encontraba debidamente instruido, procedió 

a su estudio i en fecha 7 de septiembre del 1942, dictó su 

Decisión No. 1, ordenando el registro del derecho de propie -

dad de la Parla No. 1, provisional, en favor del Ingenio 
Amistad, C. por A., i rechazando, por falta de fundamento, 
la reclamación presentada por Rodolfo Bentz i lucesores de 

Augusto Bentz; QUE no conforme éstos con dicha Decisión, 
apelaron a ella"; 2o., que el Tribunal Superior de Tierras co-

noció, en audiencia del veintiuno de mayo de mil novecientos 
cuarenta y tres, del recurso de apelación de Rodolfo Bentz 
y los sucesores de Augusto Bentz; y que en dicha aúdiencia, 

el abogado ique representaba al de los apelantes, concluyó de 

este modo: "Por las razones expuestas y por las que supliréis 
Honorables Magistrados, los señores Rodolfo Bentz y los su -

cesores de Augusto Bentz, de generales anotadas, por me-
Idiación de su infrascrito abogado concluyen suplicándoos 
muy respetuosamente: Que revoquéis la Decisión No. 1, ren- 
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dida en Santiago por el Tribuhal de Tierras, en Jurisdicción 
Original, en fecha siete de septiembre de mil novecientos 
cuarenta y dos, objeto de esta apelación; que actuando por 
propia autoridad, adjudiquéis a sus propietarios, los conclu- 
yentes, la Parcela No. 1, con todas sus mejoras, del Distrito 
Catastral No. 3, de la común de Imbert, Provincias de Puer- 
to Plata, Sitio de Saballos, rechazando, en consecuencia, la 
reclamación formulada sobre la misma Parcela por el Inge- 
nio Amistad, C. por A., por carecer de fundamento.— Bajo 
reserva de cualquiera otro derecho o acción especialmente 
de los daños y perjuicios que correspondan a causa de los desmontes efectuados por la Ingenio Amistad, C. por A., en la Parcela referida, después de la orden de suspensión dic-tada por ese Alto Tribunal"; y el abogado que representaba 
la parte contraria, presentó éstas conclusiones: "Magistra-dos: Como los apelantes no habían formulado su escri-
to de agravios al intentar su recurso, el Ingenio Amistad, C. por A., no ha formulado ningún escrito especial y le atiene a ese respecto a (os escritos que figuran en el expediente con 
motivo del conocimiento de este asunto en jurisdicción ori-ginal"; pero, en vista de que los apelantes han producido un escrito en esta audiencia, a nombre del Ingenio Amistad, C. 
por A., suplico muy respetuosamente que se me notifique una 
copia de ese escrito, a fin de poder replicar en el término de 
15 6 20 días, después de la recepción del referido escrito. 
Ahora, con respecto al recurso intentado por la parte centra-
ría, el Ingenio Amistad, C. por A., concluye suplicándoos que 
confirméis la sentencia apelada en ,  todas sus partes"; 3o., 
que las partes replicaron por escrito, en los plazos que para 
ello les fueron concedidos; 4o., que el ,Tribunal Superior de 
Tierras dictó, en fecha treinta de octúbre de mil novecien-
tos cuarenta y tres, la sentencia ahora impugnada, consti-
tuida por su Decisión Número Uno (1) sobre la Parcela No. 
1, provisional, del Distrito Catastral No. h, Sitio de Saballo, 
Lugar de Saballo, provincia de Puerto Plata, con el dispósi-
tivo que en seguida se transcribe: "FALLA:-- lo.— QUE 
debe RECHAZAR i RECHAZA, por infundada, la apelación 
interpuesta por Rodolfo Bentz 1 los Sucesores de Augusto 
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Jaime Baffle & Compañía, DOSCIENTOS VEINTIDOS PE-
SOS de terreno comunero en el sitio de Saballo, sección de 
Bajabonico, bajo los linderos del sitio, habiéndole corres-
pondido en el cómputo la cantidad de DIECISIETE MIL SE-
TECIENTAS SESENTA áreas, de acuerdo con la mensura 
llevada a cabo por el agrimensor público Enrique A. Curiel; 
QUE la citada venta fué instrumentada por el notario pú-
blico de Puerto Plata Eugenio Polanco i Velázquez ; QUE 
apoyados en ese documento Bentz Hermanos obtuvieron del 
Tfibunal Superior de Tierras prioridad para el saneamiento 
del terreno comprendido en dicho documento; QUE a esta 
prioridad le hizo oposición el Ingenio Amistad, C. por A., la 
cual culminó con una sentencia dictada por el Tribunal Su-
perior de Tierras, en fecha 10 de junio del 1938, que recha-
zó la citada oposición i mantuvo en todo su vigor la orden 
de prioridad que había sido decretada; QUE fué designado 
para que conociese S del saneamiento de esos terrenos él Li-
cenciado Manuel de Js. Rodríguez-Volta, quien celebró las 
audiencias del caso i las partes presentaron sus conclusio -
nes; QUE sustituido el Juez— Rodríguez Volta por el Li-
cenciado Manuel Ramón Ruiz Tejada, éste, en vista de Aue 
el expediente se encontraba debidamente instruido, procedió 
a su estudio i en fecha 7 de septiembre del 1942, dictó su 
Decisión No. 1,‘  ordenando el registro del derecho de propie-
dad de la Parcela No. 1, provisional, en favor del Ingenio 
Amistad, C. por A., i rechazando, por falta de fundamento, 
la reclamación presentada por Rodolfo Bentz i pucesore:s de 
Augusto Bentz'; QUE no conforme éstos con dicha Decisión, 
apelaron a ella"; 2o., que el Tribunal Superior de Tierras co-
noció, en audiencia del veintiuno de mayo de mil novecientos 
cuarenta y tres, del recurso de apelación de Rodolfo Bentz 
y los sucesores de Augusto Bentz; y que en dicha audiencia, 
el abOgado que representaba al de los apelantes, concluyó de 
este modo: / "Por las razones expuestas y por las que supliréis 
Honorables Magistrados, los señores Rodolfo Bentz y los su-
cesores de 'Augusto Bentz, de generales anotadas, por me-
4:Ilación de su infrascrito abogado concluyen suplicándoos 
muy respetuosamente: Que revoquéis la Decisión No. 1, ren - 

dida en Santiago por el Tribuhal de Tierras, en Jurisdicción 
Original, en fecha siete de septiembre de mil novecientos 
cuarenta y dos, objeto de esta apelación; que actuando por 
propia autoridad, adjudiquéis a sus propietarios, los conclu- 
yentes, la Parcela No. 1, con todas sus mejoras, del Distrito 
Catastral No. 3, de la común de Imbert, Provincias de Puer- 
to Plata, Sitio de Saballos, rechazando, en consecuencia, la 
reclamación formulada sobre la misma Parcela por el Inge- 
nio Amistad, C. por A., por carecer de fundamento.— Bajo 
reserva de cualquiera otro derecho o acción especialmente 
de los daños y perjuicios que correspondan a causa de los 
desmontes efectuados por la Ingenio Amistad, C. por A., en 
la Parcela referida, después de la orden de suspensión dic-
tada por ese Alto Tribunal"; y el abogado que representaba 
la parte contraria, presentó estas conclusiones: "Magistra-
dos: Como los apelantes no habían formulado su escri-
to de agravios al intentar su recurso, el Ingenio Amistad, C. 
por A., no ha formulado ningún escrito especial y se atiene 
a ese respecto a ko s escritos que figuran en el expediente con 
motivo del conocimiento de este asunto en jurisdicción ori-
ginaT; pero, en vista de que los apelantes han producido un 
escrito en esta audiencia, a nombre del Ingenio Amistad, C. 
por A., suplico muy respetuosamente que se me notifique una 
copia de ese escrito, a fin de poder replicar en el término de 
15 ó 20 días, después de la recepción del referido escrito. 
Ahora, con respecto al recurso intentado por la parte contra-
ria, el Ingenio Amistad, C. por A., concluye suplicándoos que 
confirméis la sentencia apelada en ,  todas sus partes"; 3o., . 
que las partes replicaron por escrito, en los plazos que para 
ello les fueron concedidos; 4o., que el Tribunal Superior de 
Tierras dictó, en fecha treinta de octúbre de mil novecien-
tos cuarenta y tres, la sentencia ahora impugnada, consti-
tuida por su Decisión Número Uno (1) sobré la Parcela No. 
1, provisional, del Distrito Catastral No. á, Sitio de Saballo, 
Lugar de Saballo, provincia de Puerto Plata, con el disposi-
tivo que en seguida se transcribe: "FALLA:— lo.—. QUE 
debe RECHAZAR i RECHAZA, por infundada, la apelación 
interpuesta por Rodolfo Bentz i los Sucesores de Augusto 



BOLETIN JUDICIAL 	1680' 

Aentz, en fecha 19 de septiembre del 1942 ;— 2o.— QUE 
debe CONFIRMAR i CONFIRMA, la Decisión recurrida, 
dictada en jurisdicción original, en fecha 7 de septiembre del 
1942, sobre la Parcela No. 1„ provisional, del Distrito Ca-
tastral No. 3, Sitio de "Saballo", Común de Imbert, provin-
cia de Puerto Plata. El dispositivo de la citada Decisión, 
confirmada por ésta, dice así: PARCELA NUMERO 1, PRO-
VISIONAL lo.— Que debe rechazar, como al 'efecto' récha -

za, por falta de fundamento, la reclamación formulada por 
los señores RODOLFO BENTZ I SUCESORES DE AUGUS -

TO BENTZ, del domiCilio de Puerto Plata; y 20.— Que debe 
ordenar, como al efecto ordena, el registro del derecho de • 
propiedad de esta parcela y sus mejoras, en favor del IN-
GENIO AMISTAD, C. Por A., Compañía por acciones orga -

nizada de acuerdo con las leyes de la República Dominicana, 
con su domicilio en Pérez, común de Imbert, Provincia de 
Puerto Plata.— SE ORDENA al Secretario del Tribunal de 
Tierras que, después de recibidos los planos definitivos pre -

parados por la Dirección General de Mensuras Catastrales, 
.de acuerdo con los términos de esta Decisión, expida los De- 
cretos de Registro de Títulos correspondientes.:- Y por es-
ta sentencia definitiva, así se pronuncia, manda y firma" 

Considerando, que los intimantes presentan los funda -

mentos de su recurso eh las alegaciones siguiented que, al 
copiarlas del memorial .1ntroductivo correspondiente', son nu-
merabas y ordenadas por la Supremá Corte de Justicia, por 
constituir cada una la invocación de un medio de casación: 
lo.— Violación del artículo 141 del-

Código de Procedimiento 

" Civil ;"" 20.— Desnaturalización de los hechos y docume 
de la causa; 3o.— .  Violación de los artículos 2265 ' y 2229 del 

Código Civil; 4o.— Falta de base legal; 

Considerando, en cuanto a lo que ha sido señalado co -

mo el medio primero•: que tal como lo 17,a expresado la Su- . 

prema Corte de Justicia en varias ocasiones, el canon-  legal 

que rigen la motivación de las decisiones del Tribunal de 
Tierras, —punto al cual se refiere ésta parte del recurso- -  

es el artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras, y nó el ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, el' cual, en este 
aspecto y en la materia de que se trata, es sustituido por el 
mencionado artículo 4; pero, que como la existencia de un 
simple error en la cita del texto legal que se pretenta haya 
sido violado, no basta para desechar el medio correspon-
diente, si existe otra prescripción legal que resultaría 
vinculada si realmente se hubiera incurrido en lo alegado 
como vicio del fallo atacado, es procedente examinar si, en la 
especie, en la sentencia impugnada existe la falta de moti-
vación, o una insuficiencia de la misma que equivalga a tal 
falta, como lo pretenden los recurrentes; 

Considerando, que sobre la aducida, falta o insuficien-
cia de motivación, los intimantes expresan, en el memorial 
introductivo de su recurso lo que sigue: "El Tribunal Supe-
rior de Tierras, en la sentencia recurrida en casación, omi-

. tió dar motivos suficientes que puedan justificar el disposi-
tivo de la misma y que permitan a esta Honorable Corte de 

. Casación ejercer el dominio y' control sobre las consecuen-
cias jurídicas que dedujo dicho Tribunal de los hechos apre-
ciados. En efecto: el Tribunal Superior de Tierras, que hi-
zo suyos los motivos de la sentencia del Juez de Jurisdicción 
Original, solo dice, al referirse a la posesión de la Parcela : 44 , 
en litijio, punto esencial de este asunto, "que el Ingehio A-
mistad, C. por A., es un poseedor de buena fe por estar am-

_ parado de un justo título traslativo de propiedad, por 'todo lo 
cual se halla favorecido, por la prescripción decenal estable-

. cida por el artículo 2265 d'él Código Civil"; y el referido juez 
de jurisdicción orijinal solo había dicho en su sentencia, al 
tratar del punto indicado "que los señores Rodolfo y Augus-
to Bentz, no demostraron a satisfacción del Tribunal, en 
ninguna forma, de derecho, que,' independientemente de las 
tierras que constituían en el momento del embargo el Inge-
nio Amistad, las cuales pertenecían a la sociedad de hecho 
que ellps formaban con el nombre de Bentz Hermanos, como 
cosa propia, agena o• extraña al Ingenio, o., inconfundible con 
éste, otras tierras (la hoy Parcela No. 1),"la cual por ese mo- 
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Aentz, en fecha 19 de septiembre del 1942 ;— 2o.— QUE 
debe CONFIRMAR i CONFIRMA, la Decisión recurrida, 
dictada en jurisdicción original, en fecha 7 de septiembre del 
1942, sobre la Parcela No. 1,, provisional, del Distrito Ca-
tastral No. 3, Sitio de "Saballo", Común de Imbert, provin -

cia de Puerto Hata. El dispositivo de la citada Decisión, 
confirmada por ésta, dice así: PARCELA NUMERO 1, PRO-
VISIONAL lo.— Que 'debe rechazar, como al efecto recha -

za, por falta de fundamento, la reclamación formulada por 
los señores RODOLFO BENTZ I SUCESORES DE AUGUS -

TO BENTZ, del domicilio de Puerto Plata; y 2o.— Que debe 

-ordenar, como al efecto' ordena, el registro del derecho de 

propiedad de esta parcela y sus mejoras, en favor del IN-
GENIO AMISTAD, C. Por A., Compañía por acciones orga -

nizada de acuerdo con las leyes de la República Dominicana, 
con su domicilio en Pérez, coinún de Imbert. Provincia de

•Puerto Plata.— SE ORDENA al Secretario del Tribunal de 
Tierras que, después de recibidos•los planos definitivos pre-
parados" por la Dirección General de Mensuras Catastrales, 
.de acuerdo con los términos de esta Decisión, expida los De- 
cretos de Registro de Títulos correspondientes. L-  Y por, es- 

ta sentencia definitiva, así se.pronuncia, manda y firma" 

Considerando, que los intimantes presentan los fund: 
mentos de su recurso eh las alegaciones siguiented que, 111 
copiarlas del. memórial ,introductivo correspondiente, son nu-
merabas y ordenadas por la Suprema Corte de Justicia, por 
constituir cada una la invocación de un medio de casación: 
lo.—.Violación del artículo 141 derCedigo de Procedimiento 

' Civil ;"' 20.— Desnaturalización de los hechos y documentos 
de la causa; 3o.- -  Violación de los artículos 2265 y 2229 del•

Migo Civil; 4o.— Falta de base legal; 

Considerando, en cuanto a lo que ha sido señalado co -

mo el medio primero•: que tal como lo ha expresado la Su- . 

prema Corte de Justicia en varias ocasiones, el canon-  legal 

que rigen la motivación de las decisiones del Tribunal de 
Tierras, -L-punto al cual se refiere ésta parte del recurso- 
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es el artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras, y nó el ar-
ticulo 141 del Código de Procedimiento Civil, el' cual, en este 
aspecto y en la materia de que se trata, es sustituido por el 
mencionado artículo 4; pero, que como la existencia de un 
simple error en la cita del texto legal que se pretenta haya 
sido violado, no basta para desechar el medio correspon-
diente, si existe otra prescripción legal que resultaría 
vinculada si realmente se hubiera incurrido en lo alegado 
como vicio del fallo atacado, es procedente examinar Si, en la 
especie, en la sentencia impugnada existe la falta de moti-
vación, o una insuficiencia de la misma que equivalga a tal 
falta, como lo pretenden los recurrentes; 

Considerando, que sobre la aducida, falta o insuficien-
cia de motivación, los intimantes expresan, en el memorial 
introductivo de su recurso lo que sigue: "El Tribunal Supe-
rior de Tierras, en la sentencia recurrida en casación, omi-

. tió dar motivos suficientes que puedan justificar el disposi-
tivo de la misma y que permitan a esta Honorable Corte de 
Casación ejercer el dominio y' control sobre las consecuen-
cias jurídicas que dedujo dicho Tribunal de los hechos apre-
ciados. En efecto: el Tribunal Superior de Tierras, que hi-
zo suyos los motivos de la sentencia del Juez de Jurisdicción 
Original, solo dice, al referirse a la posesión de la Parcela 
en'litijio, punto esencial de este asunto, "que el Ingenio A-
mistad, C. por A., es un poseedor de buena fe por estar am-

. parado de un justo título traslativo de propiedad, por todo lo 
cual se halla favorecido, por la prescripción decenal estable-
cida por el artículo 2265 d'él Código Civil"; y el referido juez 
de jurisdicción orijinal solo había dicho en su sentencia, al 
tratar del punto indicado "que los señores Rodolfo y Augus-
to Bentz, no demostraron a satisfacción del Tribunal, en 
ninguna forma de derecho, que,' independientemente de las-
tierras que constituían en el momento del embargo el Inge-
nio Amistad, las cuales pertenecían a la sociedad de hecho 
que. elles formaban con el nombre de Bentz Hermanos, como 
cosa propia, agena a extraña al Ingenio, a,inconfundible con 
éste, otras tierras (la hoy Parcela No. 1), la cual por ese mo- 
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tivo no podía considerarse incluida en el Ingenio embargado; 
Y, no lo demostraron, porque los testigos oídos solo conducen 
a evidenciar que fueron puestos a trabajar allí por uno de los 
hermanos Bentz, y til hecho, en nada los beneficia, puesto 
que la posesión del bien embargado SIGUIO LA SUERTE 
DEL EMBARGO".— "Como se ve, ni el Tribunal Superior 
de Tierras, ni el Juez de jurisdicción orijinal, han motivado 
de modo suficiente el punto relativo a la posesión del terre-
no discutido, pues de lo que dicen ambos, no se deduce cla-
ramente el fundamento jurídico que llevó a los jueces del 
fondo a establecer un derecho de posesión en favor de la 
compañía recurrida, en fraiica contradicción con los hechos 
firmemente comprobados por la medida de instrucción efec -

tuada en el curso de la litis"; pero, 

Considerando, que el examen de la decisión impugnada 
en casación y de la de jurisdicción original cuyos motivos 
son adoptados expresamente por aquella, pone de mani-
fiesto que lo fallado por el Tribunal Superior de Tierras, en 
el presente caso, tiene como base primordial la comproba -

ción, que afirma haber hecho dicho tribunal, de que el te -

rreno comprendido en la Parcela No. 1, proviáional, del Dis-
trito Catastral No. 3 de la común de Imbert, provincia de 
Puerto Plata, Sitio de Saballo, Lugar de Saballo, fué embar -

gado, efectivamente, en mayo de mil novecientos veinticin -

co y a requerimiento de G. Amsinck & Company, Inc., con-
juntamente con las demás porciones del Ingenio Amistad; 
de que en la misma forma fué adjudicado dicho terreno a 
los persiguientes, por sentencia del Juzgado de Primera Ins -

tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata del diez de agos -

to de mil novecientos veinticinco; de queel inmueble en re-
ferencia fué vendido por los ya mencionados G. Amsinck & 
Co. Inc., a la Amistad Sugar Company, C. por A., por ésta, 
a Cornelio Julián, y por el último al Ingenio Amistad, C. por 
A., de todo lo cual deduce el repetido tribunal a quo, que la 
Ingenio Amistad, C. por A., es un adquiriente de buena fé; 
y como base relacionada con la primera, el establecimiento 
de que la indicada Ingenio Amistad, C. por A., se encuentra 
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favorecida por la prescripción decenal consagrada en el ar-
tículo 2265 del Código Civil; 

Considerando, que el vicio de falta o de insuficiencia de 
motivos es un vicio de forma que no debe ser confundido con 
un alegado error en tales motivos que podría, en caso de que 
existiera, constituír un vicio de fondo; que en el caso del cual 
se trata, la decisión del Juez de Jurisdicción Original del 
siete de septiembre de mil novecientos cuarenta y dos, cuyos 
motivos fueron adoptados por la sentencia ahora atacada, 
presenta, en su consideración quinta, extensos y claros razo-
namientos, distribuidos en siete partes distintas, para fun-
damentar lo que ambas jurisdicciones (la original y la del 
Tribunal Superior de Tierras) establecieron, decidiendo un 
punto básico del litigio: que el terreno en discusión fué com-
prendido en el embargo y en la sentencia de adjudicación del 
año mil novecientos -  veinticinco, así como en las transferen- 
cias que a esto último siguieron; que una vez establecido por 
los jueces del fondo lo que ha sido indicado, con lo cual que-

. daban aniquilados los derechos que anteriormente pudieran 
haber tenido, sobre la parcela en litigio, los actuales inti- 
mantes, eran éstos los que hubieran necesitado comenzar 
nuevamente a poseer animo domine, y continuar haciéndolo 
durante el plazo del artículo 2262 del Código Civil, para po- 
der readquirir lo que habían perdido, ya que la sentencia de 
adjudicación hacía imposible, jurídicamente, que continua- 
sen teniendo justo título; que ni en la sentencia impugnada, 
ni en la de jurisdicción original que por aquella fué confir- 
mada, ni en documento alguno presentado por los intiman- 
tes, consta que éstos hayan pretendido siquiera, en momen- 
to alguno, haber readquirido por algún posterior acto váli- 
do el terreno discutido, ni estar favorecidos por la ya citada 

L  prescripción del artículo 2262 del Código Civil, hipotética 
pretensión ésta a la que, por otra parte, hubiera opuesto- 
obstáculo invencible, tanto en la realidad como en la ley, la 
circunstancia de que desde -  la fecha de la adjudicación (diez 
de agosto de mil novecientos veinticinco) hasta la de la sen- 
tencia de jurisdicción original de septiembre de mil nove- 
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tivo no podía considerarse incluida en el Ingenio embargado; 
y, no lo demostraron, porque los testigos oídos solo conducen 
a evidenciar que fueron puestos a trabajar allí por uno de los 
hermanos Bentz, y t'al hecho, en nada los beneficia, puesto 
que la posesión del bien embargado SIGUIO LA SUERTE 
DEL EMBARGO".— "Como se ve, ni el Tribunal Superior 
de Tierras, ni el Juez de jurisdicción orijinal, han motivado 
de modo suficiente el punto relativo a la posesión del terre -

no discutido, pues de lo que dicen ambos, no se deduce cla-
ramente el fundamento jurídico que llevó a los jueces del 
fondo a establecer un derecho de posesión en favor de la 
compañía recurrida, en fralca contradicción con los hechos 
firmemente comprobados por la medida de instrucción efec-
tuada en el curso de la litis"; pero, 

Considerando, que el examen de la decisión impugnada 
en casación y de la de jurisdicción original cuyos motivos 
son adoptados expresamente por aquella, pone de' mani -

fiesto que lo fallado por el Tribunal Superior de Tierras, en 
el presente caso, tiene como base primordial la comproba -

ción, que afirma haber hecho dicho tribunal, de que el te-
rreno comprendido en la Parcela No. 1, proviáional, del Dis-
trito Catastral No. 3 de la común de Imbert, provincia de 
Puerto Plata, Sitio de Saballo, Lugar de Saballo, fué embar -

gado: efectivamente, en mayo de mil novecientos veinticin -

co y a requerimiento de G. Amsinck & Company, Inc., con -

juntamente con las demás porciones del Ingenio Amistad; 
de que en la misma forma fué adjudicado dicho terreno a 
los persiguientes, por sentencia del Juzgado de Primera Ins -

tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata del diez de agos -

to de mil novecientos veinticinco; de que el inmueble en re-
ferencia fué vendido por los ya mencionados G. Amsinck & 
Co. Inc., a la Amistad Sugar Company, C. por A., por ésta, 
a Cornelio Julián, y por el último al Ingenio Amistad, C. por 
A., de todo lo cual deduce el repetido tribunal a quo, que la 

Ingenio Amistad, C. por A., es un adquiriente de buena fé; 
y como base relacionada con la primera, el establecimiento 
de que la indicada Ingenio Amistad, C. por A., se encuentra 
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favorecida por la prescripción decenal consagrada en el ar-
tículo 2265 del Código Civil; 

Considerando, que el vicio de falta o de insuficiencia de 
motivos es un vicio de forma que no debe ser confundido con 
un alegado error en tales motivos que podría, en caso de que 
existiera, constituir un vicio de fondo; que en el caso del cual 
se trata, la decisión del Juez de Jurisdicción Original del 
siete de septiembre de mil novecientos cuarenta y dos, cuyos 
motivos fueron adoptados por la sentencia ahora atacada, 
presenta, en su consideración quinta, extensos y claros razo-
namientos, distribuidos en siete partes distintas, para fun-
damentar lo que ambas jurisdicciones (la original y la del 
Tribunal Superior de Tierras) establecieron, decidiendo un 
punto básico del litigio: que el terreno en discusión fué com-
prendido en el embargo y en la sentencia de adjudicación del 
año mil novecientos veinticinco, así como en las transferen-
cias que a esto último siguieron; que una vez establecido por 
los jueces del fondo lo que ha sido indicado, con lo cual que-
daban aniquilados los derechos que anteriormente pudieran 
haber tenido, sobre la parcela en litigio, .los actuales inti-
mantes, eran éstos los que hubieran necesitado comenzar 
nuevamente' a poseer animo domine, y continuar haciéndolo 
durante el plazo del artículo 2262 del Código Civil, para po-
der readquirir lo que habían perdido, ya que la sentencia de 
adjudicación hacía imposible, jurídicamente, que continua-
sen teniendo justo título; que ni en la sentencia impugnada, 
ni en la de jurisdicción original que por aquella fué confir-
mada, ni en documento alguno presentado por los intiman-
tes, consta que éstos hayan pretendido siquiera, en momen-
to alguno, haber readquirido por algún posterior acto váli- 
do el terreno discutido, ni estar favorecidos por la ya citada 4 prescripción del artículo 2262 del Código Civil, hipotética 
pretensión ésta a la que, por otra parte, hubiera opuesto-
obstáculo invencible, tanto en la realidad como en la ley, la 
circunstancia de que desde .  la  fecha de la adjudicación (diez 
de agosto de mil novecientos veinticinco) hasta la de la sen-
tencia de jurisdicción original de septiembre de mil nove- 
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cientos cuarenta y dos (cuando se pretendiera que hasta es-
ta última se hubiera prolongado alguna ocupación útil para 
prescribir), sólo habrían transcurrido unos -diecisiete años; 

• 

Considerando, que al bastar, por lo que queda dicho y 
para el fundamento de lo decidido sobre el derecho de pro-
piedad de la actual intimada, su título de adquisición suma-
do a los de sus causantes inmediatos y mediatos, de todo lo 
cual da cuenta la sentencia impugnada, poco importaría que 
ésta no hubiera motivado suficientemente lo concerniente a 
la posesión decenal que reconoció a la repetida intimada, 
piles tal reconocimiento resultaba superfluo, en las condicio-
nes que quedan puntualizadas; que, como consecuencia de to-
do lo expuesto, el primer medio debe ser rechazado; 

Considerando, sobre el medio segundo: que los intiman-
tes alegan esencialmente, en apoyo de este medio, lo que si-
gue: "Los hechos y documentos de la causa han sido desna- 

• ' turalizados, al establecer los jueces del fondo, primero, qu , . 

el terreno discutido fué incluido en la ejecución del Ingenio 
Amistad y adjudicado a los embargantes; y segundo, que 
dichos terrenos eran poseídos por la recurrida, porque la po- 

• sesión del bien embargado siguió la suerte del embargo.— 
Estos hechos, desnaturalizados, lo han sido porque al tomar-
se en consideración los documentos de la causa, han sido a 
su vez interpretados de modo erróneo, haciéndoseles decir lo 
que en realidad no dicen, ya que se demostró de modo indis-
cutible por los hermanos Bentz que en ninguno de los actos 
que sirvieron para ejecutar la hipoteca, ni en la sentencia de 
adjudicación, consta en lo más mínimo que la Parcela obje-
to del litijio hubiese sido incluida en dichos procedimientos"; 

pero, 
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arrollos que a lo mismo dedica su memorial de am-
pliación, se pone de manifiesto que los repetidos 
intimantes intentaban presentar como "desnaturalización de 
los hechos y documentos de la causa", lo que consideran erro-
res en la interpretación de tales hechos y tales documentos, 
a pesar de que los jueces del fondo son soberanos cuando só-

' lo de esa interpretación se trate; que los hechos y los docu-
mentos a los cuales los jueces del fondo aplicaron el derecho, 
en lo que concierne a su decisión sobre lo abarcado por la 
sentencia de adjudicación de mil novecientos veinticinco, se 
encuentran Consignados en la consideración quinta de la de-
cisión de jurisdicción original confirmada por el tribunal 
a quo; que nada de lo aducido por los intimantes demuestra 
desnaturalización alguna, y hay lógica y perfecta coordina-
ción entre tal consignación de hecho y las consecuencias que 
de esos hechos derivaron los jueces del Tribunal de Tierras, 

,sin que lo que así se acaba de expresar signifique juicio al-
guno sobre cuestiones dé fondo, vedadas por la ley, a la ju-
risdicción de casación; que lo que en el examen del primer 
medio se ha expresado sobre la verdadera situación legal de 
la intimada, hace innecesario examinar ahora, lo concernien-
te a la posesión de dicha intimada sobre el terreno que se 
discutía ; que todo lo que queda éstablecido conduce a recha-
zar, como en efecto se rechaza, el segundo medio del cual se 
ha venido tratando; 

Considerándo, respecto del medio tercero: que acerca de 
éste alegan los intimantes que "la sentencia recurrida violó 

artículos 2265 y 2229 del Código Civil, porque ha funda-
do un supuesto derecho de prescripción adquisitiva de diez 
años, en un supuesto título traslativo de propiedad despro-
visto del indispensable hecho de una posesión legal de diez 
años": 

Considerando, que por el examen de la sentencai impug -

nada; de la del primer juez, confirmada con aquella con adop-
ción de motivos, así como de lo alegado por los intimantes, 
no sólo en los párrafos del memorial introductivo de su lre -

curso que arriba han sido copiados, sino en los des - 

Considerando, que por cuanto ha quedado arriba esta-
blecido como resultado del examen del primer medio y el se-
gundo:sobre la validez de lo decidido acerca del título de la 
intimada, y de la suficiencia de lo mismo para la firme fun- 
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cielitos cuarenta y dos (cuando se pretendiera que hasta es-
ta última se hubiera prolongado alguna ocupación útil para 
prescribir), sólo habrían transcurrido unos diecisiete años; 

• 
Considerando, que al bastar, por lo que queda dicho y 

para el fundamento de lo decidido sobre el derecho de pro-
piedad de la actual intimada, su título de adquisición suma-
do a los de sus causantes inmediatos y mediatos, de todo lo 
cual da cuenta la sentencia impugnada, poco importaría que 
ésta no hubiera motivado suficientemente lo concerniente a 
la posesión decenal que reconoció a la repetida intimada, 
piles tal reconocimiento resultaba superfluo, en las condicio-
nes que quedan puntualizadas; que, como consecuencia de to-
do lo expuesto, el primer medio debe ser rechazado; 

Considerando, sobre el medio segundo: que los intiman-
tes alegan esencialmente, en apoyo de este medio, lo que si-
gue: "Los hechos y documentos de la causa han sido desna-

' turalizados, al establecer los jueces del fondo, primero, que 

el terreno discutido fué incluido en la ejecución del Ingenio 
Amistad y adjudicado a los embargantes; y segundo, que 
dichos terrenos eran poseídos por la recurrida, porque la po-
sesión del bien embargado siguió la suerte del embargo.—
Estos hechos, desnaturalizados, lo han sido porque al tomar -
se en consideración los documentos de la causa, han sido .1 
su vez interpretados de modo erróneo, haciéndoseles decir ;n 

que en realidad no dicen, ya que se demostró de modo indis-
cutible por los hermanos Bentz que en ninguno de los actos 
que sirvieron para ejecutar la hipoteca, ni en la sentencia de 
adjudicación, consta en lo más mínimo que la Parcela obje -

to del litijio hubiese sido incluida en dichos procedimientos"; 
pero,  
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1

'  

a.  rrollos que a lo mismo dedica su memorial de am-
. 	pliación, se pone de manifiesto que los repetidos 

intimantes intentaban presentar como "desnaturalización de 
 los hechos y documentos de la causa", lo que consideran erro- 

res en la interpretación de tales hechos y tales documentos, 
4 

a pesar de que los jueces del fondo son soberanos cuando só- 
' lo de esa interpretación se trate; que los hechos y los docu- 
mentos a los cuales los jueces del fondo aplicaron el derecho, 
en lo que concierne a su decisión sobre lo abarcado por la 
sentencia de adjudicación de mil novecientos veinticinco, se 
encuentran Consignados en la consideración quinta de la de-
cisión de jurisdicción original confirmada por el tribunal 
a quo; que nada de lo aducido por los intimantes demuestra 
desnaturalización alguna, y hay lógica y perfecta coordina-
ción entre tal consignación de hecho y las consecuencias que 
de esos hechos derivaron los jueces del Tribunal de Tierras, 

,sin que lo que así se acaba de expresar signifique juicio al-
guno sobre cuestiones dé fondo, vedadas por la ley; a la ju-
risdicción de casación; que lo que en el examen del primer 
medio se ha expresado sobre la verdadera situación legal de 
la intimada, hace innecesario examinar ahora, lo concernien-
te a la posesión de dicha intimada sobre el terreno que se 
discutía; que todo lo que queda establecido conduce a recha-

en efecto se rechaza, el segundo medio del cual se 
tratando; 

Consideráldo, respecto del medio tercero: que acerca de 
éste alegan los intimantes que "la sentencia recurrida violó 
los artículos 2265 y 2229 del Código Civil, porque ha funda-

. do un supuesto derecho de prescripción adquisitiva de diez 
años, en un supuesto título traslativo de propiedad despro-
visto del indispensable hecho de una posesión legal de diez 
años": 

zar, como 
ha venido 

Considerando, que por el examen de la sentencai impug -

nada; de la del primer juez, confirmada con aquella con adop-
ción de motivos, así como de lo alegado por los intimantes, 
no sólo en los párrafos del memorial introductivo de su Pre-
curso que arriba han sido copiados, sino en los des - 

Considerando, que por cuanto ha quedado arriba esta-
blecido como resultado del examen del primer medio y el se-
gundo–, sobre la validez de lo decidido acerca del título de la 
intimada, y de la suficiencia de lo mismo para la firme fun- 
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damentación de lo fallado por la sentencia impugnada, es 
completamente innecesario lo que dicha decisión exprese en 
favor de la prescripción por posesión decenal, que reconoció 
a la intimadá; que por ello, procede rechazar por infundado, 
el medio tercero; 

Considerando, sobre el cuarto y último medio: que los Ás 
alegatos que en éste se hacen, pueden re'sumirse en lo que 
así se expresa en el memoria intróductivo del recurso: ;,.  
"La sentencia recurrida carece, pues, de base legal, ya que 
en la motivación de la sentencia no permite a esa Suprema 
Corté de Justicia, en funciones de Corte de Casación, ejer -
cer el poder de control, que le está atribuído para reconocer 
si en el dispositivo la ley ha sido observada, o, por el contra-
rio, violada"; 

Considerando, que en el examen del primer medio, he- 1 
 cho en consideraciones anteriores, se ha indicado en qué par-

te de la sentencia de jurisdicción 'original cuyos motivos 
adoptó el tribunal a quo, se encuentran consignados todos 
los hechos necesarios para que la Suprema Corte de Justicia 
pueda ejercer, en la especie, los" poderes de verificyción que 
al efecto ha ejercido cabalmente; que, por lo tanto, es infun-
dado el alegato de que en 'ei fallo atacado se haya incurrido 
en el vicio denominado falta de base legal, y debe ser recha -

zado el cuarto y último medio, en el cual se pretende lo con-
trario; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter -

puesto por los señores Rodolfo Bentz y demás intimantes, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de• fecha 
treinta de octubre de mil novecientos cuarenta y tres, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, 
y condena a dichos intimantes al pago de las costas. 

(Firmados:) J. Tomás Mejía.— J. 11. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva 
rez—Secretario General. • 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Preáidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito ,de Santo 
Domingo, hoy día veinticinco del mes de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 
81o. de la Restauración y 150. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la sentencia si-
guiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Jesús Pérez (a) Liquí, dominicano, mayor de edad, soltero, 
domiciliado en-  la común de Neyba, residente en la sección 
de "El Esteró", antes en "El Memizo", jurisdicción de la 
común de Neyba, portador de la cédula personal de identidad 
No. 3289, serie 22, sello de R. I. No. 5549, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, de fecha veintiuno de abril de mil novecientos 
cuarenta y dos; 

:an las violaciones de la Ley que después serán señaladas; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Bernardo Díaz hijo, portador de la cédula personal de 
identidad No. 271, serie 18, sello No. 2661, en el cual se ale-
gan 
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damentación de lo fallado por la sentencia impugnada, ea 
completamente innecesario lo que dicha decisión exprese en 
favor de la prescripción por posesión decenal, que reconoció 
a la intimada; que por ello, procede rechazar por infundado, 
el medio tercero; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresad'os, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

Considerando, sobre el cuarto y último medio: que los - 
alegatos que en éste se hacen, pueden resumirse en lo que 
así se expresa en el memoria intróductivo del recurso: * 

 "La sentencia recurrida carece, píes, de base legal, ya que 
en la motivación de la sentencia no permite a ¿sa Suprema 

• Corté de Justicia, en funciones de Corte de Casación, ejer -
cer el poder de control, que le está atribuído para reconocer 12 
si en el dispositivo la ley ha sido observada, o, por el contra -

rio. violada"; 

Considerando, que en el examen del primer medio, he- 
cho 	

1. 
 en consideraciones anteriores, se ha indicado en qué par- 

te de he sentencia de jurisdicción 'original cuyos motivos 
adoptó el tribunal a quo, se encuentran consignados todos 
los hechos necesarios para que la Suprema Corte de Justicia 
pueda ejercer, en la especie, los' poderes de verificyción que 
al efecto ha ejercido cabalmente; que, por lo tanto, es infun-
dado el alegato de que en e fallo atacado se haya incurrido 
en el vicio denominado falta de base legal, y debe ser recha -
zado el cuarto y último medio, en el cual se pretende lo con-
trario; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter -

puesto por los señores Rodolfo Bentz y demás intimantes, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de. fecha 
treinta de octubre de mil novecientos cuarenta y tres, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, 
y condena a dichos intimantes al pago de las costas. 

(Firmados:) J. Tomás Mejía.— J. B. Ducoudray.— F. 

Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. 
Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva -

rez—Secretario General. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana.. 

1 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Preiidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito ,Ele Santo 
Domingo, hoy día veinticinco del mes de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 
81o. de la Restauración y 150. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la sentencia si-
guiénte: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Jesús Pérez (a) Liquí, dominicano, mayor de edad, soltero, 
domiciliado en-  la común de Neyba, residente en la sección 
de "El Esteró", antes en "El Memizo", jurisdicción de la 
común de Neyba, portador de la cédula personal de identidad 
No. 3289, serie 22, sello de R. I. No. 5549, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, de fecha veintiuno de abril de mil novecientos 
cuarenta y dos; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Bernardo Díaz hijo, portador de la cédula personal de 
identidad No. 271, serie 18, sello No. 2661, en el cual se ale-
gan las violaciones de la Ley que después serán señaladas; 
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damentación de lo fallado por la sentencia impugnáda, es 
completamente innecesario lo que dicha decisión exprese en 
favor de la prescripción por posesión decenal, que reconoció 
a la intimada; que por ello, procede rechazar por infundado, 
el medio tercero; 

Considerando, sobre el cuarto y último medio: que los 
alegatos que en éste se hacen, pueden resumirse en lo que 
así se expresa en el memoria introductivo del recurso: 
"La sentencia recurrida carece, pues, de base legal, ya que 
en la motivación de la sentencia no permite a osa Suprema 

• Corté de Justicia, en funciones de Corte de Casación, ejem 
cer el poder de control, que le está atribuído para reconocer 
si en el dispositivo la ley ha sido observada, o, por el contra-
rio, violada"; 

Considerando, que en el examen del primer medio, he-
cho en consideraciones anteriores, se ha indicado en qué par-
te de lt sentencia de jurisdicción 'original cuyos motivos 
adoptó el tribunal a ¿pm, se encuentran consignados todos 
los hechos necesarios para que la Suprema Corte de Justicia 
pueda ejercer, en la especie, los' poderes de verificación que 
al efecto ha ejercido cabalmente; que, por lo tanto, es infun-
dado el alegato de que en el fallo atacado se haya incurrido 
en el vicio denominado falta de base legal, y debe ser recha-
zado el cuarto y último medio, en el cual se pretende lo con-
trario; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por los señores Rodolfo Bentz y demás intimantes, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de• fecha 
treinta de octubre de mil novecientos cuarenta y tres, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo 
y condena a dichos intimantes al pago de las costas. 

(Firmados:) J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan. A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva -

rez—Secretario General. " 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 	• 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, PreSidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se- 
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis- 
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce- 
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito ¿le Santo 
Domingo, hoy día veinticinco del mes de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 
81o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la sentencia si-
guiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Jesús Pérez (a) Liquí, dominicano, mayor de edad, soltero, 
domiciliado en la común de Neyba, residente en la sección 
de "El Esteró", antes en "El Memizo", jurisdicción de la 
común de Neyba, portador de la cédula personal de identidad 
No. 3289, serie 22, sello de R. I. No. 5549, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, de fecha veintiuno de abril de mil novecientos 
cuarenta y dos; 

Visto el Memorial de Casación presentadó por el Licen-
ciado Bernardo Díaz hijo, portador de la cédula personal de 
identidad No. 271, serie 18, sello No. 2661, en el cual se ale- 
gan las violaciones de la Ley que después serán señaladas; 
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Visto el Memorial de defensa presentado por el Licor 
ciado Eladio Ramírez Suero, portador de la cédula personal 
de identidad No. 10615, serie 18, sello de R. I. No. 1325, abo-
gado del intimado señor Evangelista Pérez (a) Yito, domini-
cano, mayor de edad; soltero; agricultor y criador, domici-
4iado en Villa José Trujillo Valdez, provincia Jle Barahona, 
portadoride la cédula No. 1937, serie 22, sello de R. I. No. 

138022; 

Oidor el Mágistrado Juez Relator; 

Oido el Licenciado Enrique Sánchez González, portador 

de la cédula No. 242, serie 37, sello de R. I. No. 145, en re-
presentación del Licenciado Bernardo Díaz hijo, abogado de 
aa parte intimante, en la lectura de sus conclusiones; 

sido el Licenciado Felipe A. Cartagena N., portador de 
la cédull personal de identidad No. 1657, serie 1, sello de 
Rentas Internas No. 878, en representación del Licenciado 
Eladio Ramírez S., abogado de la parte intimada, en la lec- . 
tura de sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República. 
Licenciado Víctor Garrido, en 14 lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe -

rado, y vistos los artículos 68 y 70 del Código de Procedi -

miento Civil y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

. 	Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo'siguiente: a) que, previa tentativa de conciliación, en fe-
cha dieciolho de agosto de mil novecientos cuarenta y uno 
el señor Evangelista Pérez, apodado Yito, emplazó al señor 
Jesús Pérez, apodado Liquí, para que compareciera ante el 

juzgado de primera instancia de Barahona, a fin de que 
oyera condenar: lo. a la restitución de dieciocho cerdos 
la propiedad del demandante o al pago del valor de és 
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calculado en ciento ochenta pesos; y 2o. a la entrega de todo 
lo producido por Jos referidcs cerdos o al ,  pago de la suma de 

'sesenta pesos; b), que en el acta de,,emplazamiento instru- 
mentada en la fecha indicada por el alguacil Darío Medina 
Ley-ba, de la alcaldía de Neibapeste ministerial hace constar: 
que "después de haberse trasladado, en la sección de "El Es- 
tero", al poblado del mismo nombre, lue es donde tiene su 
residebcia el señor Jesús Pérez, alias Liquí, y allí, en la mis- 
ma residencia de ese mismo señor Jesús Pérez (•iquí), ha- 
blando •personalmente con Ciprián Novas, alcalde pedáneo... 
amigo del seño,r Jesús Ilérez (Liquí), fueron notificados en 
primer término los documentos cuya relación constan en los 
actos de esta sentencia, habiendo sido emplazado además el 
señor Jesús Pérez (Liquí), era la forma indicada, para que en 
la octava franca legal, más el término adicional de la distan- 
cia, comparezca etc. etc."; c), que por sentencia en - defecto 
de fecha cuatro de octubre de mil novecientos cuarenta y uno, 
el Juzgado de Primera, Instancia de Barahona acogió la de-
manda del señor Evangelista Pérez, alias Yito, reduciendo 
sólo la cuantía de 16 relativo a lo producido por los cerdos; 
d), que el señor Jesús Pérez, alias Liquí, recurrió en oposi-
ción contra dicha sentencia, invocando al respecto, entre 
otros medies de forma, la nulidad del emplazamiento intro-
ductivo de la acción de su adversario, por violación del ar-
tícull 68 del Código de Procedimiento Civil; e), que el recur-
so de oposición del señor Jesús Pérez, alias Liquí, fuá deci-
dido por ~tem& contradictoria de fecha veintiuno de abril 4  
de mil novecientos cuarenta. y dos, cuyo dispositivo es como 
Sigue; "El.jtizgado de primera instancia del distrito judicial 
de Baimhona, administrando jUstica, en nombre de la Repú-
blica, por autoridad déla ley y en méritos de los artículos ci-
tados, en sus atribuciones civiles, Falla: PRIMERO: que de-
be rechazar y RECHAZA el recurso de oposición interpues-
to por el señor Jesús Pérez (a. Liquí contra sentencia ren-
dida en defecto por este JuzgacilY en sus atribuciones civiles, 
en 19cha cuatro del mes de Octubre del año mil novecientos 
cuarenta y uno, cuyo dispositivo ha sido transcrito textual-
mente en el cuerpo de esta sentencia; y SEGUNDO: que de-. 
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Visto el Memorial de defensa presentado por el Licen- 
. ciado Eladio Ramírez Suero, portador de la cédula personal 

de identidad No. 10615, serie 18, sello de R. I. No. 1325, abo-
yado del intimado señor Evangelista Pérez (a) Yito, domini-
cano, mayor de edad, soltero, agricultor y criador, domici-
liado en Villa José Trujillo Valdez, provincia .de Barahona, 
portador de la cédula No. 1937, serie 22, sello de R. L No. 

138022; 

Oidor el Mágistrado Juez Relator; 

Oido el Licenciado Enrique Sánchez González, portador 
de la cédula No. 242, serie 37, sello de R. I. No. 145, en re-
presentación del Licenciado Bernardo Díaz hijo, abogado de 
la parte intimante, en la lectura de sus conclusiones; 

(*ido el Licenciado Felipe A. Cartagena N., portador de 
la cédul4 persinal de identidad No. 1657, serie 1, sello de 
Rentas Internas No. 878, en representación del Licenciado 
Eladio Ramírez S., abogado de la parte intimada, en la lec-
tura de sus conclusiones; . 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado. Víctor Garrido, en l lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe -

rado, y vistos los artículos 68 y 70 del Código de Procedi -

miento Civil y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

. 	Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo'siguiente: a) que, previa tentativa de conciliación, en fe-
cha dieciolho de agosto de mil novecientos cuarenta y uno 
el señor Evangelista Pérez, apodado Yito, emplazó al señor 
Jesús Pérez, apodado Liquí, para que compareciera ante 
juzgado de primera instancia de Barahona, a fin de que 
oyera condenar: lo. a la restitución de dieciocho cerdos 
la propiedad del demandante o al pago del valor de és 
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calculado en ciento ochenta pesos; y 2o. a la entrega de todo 
lo producido por los referidos cerdos o al pago de la suma de 

'sesenta pesos; b), que en el acta dei emplazamiento instru-
mentada en la fecha indicada por el alguacil Darío Medina 
Leyba, de la alcaldía de Neibaieste ministerial hace constar: 
que "después de haberse trasladado, en la sección' de "El Es-
tero", al poblado del mismo nombre, dile es donde tiene su 
residencia el señor Jesús Pérez, alias Liquí, y allí, en la mis-
ma residencia de ese mismo señor Jesús Pérez (•iquí), ha-
blando personalmente con Ciprián Novas, alcalde pedáneo... 
amigo del seño;.- Jesús Pérez (Liquí), fueron notificados en 
primer término los documentos cuya relación constan en los 
actos de esta sentencia, habiendo sido emplazado además el 
señor Jesús Pérez (Liquí), ex la forma indicada, para que en 
la octava franca legal, más el término adicional de la distan-
cia, comparezca etc. etc."; e), que por sentencia en - defecto 
de fecha cuatro de octubre de mil novecientos cuarenta y uno, 
el Juzgado de Primera. Instancia de Barahona acogió la de- 
manda del señor Evangelista Pérez, alias Yito, reduciendo 
sólo la cuantía de lo relativo a lo producido por los cerdos; 
d), que el señor Jesús Pérez, alias Liquí, recurrió en oposi-
ción contra dicha sentencia, invocando al respecto, entre 
otros medies de forma, la nulidad del emplazamiento intro-
ductivo de la acción de su adversario, por violación del ar-
tícut 68 del Código de Procedimiento Civil; e), que el recur-
so de oposici¿n del señor Jesús Pérez, alias Liquí, f -Jé deci-
dido por santencia contradictoria de fecha veintiuno de abril e  
de mil novecientos cuarenta.y dos, cuyo dispositivo es como 
Sigue• "El •juzgado de primera instancia del distrito judicial 1 
de Barahona, administrando justica, en nombre de la Repú- 
blica, por autoridad déla ley y en méritos de los artículos ci-
tados, en sus atribuciones civiles, Falla: PRIMERO: que de-
be rechazar y RECHAZA el recurso de oposición interpues-
lo por el señor Jesús Pérez (a Liquí contra sentencia ren-
dida en defecto por este Juzga en sus atribucio..es civiles, 
en fgcha cuatro del mes de Octubre del año mil novecientos 
cuarenta y uno, cuyo dispositivo ha sido transcrito textual-
mente en el cuerpo de esta sentencia; y SEGUNDO: que de- 
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be confirmar y CONFIRMA dicha sentencia en todas sus 
partes y condena además al recurrente al pago de las costas, 
con exclusión de las del procedimiento de la dem'anda en con-
ciliación, las cuales deben ser soportadas por el 'intimado"; 

Considerando que, contra la sentencia cuyo dispositivo 
se acaba de transcribir, ha interpuesto recurso de casación 
el señor Jesús Pérez, quien lo funda en los 'medios siguien-
tes: lo. Violación del artículo 4o. del Código de Procedimien-
to Civil; 2o. Violación de los artículos 49 y 404 del Código de 
Procedimiento Civil, y falta de base legal; y 3o. violaCión del 
artículo 68 .del Código de Procedimiento Civil; 

En cuanto al tercer medio: 

Considerando que el recurrente alega que,"el llamado 
acto dé emplazamiento del 18 de agosto de 1941... es radi-
calmente nulo, por violación del artículo 68 del Código -de 
Procedimiento Civil"; que "tal nulidad se derik ,a del hecho 
de que el recurrente no recibió ese acto de emplazamiento, 
porque fué notificado en la residencia de Jesús' Pérez (Li-
quí), hablando personalmente con Ciprián Ñovas, alcalde pe.: 
dáneo"; y que "para que el acto de- emplazamiento pudiera 
ser entregado al alcalde pedáneo era preciso: 15: quc en su 
domicilio (el de Jesús Pérez) se constatara la ausencia de la 
parte y de sus párientes y servidores; y 2o. que se coAsta-
tara también. fuera de ese domicilio, la ausencia de vecino"; 

1 	Considerando que, siendo el artículo 70 del Código de 
Procedimiento Civil el que alelara nulo los emplazamientos 
que no son notificados de conformidad con las' prescriplio-

' nes del artículo 68 del mismo código, es en el primero de 
dichos' textos legales en el que ha debido fundarse el recu-
rrente para impugnar la dcisión del juez a' quo en cuanto y 
éste acepta como válido .el 	plazamiento de fecha diecio- 
cho de agosbk de mil noveci ntos cuarenta y uno; empe;o, 
dado el lazo de íntima correlatividad que existe entre los dos 
textos mencionados, debe estimarse' que. al invocar implíci- •,  
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tainente la violación del otro; razón por la cual procede exa-
minarel tercer medio 

del recurso en toda su extensión, esto es, admitiendo que abarca en su contenido la violación del 
artículo 70 del Código de Procedimiento 

Givil; 

Considerando que, de conformidad con las prescripcio-n
es del artículo 68 del Código de Procedimiento Civil, las 

cuales deben observarse a pena de nulidad, según lo dispo-
ne el artículo 70 del mismo código, "los emplazamientos de-
ben notificarse a la misma-persona b en su domicilio: si el 
alguacil no encontrase en éste ni a la que emplaza, ni a nin-
guno de sus parientes o sirvientes, entregará la copia a uno 
de los vecinos, que firmará el original; si el vecino no quiere 
o no puede firmar, el alguacil entregará la dicha copia al pre-
sidente del ayuntamiento, o al que haga sus veces, si fuere 
en la población, el que deberá visar el original, libre de todo gasto; -

si fuese en el campo, la entrega se hará al alcalde pe- •
dáneo o Jefe de sección"; que, siendo así, las únicas pso-
nas legalmente calificadas para recibir la notificación deer 

 un emplazamiento hecho en el domicilio de la persona empla-
zada, son, limitativamente enumeradas, las siguientes; 

la misma persona emplazada, sus parientes 'y sus sirvientes; de lo cual resulta que es nulo el emplazamiento hecho en el domicilio de la persona emplazada cuando el alguacil, en 
vez de hacer la notificación a ésta o a uno de sus parientes o 
sir-vientes, 

la hace a personas no calificadas, tales como a un 
vecino, al presidente del ayuntamiento o al al'éalde pedáneó 

o Jefe de sección, encontrados accidentalmente en dicho 
do-micilio; que 

si es así en el caso en que el emplazamiento es . 
notificado en el domicilio del demandado, con mayor razón 
debe serlo en' el caso en que es notificado en su residencia, 
Ya que ésta, por su carácter variable e incierto, no ha sido 
tenida en cuenta por el legislador en el texto del artículo 

68 del Código de Procedimiento Civil; circunstancia por la cual Se debe decidir que' el emplazamiento hecho en la residencia Y 116 en el domicilio del demandado, sólo puede ser válido y fiando es notiteadd personOnente q éste; 

b 

• ■■■■•■••••••- 
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be confirmar y CONFIRMA dicha sentencia en todas sus 
partes y condena además al recurrente al pago de las costas, 
con exclusión de las del procedimiento de la demanda en con-
ciliación, las cuales deben ser soportadas por el intimado": 

Considerando que, contra la sentencia cuyo dispositivo 
se acaba de transcribir, ha interpuesto recurso de casación 
el señor Jesús Pérez, quien lo funda en los 'medios siguien-
tes: lo. Violación del artículo 4o. del Código de Procedimien-
to Civil; 2o. Violación de los artículos 49 y 404 del Código de 
Procedimiento Civil, y falta de base legal; y 3o. violaCión del 
artículo 68 'del Código de Procedimiento Civil: 

En cuanto al tercer medio: 

Considerando que el recurrente alega que.,"el llamado 
acto dé emplazamiento del 18 de agosto de 1941... es radi-
calmente nulo, por violación del artículo 68 del Código -de 
Procedimiento Civil"; que "tal nulidad se deriva del hecho 
de que el recurrente no recibió ese acto de emplazamiento, 
porque fué notificado en la residencia de Jesús -  Pérez (Li-
quí), hablando personalmente con Cipríán Novas, alcalde pe-
dáneo"; y que "para que el acto de emplazamiento pudiera 
ser entregado al alcalde pedáneo era preciso: 1Z): qu en su 
domicilio (el de Jesús Pérez) se .1. -.onstatara la ausencia sle la 
parte y de sus parientes y servidores; y 2o. que se coilsta-
tara también. fuera de ese domicilio, la ausencia de vecino"; 

• 
I 	Considerando que, siendo el artículo 70 del Código de 

Procedimiento Civil el que delelara nulo los emplazamientos 
que no son notificados de conformidad con las' prescripeio-
nes del artículo 68 del mismo código, es en el primero de 
dichos' textos legales en el que ha debido fundarse el recu-
rrente para impugnar la d cisión del juez a' quo en cuanto itti 

 éste acepta como válido el 	plazamiento de fecha diecio - 
cho de agosta, de mil noveci ntos cuarenta y uno; empe:o, 
dado el lazo de íntima correlatividad que existe entre los dos 
textos mencionados, debe estimarse que, al invdcar implíci - 
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tamente la violación del otro; razón por la cual procede exa-
minar el tercer medio del recurso en toda su extensión, esto es, admitiendo que abarca en su contenido la violación del 
artículo 70 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que, de conformidad con las prescripcio-
nes del artículo 68 del Código de Procedimiento Civil, las 
cuales deben observarse a pena de nulidad, 

según lo dispo-ne el artículo 70 del mismo código, "los emplazamientos de-
ben notificarse a la misma-persona ó en su domicilio: si el 
alguacil no encontrase en éste ni a la que emplaza, ni a nin-guno de sus parientes o sirvientes, entregará la copia a uno de los vecinos, que firmará el original; si el vecino no quiere 
o no puede firmar, el alguacil entregará la dicha copia al pre-
sidente del ayuntamiento, o al que haga sus veces, si fuere 
en la població,n, el que deberá visar el original, libre de toda gasto; .si fuese en el campo, la entrega se hará al alcalde pe- •
dáneo o Jefe de sección"; que, siendo así, las únicas perso- 
nas legalmente calificadas para recibir la notificación de un 
emplazamiento hecho en el domicilio de la persona empla-
zada, son, limitativamente enumeradas, las siguientes: 

la misma persona emplazada, sus parientes y sus sirvientes; 'de lo 
cual resulta que es nulo el emplazamiento hecho en el 

domicilio de la persona emplazada cuando el alguacil, en vez 
de hacer la notificación a ésta o a uno de sus parientes o sir-vientes, la hace a personas no calificadas, tales como a un 
vecino, al presidente del ayuntamiento o al atéalde pedáneo o Jefe'de 

sección, encontrados accidentalmente en dicho do-
micilio: que si es así en 11 caso en que el emplazamiento es . 
notificado en el domicilio del demandado, con mayor razón 
debe serlo en' el caso en que es notificado en su residencia, Ya 

que ésta, por su carácter variable e incierto, no ha sido 
tenida en cuenta por el legislador en el textil del artículo 

68 Código de Procedimiento Civil; circunstancia por la cual 
debe decidir que' el emplazamiento hecho en la residencia 

n5 en el domicilio del demandado, sólo puede ser válido y do es notificado-person9Imente éste; 

b 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta, co-
mo se ha visto ya, que el emplazamiento de fecha dieciocho 
de agosto de mil novecientos cuarenta y uno, hecho en la re-
sidencia de la pase demandada, señor Jesús Pérez, alias Li-
-qui, no fué notificado a éste, ni siquiera a uno de sus pa-
rientes o sirvientes, sino al alcalde pedáneo de la sección de' 
"El Estero", a quien el alguacil dijo haber encontrado eh 
cha residencia; que, en consecuencia, el jueza quo debió de-
clarar la nulidad del mencionado emplazamiento, tal como le 
fué propuesto por el demandado originario; que, al no ha-
cerlo así, violó en la sentencia atacada los artículos 68 y 70 
del código de procedimiento civil; 

Considerando, que la admisión del medio de casación 
que acaba 'de ser examinado hace innecesario el estudio o 

análisis de los otros medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de-  Baraho-
na, de fecha vientiuno de abril de mil novecientos cuarenta y 
dos', cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presen-
te fallo y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Bahoruco; y Segundo: condena a 
la parte intimada al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.-.- F. 
Tavares ,hijo,— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.-
Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva 
rez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en' su encabezamiento, en la,audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y 'publicada por mí, Secretario General, que certifico. 
—(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

1111- 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidas del infrascrito Secretario Geheral,'en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día veinticinco del mes de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y cuatro, año . 101o. de la Independencia, 
82o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dieta 
en audiencia pública, como corte de casación, la sentencia si-
guiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por- Lucas Eu-
genio Díaz, dominicano, de treinta años de edad, casada, 
agricultor, portador de la cédula personal de' identidad No. 
284, Serie 2, renovada con el sello No. 233070, natural de 
San Cristóbal y domiciliado en López, sección de la Común-
dé Santiago, contra - sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago, de fecha• cinco de mayo de mil novecientos cua-
renta y cuatro; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha cinco del mes de ma-
Yo de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli- 
ca, Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli - 
, y vistos los artículos 355, reformado del Código Pe- 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta, co-
mo se ha visto ya, que el emplazamiento de fecha dieciocho 
de agosto de mil novecientos cuarenta y uno, hecho en la re-
sidencia de la parte demandada, señor Jesús Pérez, alias Li-
-quí, no fué notificado a éste, ni siquiera a uno de sus pa-
rientes o sirvientes, sino al alcalde pedáneo de la sección de' 
"El Estero", a quien el alguacil dijo haber encontrado en 
cha residencia; que, en consecuencia, el jueza quo debió de-
clarar la nulidad del mencionado emplazamiento, tal como le 
fué propuesto por el demandado originario; que, al no ha-
cerlo así, violé en la sentencia atacada los artículos 68 y 70 
del código de procedimiento civil; 

Considerando, que la admisión del medio de casación 
que acaba'de ser examinado hace innecesario el estudio o 
análisis de los otros medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juz -
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial dé Baraho-
na, de fecha vientiuno de abril de mil novecientos cuarenta y 
dos; cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presen-
te fallo y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Bahoruco; y' Segundo: condena a 
la parte intimada al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.-.- 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. 1Vlorel.— 
Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en' su encabezamiento, en la „audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y - publicada por mí, Secretario General, que certifico. • 
—(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Mord, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario Geheral,'en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día veinticinco del mes de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y cuatro, año '101o. de la Independencia, 
820. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dieta 
en audiencia pública, como corte de casación, la sentencia si-
guiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por- Lucas Eu-
genio Díaz, dominicano, de treinta años de edad, casado; 
agricultor, portador de la cédula personal de• identidad No. 

, 284, Serie 2, renovada con el sello No. 233070, natural de 
San Cristóbal y domiciliado en López, sección de la Común. 
de Santiago, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago, de fecha. cinco de mayo de mil novecientos cua-
renta y cuatro; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corto a quo, en fecha cinco del mes de ma-
yo de mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355, reformado del Código Pe- 
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nal; 194 del Código de Procedimiento Criminal, y lo. y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casacióin 

Considerando, que en la sentencia impugnada cons-
tan los hechos siguientes: a), "que en fecha 27. del mes de 
Septiembre del año 1943", '`conipareció por ante el Sargen-
to de la PolicíaSacional, Alfonso Conde", "la señora Dolo- . 
res Peña", y le "expuso; que se querella formalmente con-
tra el nombrado Lucas Díaz", por "haberle sustraído a sü 
hija menor Mariana Peña de 15 años de edad"; la), "que en 
la fecha indicada más arriba, el Jefe del 5o. Distrito de la 
Policía Nacional, Teniente Coronel Adriano Valdez; remi-
tió el expediente al Magistrado Procurador Fiscal def Dis-
trito Judicial de Santiago", quien á su vez "apoderó del ca-
so al Juzga% de Primera Instancia de aquel Distrito Judi-
cial"; c), "que en fecha 19 del mes de Febrero del presente 
año" (1944), el mencionado Juzgado de Santiago "dictó sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Que debe decla-
rar y declara la culpabilidad del' prevenido Lucas Díaz. de 
generales anotadas, y en consecuencia, lo condena a sufrir la 
pena .de tres meses de prisión correccional, a pagar una_mul-
ta de $30.00 (M.C.L.) y al pago de las costas, por el• delito 

de sustracción de la menor Mariana Perut, mayor de diez y 
cho años y menor, dé veinte upo; y que, en caso de que el 
acusado se case con la joven agraviada, quedará libre de to-
.da persecución"; 11), "que inconformes con esa sentencia el 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de San -
tiago'y el inculpado Lucas Eugenio Díaz. interpuáieron re-
cursos de apeltIción"; e), que la Corte dé Apelación de San-
tiago conoció de dichas apelaCiones y en fecha cinco del mes 
de mayo de mil novecientos cuarenta y cuatro pronunció la 
sentencia ahora átacada, con este dispositivo: "FALLA: 
1ro: que debe declarar y declara regulares y válidos en cuan"

to a la forma, los recursos de dPela'ción interpuestos por el 

Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de San -

tiago y por el inculpado LUCAS EUGENIO DIAZ, de ge 
rales expresadas, contra sentencia dictada, en atribucio 
correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia de. 

BOLETIN JUDICIAL 	1694 

Distrito Judicial, en fecha diez y nueve del mes de Febrero 
del presePte año; 2do: que debe confirmar y confirma la an- 

, tes expresada sentencia, y, 'en consecuencia, debe declarar y 
declara que 'el inculpado LUCAS EUGENIO DIAZ, es culpa-
ble del delito de sustracción de la joven MARIANA PEÑA, 
mayor dé diez y ocho años y menor de viento y uno, hecho 
pI evisto y sancionado por el artículo 355, reformado, del 
Código Penal, y como sal, lo condena a la pena de TRES 
MESE DE PRI•ION CORRECCIONAL y iitEINTA PE-
SOS DE MULTA, disponiendo, qtie en caso de insolvencia, 
la multa se compensará con prisión a razón de un día por 
cada peso; y 3ro: que debe condenarlo y lo condena, ade-
más, al pago de las costas"; 

Considerando, que inconforme el inculpado Lucas Euge-
nio Díaz, con lo dispuesto por la sentencia de la Corte a quo, 
arriba citada, interpuso contra ella el presente recurso de 
casación, según se evidencié por el acta correspondiente le-
vantada en la" Secretaría de la Cortt de Apelación de San-
tiago, en fecha cinco del mes de mayo de mil novecientos 
cuarenta y cuatro, donde expuso: "que interpone dicho re-
curSo . por no estar conforme con la referida senteneia": 

Considerando, que los artículos 355 reformado, de: Có-
digo Penal, y el 194 del de Procedimiento Criminal dispo-
nen lo siguiente: Art. 355, reformado del Código Penal: "To-
do individuo que extrajere de la casa paterna o de sus ma-
yores, tutores o curadores a una joven menor de diez y seis 
años, por cualquier otrynedio que no sek de los enunciados 
en el artículo anterior, incurri4 en la pena de uno a dos 
años de prisión y multa de doscientos a quinientos pesos. 
Si la joven fuere mayor de diez y seis años y menor de diez 
y ocho, la pena sérá de seis meses a un año de prisión y mul-
ta de cien a trescientos pesos. Si fuere mayor de diez y ocho 
años y Menor de veinte y uno, la pena será de tres a seis me-
ses de prisión yLla multa de treinta a cien pesos.—La sen-
tencia de condenación expirará siempre que, en ,caso de_ 
insolvencia, tanto la multa como las indemnizaciones a que‘ 
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Distrito Judicial, en fecha diez y nueve del mes de Febrero 
del presente año; 2do: que debe confirmar y confirma la an-
tes expresada sentencia, y, en consecuencia, debe declarar y 
declara que 'el inculpado LUCAS EUGENIO DIAZ, es culpa-
ble del delito de sustracción de la joven MARIANA PEÑA, 
mayor dé diez y ocho años y menor de vienté y uno, hecho 
pr evisto y, -sancionado por el artículo 355, reformado, del 
Código Penal, yp. como Lal, lo cor...dena a la pena de TRES 
MESE DE PRISION CORRECCIONAL y TEEINTA PE-
SOS. DE MULTA, disponiendo, qile en caso de insolvencia, 
la multa se compensará con prisión a razón de un día por 
cada peso; y 3ro: que debe condenarlo y lo condena, ade-
más, al pago de las costas"; 

Considerando, que inconforme el inculpado Lucas Euge-
nio Díaz, con lo dispuesto por la sentencia de la Corte a quo, 
arriba citada, interpuso contra ella el presente recurso de 
casación, según se evidencia por el acta correspondiente le-
vantada en la' Secretaría de la Corte de Apelación de San-
tiago, en fecha cinco del mes de mayo de mil novecientos 
cuarenta y cuatro, donde 'expuso: "que interpone dicho re-._ 
curso por no estar conforme con la referida sentencia": • 

Considerando, que los artículos 355 reformado, de: Có-
digo Penal, y el 194 del de Procedimiento Criminal dispo-
nen lo siguiente: Art. 355, reformado del Código Penal: "To-
do individuo qué extrajere de la casa paterna o de sus ma-
yores, tutores o curadores a una joven menor de diez y seis . 
años, por cualquier otrmnedio que no seq de los enunciados 
en el artículo anterior, incurrirá en la pena de uno a dos 
arios de prisión y multa de doscientos a quinientos pesos. 
Si la joven fuere mayor de diez y seis años y menor de diez 
y ocho, la pena sérá de seis meses a un año de prisión y mul-
ta de cien a trescientos pesos. Si fuere mayor de diez y ocho 
años y inenor de veinte y uno, la pena será de tres a seis me-
ses de prisión yola multa de treinta a cien pesos.—La sen-
tencia de condenación expirará siempre que, e» .caso de_ 
insolvencia, tanto la multa como 'fas indemnizaciones a que,1 
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nal; 194 del Código de Procedimiento Criminal, y lo. y 71 
dé la Ley sobre Procedimiento de Casación 

Considerando, que en la sentencia impugnada cons-
tan los hechos siguientes: a), "que en -  fecha 27. del mes de 
Septiembre del año 1943", 'compareció -por ante el Sargen-

to de la Policía`Nacional, Alfonso Conde", "la señora Dolo- . 

res Peña", y le "expuso: que' se querella formalmente con-
tra el nombrado Lucas Díaz", por "haberle sustraído a su 
hija menor Mariana Peña de 15 años de edad"; p), "que  en 
la fecha indicada más arriba, el Jefe del 5o. Distrito de la 
Policía Nacional, .Teniente Coronel Adriano Valdez; remi-
tió el expediente al Magistrado Procurador Fiscal del` Dis-

trito Judicial de Santiago", quien á su vez "apoderó del ca-

so al Juzgad9, de Primera Instancia de aquel Distrito Judi-

cial"; e), "que en fecha 19 del mes de Febrero del presente 
año" (1944), el mencionado Juzgado de Santiago "dictó sen-

tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Que debe decla-

rar y declara la culpabilidad del prevenido Lucas Díaz, de 
generales anotadas, y en consecuencia, lo condena a sufrir la 
pena de tres meses de prisión correccional, a pagar una•nul -
ta de $30.09 (M.C.L.) y al pago de las costas, por el. delito 

• de sustracción de la menor Mariano, Pella, mayor de diez y 
cho años y menor, dé veinte upo; y que, en caso de que el 
acusado se case con la joven agraviada, quedará libre de to-
da persecución"; 1), "que inconformes con esa sentencia el 

Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial, de San-
tiagó'y el inculpado Lucas Eugenio Díaz,interpusieron re -
cursos de apelación"; e), que la Corté dé Apelación de San- 

\ tiago conoció; de dichas apelaCiones y en -fecha cinco del mes' 
de mayo dé mil novecientos cuarenta y cuatro pronunci5 la 
sentencia ahora atacada, con este dispositivo : TALLA: 
lro: que debe declarar y declara regulares y válidos en cuan-

- th a la forma, los rectirsos de Ípeldción interpuestos por el 

Magistrado Procurador Fiscal 'del Distrito Judicial dé San-

tiago y por el inculpado LUCAS EUGENIO DIAZ, de gene -

rales expresadas, contra sentencia dictada, en atribuciones 
correccionales, por el Juzgado de Primera Inátancia de este . 

) 
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haya sido condenado el culpable se . compensarán con prisión 
a razón de un día por cada peso" ;— Art. 194 del Código de 
Procediniiento Criminal: "Toda sentencia de -condena con-
tra el procesado o contra las Personas civilmente responsa-
bles del delito o contra la parte civil, los condenará a las cos-
tas. Las costas se liquidarán por la Secretaría"; 

Considerando, por otra parte, que la sentencia impug-
nada tiene su fundamento en los siguientes motivos: "a) que 
el día veintitrés de septiembre de mil novecientos cuarenti-
trés, a eso de las dos de la mañana, el prevenido Lucas Eu-
genio Díaz sustrajo de la casa paterna, a la joven Mariana 
Peña, con quien sostenía relaciones amorosas; b) que, acto 
seguido, la condujo a la morada de Teófilo Ricardo. y allí 
estuvo en compañía de .dicha joven hasta las cuatro horas; 
e) que luego la llevó a la casa de Julia Rosa, vecina de la 
agraviada, en donde ésta permaneció hasta el siguiente día, 
que fué cuando regresó al hogar de sus padre;— d) que, 
no obstante negar la agraviada en el plenario la circunstan -

cia de que el prevenido la ofendiera en su virginidad la no-
che que la sustrajo, afirmando que el coito lo habían real? 
zado en fecha anterior, en su propia casa, contrariamente a 
lo declarado por ella en la jurisdicción de primera instancia, 
la Corte entiende que esa retractación no es sincera y que 
na sido hecha con el propósito evidente dl favorecer la suer-
te del prevenido; —que, en efecto, los hechos y circunstan-
cias de la causa, ponen de manifiesto que la joven fué sus-
traída con fines deshonestos, pues no tiene otra explicación 
razonable el hecho de que la agraviada pernoctara fuera de 
su casa en compañía de su novio, con quien ella había teni-
do, desde antes, relaciones sexuales ;— e) que si bien es cier-
to que, en la especie, no se ha aportado la prueba relativa a la 
edad de la joven sustraída, en cambio, la Corte estima que 
por su aspecto dicha joven es mayor de dieciocho años y me-
nor de veintiuno; f), que. en tales condiciones, es evidente 
que el delito de sustracción de la menor Mariana Peña. que 
se imputa al prevenido Lucas Eugenio Díaz,' está 'constitui-
do en todo; sus elementos, .y, por aplicación del artículo 355  
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del Código Penal, procede condenar al referido inculpado, co-
mo en buen derecho lo hizo el juez a quo, a la pena de tres 
meses de prisión correccional y treinta' pesos de multa"; 

Considerando, que en materia represiva, salvo el poder 
de control y censura de la Suprema Corte de Justicia sobre 
las cuestiones de derecho, la comprobación de la existen-
cia del hecho material perseguido como constitutivo de la 
infracción, así como la de los elementos relativos a la cul- 
pabilidad del autor, se encuentran abandonad& a la aprecia-
ción soberana de los Jueces del fondo; 

Considerando, que en los hechos comprobados por los 
jueces del fondo se encuentran los elementos que jurídica-
mente constituyen la infracción de que se trataba, y la pe- 
na aplicada se halla dentro de los límites para ello fijados 
por la ley 

I. 	Considerando, que por todo lo expuesto, es evidente 
que, en el caso del recurrente Lucas Eugenio Díaz, la Corte 
de Apelación de Santiago hizo una correcta aplicación de la 
ley; y como además, la sentencia impugnada es regular en 
cuanto a la forma, procede rechazar el presente recurso de 
casación:. 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el inculpado Lucal Eugenio Díaz, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha cin- 
co de mayo de mil novecientos cuarenta y cuatro, cuyo dis-
positivo está copiado en otro lugar del presente fallo; Se-
gundo : condena al recurrente, al pago de las costas. 

(Firmadas) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray. F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Urefia.— J. Pérez Nolasco.— Eug, A. Alva-
rez----Secretario General. 

La presente sentenCia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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del Código Penal, Arocede condenar al referido inculpado, co- 
mo en buen derecho lo hizo el juez a quo, a la pena de tres 
meses de prisión correccional y treinta' pesos de multa"; 

Considerando, que en materia represiva, salvo el poder 
de control y censura de la Suprema Corte de Justicia sobre 
las cuestiones de derecho, la comprobación de la existen-
cia del hecho material perseguido como constitutivo de la 
infracción, así como la de los elementos relativos a la cul- 
pabilidad del autor, se encuentran abandonadós a la aprecia-
ción soberana de los Jueces del fondo; 

Considerando, que en los hechos comprobados por los 
jueces del fondo se encuentran los elementos que jurídica- 

t mente constituyen la infracción de que se trataba, y la pe- 
na aplicada se halla dentro de los límites para ello fijados 
por la ley : 

Considerando, que por todo lo expuesto, es evidente 
que, en el caso del recurrente Lucas Eugenio Díaz, la Corte 
de Apelación de Santiago hizo una correcta aplicación de la 
ley y como además, la sentencia impugnada es regular en 
cuanto a la forma, procede rechazItr el presente recurso de 
casación:. 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el inculpado Lucal Eugenio Díaz, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha cin- 
co de mayo de mil novecientos cuarenta y cuatro, cuyo di--
positivo está copiado en otro lugar del presente fallo: Se-
gundo: condena al recurrente, al pago de las costas. 

(Firmadqs): J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray. F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.— Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez —Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
Pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) Eug. A. Alvarez. 
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haya sido condenado el culpable "compensarán con prisión 
a razón de un día por cada peso" ;— Art. 194 del Código de 
Procedimiento Criminal: "Toda sentencia de -condena con-
tra el procesado o contra las Personas civilmente responsa-
bles del delito o contra la harté civil, los condenará a las cos-
tas. Las costas se liquidarán por la Secretaría"; 

Considerando, por otra parte, que la sentencia impug-
nada tiene su fundamento en los siguientes motivos: "a) que 
el día veintitrés de septiembre de mil novecientos cuarenti -
trés, a eso de las dos de la mañana, el prevenido Lucas Eu-
genio Díaz sustrajo de la casa paterna, a la joven Mariana 
Peña, con quien sostenía relaciones amorosas; b) que, acto 
seguido, la condujo a la morada de Teófilo Ricardo. y allí 
estuvo en compañía de dicha joven hasta las cuatro horas; 
c) que luego la llevó a la casa de Julia Rosa, vecina de la 
agraviada, en donde ésta permaneció hasta el siguiente día, 
que fué cuando regresó al hogar de sus padre;— d) que, 
no obstante negar la agraviada en el plenario la circunstan-
cia de que el prevenido la ofendiera en su virginidad la no-
che que la sustrajo, afirmando que el coito lo habían reali! 
zado en fecha anterior, en su propia casa, contrariamente a 
lo declarado por ella en la jurisdicción de primera instancia, 
la Corte entiende que esa retractación no es sincera y que 
ha sido hecha con el propósito evidente é favorecer la suer-
te del prevenido; —que, en efecto, los hechos y circunstan-
cias de la causa, ponen de manifiesto que la joven fué sus-
traída con fines deshonestos, pues no tiene otra explicación 
razonable el hecho de que la agraviada pernoctara fuera de 

su casa en compañía de su novio, coi t quien ella había teni-
do, desde antes, relaciones sexuales ;— é) que si bien es cier-
to que, en la especie, no se ha aportado la prueba relativa a la 
edad de la joven sustraída, en cambio, la Corte estima que 
por su aspecto dicha joven es mayor de dieciocho años y me-
nor de veintiuno; fl, que. en tales condiciones, es evidente 
que el delito de sustracción de la menor Mariana Peña. que 
se imputa al prevenido Lucas Eugenio Díaz,' está 'constitui-
do en todo; sus elementos, y, por aplicación del artículo 355 
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.DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

• En Nombre de la República, la Suprema Certe de Jus-
ticia, regularmente constituida 'por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José ,Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente;' Froilán Tavares hijo, le-
glindo Sustituta de Presidente; Ter/listocies Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis- 
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 

• celebra sus audiencia,s, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día veintinueve del mes de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 
82o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dieta 
en audiencia pública, como corte de casación, la sentencia 
siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nelson 
Santos; dominicano, manr de edad, soltero, agricultor, do - ,1, 
miciliado y residente en La Guásima, sección de la común' 
de Moca, portador de la cédula personal No. 15762, serie 54, 
contra sentencia de lá Corte de Apelación de Sántiago, de fel 
cha,  veinticuatro de abril de mil novecientos cuarenta y cua-
tro: 

Vista el alta del recurso de casación levantada en la Se -
cretaría de la Corte a quo, en fecha veinticuatro, de abril de 
mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator: 

Oido el Magistrado Procurador' General de la Repúbli - 
ca, Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli - 
berado, y vistos los artílulos 379, 401, párrafo 2o. reforma - 
do. 463, escala 6a. del Código Penal; 194 del Código de Pro - 

_ 
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cedimiento Criminal, y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

• 
Considerando, que en la sentencia impugnada constan 

- los hechos siguientes: a), que en fecha dos de septiembre 
del año mil novecientos cuarenta y tres, los nombrados' Nel-
son Santo, Juan Bautista Estrella Acevedo y Manuel Er-
nesto Gómez Alonzo fueron sometidos en Santiago a la ac-
ción de la justicia, "acusados por el delito de robo de una si-
lla, un panó y un freno, en perjuicio del señor Ricardo Ho-
norio Estrella, residente y domiciliado en la sección de Pe-
dro García de esta común, Cédula No. 22931"; b), que a10-
derado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santiago, éste conoció de la causa y por sen-
tencia de fecha veintidos del mes de diciembre del año mil 
novecientos cuarenta y tres, dictada en atribuciones correc-
cionales, lo falló de la.siguiente manera: "Primero:-- Que 
debe rechazar y rechaza la excepción de incompptencia pro-
puésta a este Tribunal por el Licenciado Constantino Benoit, 
abogado del acusado Nelson Santos; Segundo: que debe de-
clarar y en efecto declara al prevenido Nelson Santos, cuyas 
genlrales constan, autos• responsable del delito de robo de 
una silla de montar, un freno y un panó o sudador,- en per-
juicio' del señor Ricardo Honorio Estrella, hecho ocurrido 
en esta ciudad; Tercero: que debe condenar y en efecto con-
dena al referido prevenido a ¿ufrir la pena de un mes de pri-
sión correccional y al pago de una multó de cincuenta pesos 

contra los coacusados MANUEL ERNESTO GOMEZ ALON-
ZO 	

Cuarto: que debe pronunciar y pronuncia el defecto 
y las costas, por su delito de robo de los efectos ya mencio-
nados; 

 y JUAN BAUTISTA ESTRELLA ACEVEDO, acusados 
del mismo hecho, por no haber comparecido, habiendo sido 
legalmente citados; y Quinto: que debe descargar y descar-
ga a los nombradas ERNESTO GOMEZ ALONZO y JUAN 
BAUTISTA ESTRELLA, acusados del mismo hecho, por in-
suficiencia de pruebas"; c), que no conformes con la ante-
dicha sentencia el Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de Santiago y 'el prevenido Santos, interpusieron 
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.DIOS, ,PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la nepública, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida 'por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente;'Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituta de F,*residente; Temístocles Messina, Juan 
A: Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis- 41,, 
tidós del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celelYra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día veintinueve del mes de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y cuatro, año 101o. de la Independencia, 
820. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la sentencia 
siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nelson 
Santos; dominicano, mayar de edad, soltero. agricultor, do-
miciliado y residente en La Guásima, sección de la común 
de Moca, portador de la cédula personal No. 15762, serie 54, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fe-
cha,veinticuatro de abril de mil novecientos cuarenta y cua-* 
tro: 

Vista el asta del recurso de casación levantada en la Se 
cretaría de la Corte a quo, en fecha veinticuatro, de

. 
 abril de 

mil novecientos cuarenta y cuatro; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Magistrado ProcuradorGeneral de. la Repúbli - 
ca, Licenciado Víctor • Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del - 
/ . berado, y vistos los artílulos 379, 401, párrafo 2o. reforma - 

do. 463, escala 6a. del Código Penal; 194 del Código de Pro - 
_ 
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cedimiento Criminal, y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los hechos siguientes: a), que en fecha dos de septiembre 
del año mil novecientos cuarenta y tres; los nombrados' Nel-

.son Santo, Juan Bautista Estrella Acevedo y Manuel Er-
nesto Gómez Álonzo fueron sometidos en Santiago a la ac-
ción de la juStiCia, "acusados por el delito de robo de una si-
lla, un panó y un freno, en perjuicio del señor Ricardo Ho-
norio Estrella, residente y domiciliado en la sección de Pe-
dro García de esta común, Cédula No. 22931"; b), que d'o-
derado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de. Santiago,, éste conoció de la causa y por sen-
tencia de fecha veintidos del mes de diciembre del año mil 
novecientos cuarenta . y tres, dictada en atribuciones correc-
cionales, lo falló de la siguiente manera: "Primero :— Que 
debe rechazar y rechaza la excepción de incompetencia pro-
puésta a este Tribunal por el Licenciado Constantino Benoit, 
abogado del acusado Nelson Santos; Segundo: que debe de-
clarar y en efecto declara al prevenido Nelson Santos, cuyas 
genlrales constan, autos• responsable del delito de robo de 
una silla de montar, un freno y un panó o. sudador,- en per-
juicio' del señor' Ricardo Honorio Estrella, hecho ocurrido 
en esta ciudad; Tercero: que debe condenar y en efecto con-
dena al referido prevenido a ufrir la pena de un mes de pri-
sión correccional y al pago de una multa de cincuenta pesos 
y las costas>, por su delito de robo de los electos ya mencio-
nados; Cuarto: que debe pronunciar y pronuncia el defecto 
contra los coacusados MANUEL ERNESTO GOMEZ ALON-
ZO y JUAN BAUTISTA ESTRELLA ACEVEDO, acusados 
bel mismo hecho, por no haber comparecido, habiendo sido 
legalmente citados; y Quinto: que debe descargar y descar-
ga a los nombradas ERNESTO GOMEZ ALONZO y JUAN' 
BAUTISTA ESTRELLA, acusados del mismo hecho, por in-
suficiencia de pruebas"; e), que ne conformes con la ante-
dicha sentencia el Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de Santiago y el prevenido Santos, interpusieron 
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contra ella recursos de alzada, de los cuales conoció la Cor-
te de Apelación de Santiago en fecha veintidos de febrero 
de mil novecientos cuarenta y cuatro, y que decidió po/ sen-
tencia de la misma fecha, del modo siguiente: "lrol que de -
be pronunciar y pronuncia el defecto contra el inculpado 
NELSON SANTOS, de generales expresadas, por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; 2do: que debe declarar y declara regulares y 
válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación in-
terpuestos por el Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de Santiago y por el inculpado NELSON SAN-
TOS, contra sentencia dictada en fecha veinte y dos del mes 
de Diciembre del año mil novecientos cuarenta y tres, por 
el Juzgado de Primera InStancia del Distrito Judicial de 
Santiago; 3ro: que 'debe modificar y modifica la antes ex-
presada sentenca en lo que respecta al inculpado Nelson 
Santos y'a la pena impuesta; y, EN CONSECUENCIA, de-
be declarar y declara que éste inculpado es culpable del de-

' lito de robo de una silla de montar, un freno y un panó, cuyo 
valor excede de veinte pesos, pero sin pasar de mil pesos, 
en perjuicio de RICARDO HONORIO ESTRELLA, hecho 
previsto y sancionado por las artículos 379 y 401, 2da. par-
te, modificado, del Código Penal, y, como tal, lo condena a 
la pena de TRES MESES DE PRISION CORRECCIONAL y 
CINCUENTA PESOS DE MULTA; y 4to: que debe conde-
narlo y lo condena, además, al pago de las costas"; d), que 
contra la preindicada sentencia en defecto de la Corte de 
Apelación de Santiago interpuso recurso de oposición el in-
culpado Santo; que de ese recurso conoció la mencionada 
Corte de' Apelación en fecha veintiuno de abril del año en 
curso (1944), y, por sentencia contradictoria de fecha vein-
ticuatro del mismo mes y año, lo decidió de la manera si-1 
guiente: "1ro: que debe declarar y declara regular y váli-
do, en cuanto a la forma, el recurso de oposición interpuesto 
por el inculiktdo NELSON SANTOS, contra la sentencia dic-
tada en defecto por esta Corte, en atribuciones correcciona- 
les, el día veintidós de febrero del presente año (1944) ; 2do: 
que debe modificar y modifica, en cuanto a la pena, la antes 
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mencionada sentencia; y, en consecuencia, condena al incul-
pado NELSON SANTOS, de generales expresadas, a la pena 

 de UN MES DE PRISION CORRECCIONAL y VEINTE y 
CINCO PESOS DE MULTA, por el delito de robo de vari os 

 efectos, cuyo valor excede de veinte pesos, pero sin pasar de 
mil, en perjuicio de RICARDO HONORIO ESTRELLA, aco-
giendo en su provecho circunstancias atenuantes; y 3ro: 
que debe condenar y condena al referido inculpado al pag o 

 de las costas"; 

Considerando, que contra la mencionada sentencia de 
la Corte a quo, ha interpuesto el inculpado Nelson Santos 
el presente recurso de casación, por declaración hecha en la 
secretaría de la misma Corte en fecha veinticuatro de abril 
de mil novecientos cuarenta y cuatro, recurso que intenta 
"por no estar cc nforme. con la referida sentencia"; 

Considerando, que los artículos 379 y 401 párrafo 2do., 
reformado del Código Penal, establecen, el primero que: "el 
que con fraude sustrae una cosa que no le pertenece, se hace 
reo de robo": y el segundo que: "Los demás robos no especi-
ficados en la presente sección (sección la., capítulo 2o, Li-
bro 3o. del Código Penal), así como sus tentativas, se cas-
tigarán conforme a la siguiente escala:... 2.—Con prisión 
de tres meses a un año y multa de cincuenta a cien pesos, 
ruando el valor de la cosa o las cosas robadas exceda de 
veinte pesos, pero sin pasar de mil pesos"; 

Considerando, que en la sentencia atacada consta: a) 
que na obstante la negativa del prevenido Santos, •esulta 
de los debates y de las demás circunstancias del proceso, que 
en la mañana del día primero de septiembre del año mil no-
vecientos cuarenta y tres dicho prevenido le sustrajo al se-
ñor Ricardo Honorio Estrella, una silla de montar, un panó 
y un freno, para lo cual aprovechó el momento en que la 
mula que el referido señor Estrella montaba y que había de-
jado sola en la calle "30 de Marzo", esquina a "Máximo Gó-
mez" se le hubo escapado; y b), que ese hecho, así earacte- 
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contra ella recursos de alzada, de los cuales conoció la Cor-
te de Apelación de Santiago en fecha veintidos de febrero 
de mil novecientos cuarenta y cuatro, y que decidió po/ sen-
tencia de la misma fecha, del modo siguiente: "lro.: que de -
be pronunciar y pronuncia el defecto contra el inculpado 
NELSON SANTOS, de generales expresadas, por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; 2do: que debe declarar y declara regulares y 
válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación in-
terpuestos por el Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de Santiago y por el inculpado NELSON SAN-
TOS, contra sentencia dictada en fecha veinte y dos del mes 
de Diciembre del año mil novecientos cuarenta y tres, por 
el Juzgado de Primera Inátancia del Distrito Judicial de 
Santiago; 3ro: que debe' modificar y modifica la antes ex-
presada sentenca en lo que respecta 'al inculpado Nelson 
Santos y'a la pena impuesta; y, EN CONSECUENCIA, de -
be declarar y declara que éste inculpado es culpable del de-

' lito de robo de una silla de montar, un freno y un panó, cuyo 
valor excede de veinte pesos, pero sin pasar de mil pesos, 
en perjuicio de RICARDO HONORIO ESTRELLA, hecho 
previsto y sancionado por los artículos 379 y 401, 2da. par-
te, modificado, del Código Penal, y, como tal, lo condena a 
la pena de TRES MESES DE PRISION CORRECCIONAL y 
CINCUENTA PESOS DE MULTA; y Oto: que debe conde-
narlo y lo condena, además, al pago de las costas"; d), que 
contra la preindicada sentencia en defecto de la Corte de 
Apelación de Santiago interpuso recurso de oposición el in-
culpado Santo; que de ese recurso conoció la mencionada 
Corte Apelación en fecha veintiuno de abril del año en 
curso (1944), y, por sentencia contradictoria de fecha vein-
ticuatro del mismo mes y año, lo decidió de la manera si-1 
guiente: "1ro: que debe declarar y declara regular y váli-
do, en cuanto a la forma, el recurso de oposición interpuesto 
por el inculi;ado NELSON SANTOS, contra la sentencia dic-
tada en defecto por esta Corte, en atribuciones correcciona-
les, el día veintidós de febrero del presente año (1944); 2do: 
que debe modificar y modifica, en cuanto a la pena, la antes 
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mencionada sentencia; y, en consecuencia, condena al incul- 
pado NELSON SANTOS, de generales expresadas, a la pena  
de UN MES DE PRISION CORRECCIONAL y VEINTE y 
CINCO PESOS DE MULTA, por el delito de robo de varios 
efectos, cuyo valor excede de veinte pesos, pero sin pasar de 
mil, en perjuicio de RICARDO HONORIO ESTRELLA, aco-
giendo en su provecho circunstancias atenuantes; y 3ro: 
que debe condenar y condena al referido inculpado al pag o 

 de las costas"; 

Considerando, que contra la mencionada sentencia de 
la. Corte a quo, ha interpuesto el inculpado Nelson Santos 
el presente recurso de casación, por declaración hecha en la 
secretaría de la misma Corte en fecha veinticuatro de abril 
de mil novecientos cuarenta y cuatro, recurso que intenta 
"por no estar conforme con la referida sentencia"; 

Considerando, que los artículos 379 y 401 párrafo 2do., 
reformado del Código Penal, establecen, el primero que: "el 
que con fraude sustrae una cosa que no le pertenece, se hace 
reo de robo": y el segundo que: "Los demás robos no especi-
ficados en la presente sección (se'cción la., capítulo 2o, Li-
bro 3o. del Código Penal), así como sus tentativas, se cas-
tigarán conforme a la siguiente escala:... 2.—Con prisión 
de tres meses a un año y multa de cincuenta a cien pesos, 
cuando el valor de la cosa o las cosas robadas exceda de 
veinte pesos, pero sin pasar de mil pesos"; 

Considerando, que en la sentencia atacada consta: a) ■ que no obstante la negativa del prevenido Santos, resulta 
de los debates y de las demás circunstancias del proceso, que 
en la mañana del día primero de septiembre del año mil no-
vecientos cuarenta y tres dicho prevenido le sustrajo al se-
kor Ricardo Honorio Estrella, una silla de montar, un panó 
y un freno, para lo cual aprovechó el momento en que la 
mula que el referido señor Estrella montaba y que había de-
jado sola en la calle "30 de Marzo", esquina a "Máximo Gó-
mez" se le hubo escapado; y b), que ese hecho, así caracte- 



Sobre el-recurso de casación interpuesto por el Licen-
ciado Enrique A. Curiel, dominicano, ingeniero civil• y abo- 
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rizado, constituía el delito de robo previsto y sancionado 
por los artículos 379 y 401, párrafo 2o. del Código Penal, en 
vista de que se estableció que el valor de los efectol robados 
excede de $20.00 sin pasar de mil; 

Considerando, que en matéria penal, y salvo los pode-
res de la jurisdicción de casación sobre las cuestiones de de-
recho, la comprobación de los elementos materiales de la in-
fracción, así como la determinación del sentido y alcance 
de los medios de prueba legalmente sometidos al debate, en-
tran en el dominio exclusivo de los jueces del fondo, a 'Me-
nos que éstos, en su apreciación, hayan incurrido en el vi-
cio de la desnaturalización, circunstancia esta última que 
no ocurre en el presente caso; 

Considerando, que el artículo 463 del Código Penal, es-
tablece que: "Cuando en favor del acusado existan circuns -
tancias atenuantes, los tribunales modificarán las penas 
conforme a la siguiente escala: ..... 6.— Cuando el Có-
digo pronuncie simultáneamente las penas de prisión y mul-
ta, los tribunales correccionales, en el caso de que existan 
circunstancias 'atenuantes, están autorizados para reducir el 
tiempo de la prisión a menos de 6 días, y la multa a menos 
de $5, aun en el caso de reincidencia etc."; 

Considerando, que la Corte de Apelación de Santiago 
reconoció circunstancias atenuantes en beneficio del preve-
nido Nelson Santos, y por aplicación del artículo 463 y de su 
ya citada escala sexta, rebajó las penas señaladas por el ar-
tículo 401, reformado, del Código Penal, al delito del cual 
reconocier, autor responsable a Nelson Santos, a un mes de 
prisión correccional y $25.00 de multa; 

Considerando, que lo anteriormente expresado pone de 
manifiesto que la sentencia impugnada ha hecho, en el pre-
sente caso, una correcta aplicación de la ley, tanto en lo que 
se refiere a la calificación del hecho como en lo relativo a 
las penas pronunciadas; y siendo, además, regular en la for-
ma, el presente recurso de casación debe ser rechazado; 
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Por* tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el nombrado Nelson Santos, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
v&nticuatro de abril de mil novecientos cuarenta y cuatro, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo fi-
gura copiado en otro lugar del presente fallo,; Segundo: 
condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.—F. 
Tarares hijo.-.- Temístocles Messina.— Juan A. Moret.— 
Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada, 
leida y publicáda por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San-
to Domingo, hoy día trientiuno del mes de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y cuatro, año 101. de la Independencia, 
82o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, corno corte de casación, la sentencia 
siguiente: 



Sobre el-recurso de casación interpuesto por el Licen-
dado Enrique A. Curiel, dominicano, ingeniero civil- y abo- 
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rizado, constituía el delito de robo previsto y sancionado 
por los artículos 379 y 401, párrafo 2o. del Código Penal, en 
vista de que se estableció que el valor d'e los efectos" robados 
excede de $20.00 sin pasar de mil; 

Considerando, que en materia penal, y salvo los pode-
res de la jurisdicción de casación sobre las cuestiones de de-
recho,, la comprobación de los elementos materiales de la in-
fracción, así como la determinación , del sentido y alcance 
de los medios de prueba legalmente sometidos al debate, en-
tran en el dominio exclusivo de los jueces del fondo, a Me-
nos que éstos, en su apreciación, hayan incurrido en el vi-
cio de la desnaturalización, circunstancia esta última que 
no ocurre en el presente caso;' 

Considerando, que el artículo 463 del Código Penal, es-
tablece que: "Cuando en favor del acusado existan circuns-
tancias atenuantes, los tribunales modificarán las penas 
conforme a la siguiente escala•  6.— Cuando el Có -
digo pronuncie simultáneamente las penas de prisión y mul-
ta, los tribunales correccionales, en el caso de que existan 
circunstancias 'atenuantes, están autorizados para reducir el 
tiempo de la prisión a menos de 6 días, y la multa a menos 
de $5, aun en el caso de reincidencia etc."; 

Considerando, que la Corte de Apelación de.  Santiago 
reconoció circunstancias atenuantes en beneficio del preve-
nido Nelson Santos, y por aplicación del artículo 463 y de su 
ya citada escala sexta, rebajó las penas señaladas por el ar-
tículo 401, reformado, del Código Penal, al delito del cual 
reconoció autor responsable a Nelson Santos, a un mes de 
prisión correccional y $25.00 de multa; 

‘ ,4 

Considerando, que lo anteriormente expresado pone de 
manifiesto que la sentencia impugnada ha hecho, en el pre-
sente caso, una correcta aplicación de la ley, tanto en lo que 
se refiere a la calificación del hecho como en lo relativo a 
las penas pronunciadas; y siendo, además, regular en la for-
ma, el presente recurso de casación debe ser rechazado; 
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Por* tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca- 
sa.ción interpuesto por el nombrado Nelson Santos, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha 
v&nticuatro de abril de mil novecientos cuarenta y cuatro, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo fi-
gura copiado en otro lugar del presente fallo; Segundo: 
condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.—F. 
Tavares Temístocles Messina.— Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureña.—. J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva-
rez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada, 
leida y publicáda por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Yroilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San-
to Domingo, hoy día trientiuno del mes de agosto de mil no-
vecientos cuarelta y cuatro, año 101. de la Independencia, 
82o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, corno corte de casación, la sentencia 
siguiente: 
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rizado, constituía el delito de robo previsto y sancionado 
por los artículos 379 y 401, párrafo 2o. del Código Penal, en 
vista de que se estableció que el valor de los efectol robados 
excede de $20.00 sin pasar de mil; 

Considerando, que en materia penal, y salvo los pode-
res de la jurisdicción de casación sobre las cuestiones de de'- 
recho,, la comprobación de los elementos materiales de la in-
fracción, así como la determinación , del sentido y alcance 
de los medios de prueba legalmente sometidos al debate, en-
tran en el dominio exclusivo de los jueces del fondo, a Me-
nos que éstos, en su apreciación, hayan incurrido en el vi-
cio de la desnaturalización, circunstancia esta última que 
no ocurre en el presente caso; 

Considerando, que el artículo 463 del Código Penal, es-
tablece que: ''Cuando en favor del acusado existan circuns-
tancias atenuantes, los tribunales modificarán las penas 
conforme a la siguiente escala  6.— Cuando el Có-
digo pronuncie simultáneamente las penas de prisión y mul-
ta, los tribunales correccionales, en el caso de que existan 
circunstancias atenuantes, están autorizados para reducir el 
tiempo de la prisión a menos de 6 días, y la multa a menos 
de $5, aun en el caso de reincidencia etc."; 

Considerando, que la Corte de Apelación dé Santiago 
reconoció circunstancias atenuantes en beneficio del preve-
nido Nelson Santos, y por aplicación del artículo 463 y de su 
ya citada escala sexta, rebajó las penas señaladas por el ar-
tículo 401, reformado, del Código Penal, al delito del cual 
reconoci4 autor responsable a Nelson Santos, a un mes de 
prisión correccional y $25.00 de multa; 

Considerando, que lo anteriormente expresado pone de 
manifiesto que la sentencia impugnada ha hecho, en el pre-
sente caso, una correcta aplicación de la ley, tanto en lo que 
se refiere a la calificación del hecho como en lo relativo a 
las penas pronunciadas; y siendo, además, regular en la for-
ma, el presente recurso de casación debe ser rechazado; 

Poro tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el nombrado Nelson Santos, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
v&nticuatro de abril de mil novecientos cuarenta y cuatro, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo fi-
gura copiado en otro lugar del presente fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.—F. 
Tavares Temístocles Messina.— Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureña.—. J. Pérez Nolasco.r Eug. A. Alva-
rez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada, 
leida y publicáda por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre dé la República, la Suprema Corte de Jus7 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; FI•oilán Tavares hijo, Se- 
gundo Sustituto de Presidente; Temístocles Messina, Juan 
A. Morel, Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asis- 
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 

•• celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San- 
' to Domingo, hoy día trientiuno del mes de agosto de mil no- 
vecientos cuarelta y cuatro, año 101. de la Independencia, 
82o. de la Restauración y 15o. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la sentencia 
siguiente: 

Sobre el-recurso de casación interpuesto por el Licen-
élado Enrique A. Curiel, dominicano, ingeniero civil- y abo- 
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gado, domiciliado en Ciudad Trujillo, portador de la cédula 
personal de identidad No. 2328, serie 1, con sello de R. I. No. 
2347, conk• sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, 
de fecha siete de septiembre de mil novecientos cuarenta y 

tres; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
' ciado Max. It. Garrido, portador de la cédula personal de 

identidad No. 14554, serie 1, sello de R. I. No. 327, quien ac-
túa por sí por el -Licenciado Enrique A. Curiel, abogados de 
este último, como recurrente, memorial en que se alegan las 
violaciones de la ley que después se dirán; 

Visto el Memorial de Defensa, presentado por el Licen-
ciado Raftiel F. Bonnelly, portador de la cédula-persom¿l de 
identidad No. 128, serie 31, sello de Rentas Internas No. 454; 
abogado de la intimada señora Blanca Zaida Fondeur de 
Curiel, de oficios domésticos, dominicana, domiciliada y resi-
dente en Villa Consuelo, poblado de la común de Santiago, 
portadora de la cédula personal No. 22012, serie 1, con sello 
No. 374701; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

Oido el Licenciado Max. 	Garrido, por sí y por el. Li- 
cenciado Enrique A. Curiel, abogados de la parte 'intimante, 
en la lectura de sus conclusiones; quienes habían' depositado 
un memorial de ampliación; 

Oído el Magistrado Procurador General•de la Repúbli-
ca, Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

. La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe -
rado, y vistos los artículos 2, acápite g), 4, 6, 10, 12 y 15 y 
41 de la Ley de Divorcio; 131, 405 y 470 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en la + sentencia impugnada consta : 
 a). que en fecha once del mes de enero del año mil nove-

cientos cuarentl y tres, a requerimiento del Licenciado En-
rique A. Curiel, ingeniero civil y abogado, el alguacil ordi-
nario de la Corte de Apelación de Santiag6, señor Ismael 
Carlos Díaz, citó y emplazó a la señora Blanca Zaida Fon-
deur de Curiel, domiciliada 37  residente en Villa González, 
jurisdicción de Santiago, para que el día treinta del expre-
sado mes, a las `nueve de la mañana, compareciera ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, en sus atribuciones civiles a fin de que (por los mo-
tivos que se expresan en la demanda), "oiga mi requerida, 
señora Blanca Zaida Fondeur de Curiel, ser pedido por mi 
requeriente, señor Licenciado Enrique A. Curiel y ser re-
suelto por el Tribunal, PRIMERO: La Admisión del divor-
cio entre mi requeriente y la requerida; por las causas de-
terminadas de incompatibilidad de caracteres e injurias gra-
ves, o por una de dichas causas solamente.— SEGUNDO; 
Que se disponga que la guarda y el cuidado del niño Rafael 
Arturo, procreado por los referidos esposos durante el ma-
trimonio, quede a cargo de su madre, parte demandada;—
TERCERO: Que sean compensadas las costas causadas en 
esta instancia y las por causarse en los actos que sean con-
secuencia de ella, a menos que la presente demanda sea obje-
to de contestación por parte de mi requerida"; b), que en 
la audiencia, a puertas cerradas, celebrada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distíito Judicial de Santiago, se cono-
ció de la referida demanda de divorcio; y en fecha siete de 
mayo de mil novecientos cuarenta y tres, el referido Jbzga-
do de

.
Primera Instancia, falló dicha demanda en la forma 

siguiente: "PRIMERO:— Que debe admitir y admite el di-
vorcio entre los esposos Sr. Licenciado ÉNRIQUE A- CU-
RIEL y señora BLANCA ZAIDA FONDEUR DE CURIEL, 
por incompatibilidad de caracteres de dichos esposos, y por 
injurias graves de la esposa ;— SEGUNDO:— Que debe ad-
judicar y adjudica a la señora Blanca Zaida Fondeur de Cu-
í:lel, hasta su mayor edad o emancipación legal, la guarda 
personal del hijo procreado por estos esposós en su matri- 
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gado, domiciliado e'n Ciudad Trujillo, portador de la cédula 
• personal de identidad No. 2328, serie 1, con sello de R. I. No. 

2347, con :a sentencia de la Corte de Apelación de Santiag 
de fecha siete de septiembre de mil novecientos cuarenta 
tres; 

*Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
1  ciado Max. 11. Garrido, portador de la cédula personal de 

identidad No. 14554, serie 1, sello de R. I. No. 327, quien ac-
túa por sí por efiLicenciado Enrique A. Curiel, abogados de 
este último, como recurrente, memorial en que se alegan las 
violaciones de la ley que después se dirán; 

Visto el Memorial de Defensa, presentado por el Licen-
ciado Rafael F. Bonnelly, portador de la cédula-personal de 
identidad No. 128, serie 31, sellode Rentas Internas No. 454; 
abogado de la intimada señora BlanCa Zaida Fondeur .de 
Curiel, de oficios domésticos, dominicana, domiciliada y resi-
dente en Villa Consuelo, poblado de la común de Santiago, 
portadora de la cédula personal No. 22012, serie 1, con sello 
No. 374701; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

• \ 
Oido el Licenciado Max. ,R. Garrido, por sí y por el. U.- 

ce'nciado Enrique A. Curiel, abogados de la parte 'intimante, 
en la lectura de sus conclusiones,' quienes habían' depositado 
un memorial de ampliación; 

Oido el Magistrado Procurador General•de la Repúbli-
ca, Licenciadó Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe -
rado, y vistos los artículos 2, acápite g), 4, 6, 10, 12 y 15 y 
41 de la Ley de Divorcio; 131, 405 y 470 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada consta: 
a), que en fecha once del mes de enero del año mil nove-
cientos cuarent* y tres, a requerimiento del Licenciado En-
rique A. Curiel, ingeniero civil y abogado, el alguacil ordi-
nario de la Corte de Apelación de SantiagO, señor Ismael 
Carlos Díaz, citó y emplazó a la señora Blanca Zaida Fon-
deur de Curiel, domiciliada y residente - en Villa González, 
jurisdicción de Santiago, para que el día treinta del expre-
sado mes, a las "nueve de la mañana, compareciera ante el 
Juzgado de.  Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, en sus atribuciones civiles a fin de que (por los mo-
tivos que se expresan en la demanda), "oiga mi requerida, 
señora Blanca Zaida Fondeur de Curiel, ser pedido por mi 
requeriente, señor Licenciado Enrique A. Curiel y ser re-
suelto por el Tribunal, PRIMERO: La Admisión del divor-
cio entre mi requeriente y la requerida; por las causas de-
terminadas de incompatibilidad de caracteres e injurias gra-
ves, o por una de dichas causas solamente.— SEGUNDO: 
Que se disponga que la guarda y el cuidado del niño Rafael 
Arturo, procreado por los referidos esposos durante el ma-
trimonio, quede a cargo de su madre, parte demandada;—
TERCERO: Que sean compensadas las costas causadas en 
esta instancia y las por causarse en los actos que sean con-
secuencia de ella, a menos que la presente demanda sea obje-
to de contestación por parte de mi requerida"; b), que en 
la audiencia, a puertas cerradas, celebrada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago. se cono-
ció de la referida demanda de divorcio; y en fecha "siete dé 
mayo de mil novecientos cuarenta y tres, el referido Jbzga-
do de Primera Instancia, falló dicha demanda en la forma 
siguiente: "PRIMERO:— Que debe admitir y admite el di-
vorcio entre los esposos Sr. Licenciado INRIQUE A- CU-
RIEL y señora BLANCA ZAIDA FONDEUR DE CURIEL, 
por incompatibilidad de caracteres de dichos esposos, y por 
injurias graves de la esposa ;— SEGUNDO:— Que debe ad-
judicar y adjudica a la señora Blanca Zaida Fondeur de-Cu- 

hasta su mayor edad o emancipación legal, la guarda 
personal del hijo procreado por estos esposós en su matri- 
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monio, de nombre Rafael Arturo:— TERCERO:— Que de-
be autorizar y autoriza al demandante Sr. Lic. Enrique A. 
Curiel, a presentarse dentro del plazo legal y una vez cum-
plidas todas las formalidades de ley, ante uno de los Oficia-
les del Estado Civil de esta común, para hacer pronunciar el 
divorcio y transcribir la presente sentencia en' el registro 
correspondiente;— ordenando la publicación del dispositivo 
de esta sentencia en uno de los periódicos de esta localidad, 
y depósito de un ejemplar del mismo en la Secretaría de es-' 
te Tribunal.— y CUARTO:— Que debe compensar y com-
pensa las costas causadas en este procedimiento"; c), que 
contra la antedicha sentencia interpuso recurso ,  de apelación 
la señora Blanca Zaida Fondeur de Curiel; recurso del cual 
conoció la Corte de Apelación de Santiago en la audiencia 
pública del vientiseis de junio de mil novecientos cuarenta 
y tres, con la asistencia de les abogados de las -partes, los 
cuales formularon sus conclusiones al fondo; que comuni-
cado el expediente al Magistrado Procurador. General de la . t Corte, éste dictaminó en la audiencia pública del día cuatro 
de' septiembre de mil novecientos cuarenta y tres; y d) que 
en fecha siete de los mismos mes y año, la ya expresada Cor-
te de Apelación de Santiago decidió el recurso de que se tra-
ta de la manera siguiente: "PRIMERO: que debe declarar 
y declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por la señora Blanca Zaida Fondeur de 
Curiel contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha siete 
de mayo de mil novecientos cuarenta y tres; SEGUNDO: 
que debe revocar y revoca en todas sus partes la expresada 
sentencia, y obrando por propia autoridad, rechaza la de-
manda en divorcio incoada por el Licenciado Enrique A. Cu-
riel contra su esposa Blanca Zaida Fondeur de Curiel por fal-
ta-de fundamento; TERCERO: que debe Compensar y com-
pen.sa totalmente las costas, por tratarse de litis entre es-
posos" 

Considerando, qué contra la antedicha sentencia de la ti 
Corte de Apelación de Santiago ha interpuesto el Licdo. En- 
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rique A. Curiel el presente recurso de casación, el cual fun-
damenta en los siguientes medios: en lo que se refiere sz 
"violaciones de forma", primer medio: Violación del artículo 
4 de la Ley de Divorcio, en relación con las disposiciones con-
tenidas en eYartículo 470 del Código de Procedimiento Civil; 
segundo medio: Violación del artículo 6 de. la misma Ley; 
tercer medio: Violación del artículo 10 de la Ley de Divor-
cio; cuarto medio: Violación del artículo 12 de la indicada. 
ley ; y, quinto medio: Violación del artículo 41 de la Ley de , 

 Divorcio— En lo relativo a las "violaciones de fondo"; sex-
to medio: Violación del artículo 2 de.la Divorcio en su acá-
pite (b) y el artículo441 del Código de Procedimiento Civil; 
y séptimo medio: Violación del artículo 2 de la Ley de Divor-
cio en su acápite (g) y el artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, en relación con este aspecto de la sentencia; 

En cuanto a los cinco primeros medios del recurso, rela-
tivos a la forma, y qué es procedente examinar conjunta-
mente en razón de la conexidad de las cuestiones que plan-
tean: 

Considerando, que él recurrente invoca la violación de 
los artículos- 4, 6, 10, '12 y 41 de la Ley de Divorcio y 470 del 
Código de Procedimiento Civil, 'y alega como fundamento 
de sus alegaciones, esencialmente; a) que la audiencia en la 
cual se conoció del recurso de apelación de la señora Blanca. 
Zaida Fondeur de Curiel fué pública y no a puertal cerra-
das; b) que la apelante no compareció a la audiencia en per-
sona, con la asistencia de su abogado, ni se hizo representar 
por un apoderado especial, con poder auténtico; c) que el 
Procurador General de la Corte de Apelación de Santiago 
dictaminó después de haber expirado el plazo de cinco días 
francos:. d) que este Magistrado produjo su dictamen en au-
diencia pública, en vez de haberlo hecho simplemente por es-
crito; y e) que todas estas irregularidades están sancionadas 
con la nulidad, según lo dispone el artículo 41 de la Ley de 
Divorcio; 

1.- 
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'nonio, de nombre Rafael Arturo;— TERCERO:— Que de-
be autorizar y autoriza al demandante Sr. Lic. Enrique A. 
Curiel, a presentarse dentro del plazo legal y una vez cum-
plidas todas las formalidades de ley, ante uno de los Oficia-
les del Estado Civil de esta común, para hacer pronunciar el 
divorcio y transcribir la presente sentencia en' el registro 
correspondiente ;— ordenando la publicación del dispositivo 
de esta sentencia en uno de los periódicos de esta localidad, 
y depósito de un ejemplar del mismo en la Secretaría de es-
te Tribunal.— y CUARTO:— Que debe compensar y com-
pensa las costas causadas en este procedimiento"; c), que 
contra la, antedicha sentencia interpuso recurso de apelación 
la señora Blanca Zaida Fondeur de Curiel; recurso del cual 
conoció la Corte de Apelación de Santiago en la audiencia 
pública del vientiseis de junio de mil novecientos cuarenta 
y tres, con la asistencia de les abogados de las -partes, los 
cuales formularon sus conclusiones al fondo; que comuni-
cado el expediente al- Magistrado Procurador. General de la 
Corte, éste dictaminó en la audiencia pública del día cuatro 
de septiembre de mil novecientos cuarenta y tres; y d) que 
en fecha siete de los mismos mes y año, la ya expresada Cor-
te de Apelación de Santiago decidió el recurso de que se tra-
ta de la manera siguiente: "PRIMERO: que debe declarar 
y declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por la señora Blanca Zaida Fondeur de 
Curiel contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha siete 
de mavo de mil novecientos cuarenta y tres; SEGUNDO: 
que debe revocar y revoca en todas sus partes la expresada 
sentencia, y obrando por propia autoridad, rechaza la de-
manda en divorcio incoada por el Licenciado Enrique A. Cu-
riel contra su esposa Blanca Zaida Fondeur de Curiel por fal-
ta de fundamento; TERCERO: que debe Compensar y com-
pensa totalmente las costas, por tratarse de litis entre es-
posos"; 

Considerando, qué contra la antedicha sentencia de la 
Corte de Apelación de Santiago ha interpuesto el Licdo. En - 

rique A. Curiel el presente recurso de casación, el cual fun-
damenta en los siguientes medios: en lo que se refiere 

• "violaciones de forma", primer medio: Violación del artículo 
4 de la LO de Divorcio, en relación con las disposiciones con-
tenidas en el/artículo 470 del Código de Procedimiento Civil; 
segundo medio: Violación del artículo 6 de- la misma Ley; 
tercer medio: Violación del artículo 10 de la Ley de Divor-
cio; cuarto medio: Violación del artículo 12 de la indicada. 
ley; y, quinto medio: Violación del artículo 41 'de la Ley de 
Divorcio— En lo relativo a las "violaciones de fondo"; sex-
to medio: Violación del artículo 2 de .la Divorcio en su acá-
pite (b) y el artículo441 del Código de Procedimiento Civil; 
y séptimo medio: Violación del artículo 2 de la Ley de Divor-
cio en su acápite (g) y el artículo 141 del, Código de Proce-
dimiento Civil, en relación con este aspecto de la sentencia; 

En cuanto a los cinco primeros medios del recurso, rela-
tivos a la forma, y qué es procedente examinar conjunta-
mente en razón de la conexidad de las cuestiones que plan-
tean: 

Considerando, que el recurrente invoca la violación de 
los artículos-4, 6, 10,12 y 41 de la Ley de Divorcio y 470 del 
Código de Procedimiento Civil, 'y alega como fundamento, 

 de sus alegaciones, esencialmente: a) que la audiencia en la 
cual se conoció del recurso de apelación de la señora Blanca. 
Zaida Fondeur de Curiel fué pública y no a puertal cerra-
das; b) que la apelante no compareció a la audiencia en per-
sona, con la asistencia de su abogado, ni se hizo representar 
por un apoderado especial, con poder auténtico; c) que el 
Procurador General de la Corte de Apelación de Santiago 
dictaminó después de haber expirado el plazo de cinco días 
francos; d) que este Magistrado produjo su dictamen en au-
diencia pública, en vez de haberlo hecho simplemente por es-
crito; y e)' que todas estas irregularidades están sancionadas-
con la nulidad, según lo dispone el artículo 41 de la Ley de 
Divorcio; 
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Considerando, que el artículo 15 de la Ley de Divorcio 
• establece que, "Toda sentencia de divorcio por causa deter-
_Minada se considerará contradictoria; comparezca o no el 
demandado, y será susceptible de apelación; esta apelación 
se sustanciará y juzgará por la Corte de Apelación respec-
tiva, como materia sumaria" ; que lo dispuesto en este tex-
to legal pone de manifiesto que, en materia de divorcio, el 
procedimiento estatuido para ser observado en primera ins-
Iancia, y que regulan entre otros, los artículos 4, 6, 10 y 12 
de la Ley de Divorcio no es el mismo, como infundadamente 
sostiene el recurrente, que debe ser observado en apelación, 
sino que es el procedimiento relativo a la materia sumaria, ins-
tituido por el Código de Procedimiento Civil en sus artículos 
404 al 413 y que ha sido fijado para la apelación en materia 
dé divorcio, ya que, en este grado de la demanda de divorcio, 
se hace indispensable un procedimiento más rápido y menos , 

complicado; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugna-
da revela que la Corte a quo conoció la demanda de divorcio 
de que se trata ciñéndose para ello a las reglas concernien-A0 1 

 tes al procedimiento sumario; que, en efecto, y entre otras 
formalidades, el recurso de apelación de la señora Blanco 
Zaida Fondeur de Curiel fué visto en audiencia pública, con 
la asistencia a la misma audiencia de los abogados de las 
partes; los cuales concluyeron en la misma audiencia; y b) 
que el dictamen del Magistrado Procurador de la Corte, que 
en el caso era indispensable por tratarse de una cuestión 
que interesaba al estado de las personas, fué leído en au-
diencia pública, de conformidad con él procedimiento segui -
do y de la Ley de Organización Judicial, Art. 59; ,que, por 
tanto,• la Corte de Apelación de Santiago, al conocer, en la 
forma indicada, de el recurso de apelación de que se trata, 
realizó con ello una correcta aplicación de la ley, y no ha 
podido violar, en forma alguna, los artículos 4, 6, 10 y 12 de 
la Ley de Divorcio, aplicables únicamente al procedimien -
to de divorcio en primera instancia; ni violar asimismo los 
artículos 41 de la misma ley y 470 del Código de Procedi - 
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miento Civil; que, además, el actual recurrente, que figuró 
como intimado en apelación, reconoció la regularidad del 
procedimiento que ahora impugna, al concluir al fondo de la 
demanda en la forma que lo hizo, lo cual basta para desesti-
mar sus actuales pretensiones sobre los medios dichos; 

Considerando, que por las razones anteriormente ex-' 
puestas, los cinco medios del presente recurso de casación. 
relativos a la forma, carecen de fundamento legal, y en con-
secuenciacia, deben ser rechazados; 

En cuanto a los medios del 'recurso que el recurrente 
califica como medios de fondo; 

Considerando, que por el sexto medio el intimante ale-
ga la violación de los artículos 2, acápite b) de la Ley de 
Divorcio y 141 del Código de Procedimiento Civil; que, por 
el séptimo y último medio, el recurrente alega la violación, 
por la sentencia impugnada, del artículo 2, acápite g, de la 
Ley de Divorcio, ya que, "La Corte de Apelación de Santia-
go en el cuarto considerando de su sentencia, después de re-
conocer que el testigo Gerardo Fernández Pichardo declaró 
en el Juzgado de Primera Instancia que la esposa demanda-
da le había dicho "que su esposo era un hombre prostituido 
y sin vergüenza", niega que tales expresiones constituyen 
injurias graVes porque "ni fueron dirigidas al esposo Licen- 
ciado Curiel ni proferidas públicamente ó siquiera en la in-
tención de que recibiera publicidad, sino en el cursó de una 
conversación familiar"; y a que "... ni el. texto del acá-
pite g del referido artículo 2, sujeta a esa condición la exis-
tencia de injurias graves, ni la jurisprudencia tampoco ha 
podido decir que la publicidad de las injurias, sea' una condi-
ción esencial de éstas para' que puedan ser reputadas como 
tales"; 

/' 

Considerando, que la sentencia impugnada expresa en 
cuarta consideración, "que la incompatibilidad de caracte-
res y las injurias graves de parte de uno de los esposos son 

1707 
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Considerando, que el artículo 15 de la Ley de Divorcio 
establece que, "Toda sentencia de divorcio por causa deter-
minada se considerará contradictoria; comparezca o no el 
demandado, y será susceptible de apelación; esta apelación 
se sustanciará y juzgará por la Corte de Apelación respec-
tiva, como materia sumaria"; que lo dispuesto en este tex-
to legal pone de manifiesto que, en materia de divorcio, el 
procedimiento estatuido para ser observado en primera ins-
tancia, y que regulan entre otros, los artículos 4, 6, 10 y 12 
de la Ley de Divorcio no es el mismo, como infundadamente 
sostiene el recurrente, que debe ser observado en apelación, 
sino que es el procedimiento relativo a la materia sumaria, ins-
tituido por el Código de Procedimiento Civil en sus artículos 

404 al 413 y que ha sido fijado para la apelación en materia 
dé divorcio, ya que, en este grado de la demanda de divorcio, 
se hace indispensable un procedimiento más rápido y menos 

complicado; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugna-
¿da revela que la Corte a quo conoció la demanda de divorcio 
dé que se trata ciñéndose para ello a las reglas concernien-
tes al procedimiento sumario; que, en efecto, y entre otras 
formalidades, el recurso de apelación de la señora Blanco 
Zaida Fondeur de Curiel fué visto en audiencia pública, con 

- la asistencia a la misma audiencia de los abogados de las 
partes, los cuales concluyeron en la misma audiencia; y b) , 

-que el dictamen del Magistrado Procurador de la Corte, que 
en el caso era indispensable por tratarse de una cuestión 
-que interesaba al estado de las personas, fué leído en au-0 
diencia pública, de conformidad con él procedimiento segui - 

do y de la Ley de Organización Judicial, Art. 59; que, por 
tanto, la Corte de Apelación de Santiago, al conocer, en la 
forma indicada, de el recurso de apelación de que .  se  trata, 

realizó con ello una correcta aplicación de la ley, y no ha 
podido violar, en forma alguna, los artículos 4, 6, 10 y 12 de 
la Ley de Divorcio, aplicables únicamente al procedimien -

to de divorcio en primera instancia; ni violar asimismo los 
artículos 41 de la misma ley y 470 del Código de Procedi - 

miento Civil; que, además, el actual recurrente, que figuró 
como intimado en apelación, reconoció la regularidad del 
procedimiento que ahora impugna, al concluir al fondo de la 
demanda en la forma que lo hizo, lo cual basta para desesti-
mar sus actuales pretensiones sobre los medios dichos; 

Considerando, que por las razones anteriormente ex-' 
puestas, los cinco medios del presente recurso de casación. 
relativos a la forma, carecen de fundamento legal, y en con-
secuenciacia, deben ser rechazados; 

En cuanto a los medios del recurso que el recurrente 
califica corno medios de fondo; 

Considerando, que por el sexto medio el intimante ale-
ga la violación de los artículos 2, acápite b) de la Ley de 
Divorcio y 141 del Código de Procedimiento Civil; que, por 
el séptimo y último medio, el recurrente alega la violación, 
por la sentencia impugnada, del artículo 2, acápite g, de la 
Ley de Divorcio, ya que, "La Corte de Apelación de Santia-
go en el cuarto considerando de su sentencia, después de re-
conocer que el testigo Gerardo Fernández Pichardo declaró 
en el Juzgado de Primera Instancia que la esposa demanda-
da le había dicho "que su esposo era un hombre prostituido 
y sin vergüenza", niega que tales expresiones constituyera 
injurias graves porque "ni fueron dirigidas al esposo Licen- - 
ciado Curiel ni proferidas públicamente ó siquiera en la in-
tención de que recibiera publicidad, sino en el cursó de una 
conversación familiar"; y a que "... ni el texto del acá-
pite g del referido artículo 2, sujeta a esa condición la exis-
tencia de injurias graves, ni la jurisprudencia tampoco ha 

ido decir que la publicidad de las injurias, sea' una condi-
ción esencial de éstas para' que puedan ser reputadas como 
tales"; 

Considerando, que la sentencia impugnada expresi 'n 
cuarta consideración, "que la incompatibilidad de caracte- • 
es y las injurias graves de parte de uno de los esposos son 
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causas determinadas de divorcio; y como también se ha ale-
gado a cargo de la esposa Blanca ,Zaida Fondeur injurias 
graves á su esposo Lic. Enrique A. Curiel, procede exami-
nar el caso; que el testigo Gerardo Fernández Pichardo afir-
mó en la audiencia a puertas cerradas, celebrada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, que la esposa demandada le dijo "que su esposo era un 
hombre prostituido y sin vergüenza" y la esposa confesó 
haber dicho al expresado testigo "que era un hombre irres-
ponsable de sus hechos", expresiones éstas que el juez a quo 
estima altamente injuriosas; pero es preciso reconocer, con 

la doctrina del país de.  origen de _nuestra legislación, que la 
publicidad es un elemento de la injuria grave cuando se tra-
ta de un ultraje verbal o escrito que no es dirijido por uno 
de los esposos al otro, y la jurisprudencia ha declarado, que 
ni la imputación de un adulterio constituye injuria grave 
cuando sólo reviste el carácter de expansión meramente con-
fidencial; que en la especie, como las expresiones atribuidas 

o admitidas por la esposa demandada, ni fueron dirigidas al 
esposo Lic. Enrique A. Curiel, ni proferidas públicamente o 
siquiera en la intención de que rbcibieran publicidad, sino en 
el curso de una conversación confidencial, se debe , admitir 
que no constituyen una injuria grave de naturaleza a moti-
var una demanda de divorcio; sobre todo cuando no se ha 
establecido que la esposa quisiera revestir de publicidad 
aquellas expresiones"; 

Conáderando, que el artículo. 2 de la Ley de Divorcio 
expresa que: "Las causas de divorcio son:  g) Las se-
vicias o injUrias graves cometidas por uno de los esposos 
respecto del otro"; que tal como lo expresa este cánon legal, 
para-que las injurias constituyan una causa determinada de 
divorcio es condición indispensable quesean graves; pero 
que, para que éstas conlleven los efectos que le atribuye la 
ley de divorcio en el artículo mencionado, no es exigido, que 
además de ser graves, sean públicas; ni que sean dirigidas 
directamente por un esposo al otro, puestó que la ley tam -

poco toma en consideración los medios por los cuales las in- 
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judas han sido llevadas a conocimiento del esposo injuriad o; 
 que, en el caso ocurrente la Córte a quo debió haberse limi-

tado a examinar únicamente si las expresiones que se alega-
ba haber dicho la 9,sposa demandada, én agravio del esposo 
demandante, constituían o no injurias con el carácter de 
gravedad que la ley les asigna para ser causa de divorcio; 
que al, no limitarse a ello la Corte de Apelación mencionada, 
y al subordinar las injurias que son causa de divorcio a con-
diciones que la ley no establecé, es procedente acoger el sép-
timo medio del recurso y, en consecuencia; pronunciar la ca-
sáción del fallo atacado, por violación del artículo 2, acápite 
g, de la. Ley de Divorcio; 

Por taleS -  motivos y sin que sea necesario examinar el 
sexto medió del recurso, Primero: casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santiago en fecha siete del mes 
de septiembre del ario mil novecientos cuarenta y tres, cu-
yó dispositivo figura copiado en otro lugar del presente fa-
llo: Segundo: envía el asunto a la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo; y Tercero: compensa las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina.-- 7  Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureña.-- J. Pérez Nolasco.- Eug. A. Alva-
dez—Secretario General. 

■ 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; -José Humberto Ducoudray, 
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causas determinadas de divorcio; y como también se ha ale-
gado a cargo de la esposa Blanca Zaida Fondeur injurias 
graves á su esposo Lic. Enrique A. Curiel, procede exami-
nar el caso; que el testigo Gerardo Fernández Pichardo afir-
mó en la audiencia a puertas cerradas, celebrada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, que la esposa demandada le dijo "que su esposo era un 
hombre prostituido y sin vergüenza" y la .  esposa confesó 

haber dicho al expresado testigo ."que era un hombre irres-
ponsable de sus hechos", expresiones éstas que él juez a quo 
estima altamente injuriosas; pero es preciso reconocer, con 

la doctrina del país de origen de nuestra legislación, que la 
publicidad es un elemento de la injuria grave cuando se tra-
ta de un ultraje verbal o escrito que no es dirijido por uno 
de los esposos al otro, y la jurisprudencia ha declarado, que 
ni la imputación de un adulterio constituye injuria grave 
cuando sólo reviste el carácter de expansión meramente con-
fidencial; que en la especie, como las expresiones atribuidas 

o admitidas por la esposa demandada, ni fueron dirigidas al 
esposo Lic. Enrique A. Curiel, ni proferidas públicamente o 
siquiera en la intención de que recibieran publicidad, sino en 

el curso de una conversación confidencial, se debe .admitir 
que no constituyen una injuria grave de naturaleza a moti-
var una demanda de divorcio; sobre todo cuando no se ha 
establecido que la esposa quisiera revestir de publicidad 
aquellas expresiones"; 

Conliderando, que el artículo 2 de la Ley de Divorcio 
expresa que: "Las causas de divorcio son.  g) Las se-
vicias o injurias graves cometidas por uno de los esposos 
respecto del otro"; que tal como lo expresa este cánon legal, 
para'que las injurias ,  constituyan una causa determinada de 
divorcio es condición indispensable queseah graves; pero 
que, para que éstas conlleven los efectos que le atribuye la 
ley de divorcio en el artículo mencionado, no es exigido, que 
además de ser graves, sean públicas; ni que sean dirigidas 
directamente por un esposo al otro, puestó que la ley tam -

poco toma en consideración los medios por los cuales las in- . 
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jurias han sido llevadas a conocimiento del esposo injuriado; 
que, en el caso ocurrente la Corte a quo debió haberse limi-
tado a examinar únicamente si las expresiones que se alega-
ba haber dicho la Isposa demandada, én agravio del esposo 
demandante, constituían o no injurias con el carácter de 
gravedad que la ley les asigna para ser causa de divorcio; 
que al, no limitarse a ello la Corte de Apelación mencionada, 
y al subordinar las injurias que son causa de divorcio a con-
diciones que la ley no establece, es procedente acoger el sép-
timo medio del recurso y, en consecuencia, pronunciar la ca-
Sación del fallo atacado, por violación del artículo 2, acápite 
g, de la Ley de Divorcio; 

Por tales motivos y sin que sea neéesario examinar el 
sexto medió del recurso, Primero: casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santiago en' fecha siete del mes 
de septiembre del año mil novecientos cuarenta y tres, -cu-
yo dispositivo figura copiado en otro lugar del presenté fa-
llo: Segundo: envía el asunto a la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo; y Tercero: compensa las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray,— F. 
Tavares hijo.— Temístocles Messina, /  Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureña.-- J. Pérez Nolasco,- Eug. A. Alva-
dez—Secretario General. 

-‘ 

— La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en. su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 

1709 
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causas determinadas de divorcio; y como también se ha ale-
gado a cargo de la esposa Blanca Zaida Fondeur injurias 
graves á su esposo Lic. Enrique A. Curiel, procede exami-
nar el caso; que el testigo Gerardo Fernández Pichardo afir-
mó en la audiencia a puertas cerradas, celebrada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, que la esposa demandada le dijo "que su esposo era un 
hombre prostituido y sin vergüenza" y la .  esposa confesó 
haber dicho al expresado testigo "que era un hombre irres-
ponsable de sus hechos", expresiones éstas que él juez a quo 
estima altamente injuriosas; pero es preciso reconocer, con 
la doctrina del país dé origen de nuestra legislación, que la 
publicidad es un elemento de la injuria grave cuando se tra-
ta de un ultraje verbal o escrito. que no es dirijido por uno 
-de los esposos al otro, y la jurisprudencia ha declarado, que 
ni la imputación de un adulterio constituye injuria grave 
cuando sólo reviste el carácter de expansión meramente con-
fidencial ; que en la especie, como las expresiones atribuidas 
o admitidas por la esposa demandada, fii fueron dirigidas al 
esposo Lic. Enrique A. Curiel, ni proferidas públicamente o 
siquiera en la intención de que recibieran publicidad, sino en 
el curso (le una conversación confidencial, se debe admitir 
que no constituyen una injuria grave dé naturaleza a moti-
var una demanda de divorcio; sobre todo cuando no se ha 
establecido que la esposa quisiera revestir de publicidad 
aquellas expresiones"; 

ConSiderando, que el artículo 2 de la Ley de Divorcio 
expresa que: "Las causas de divorcio son:  g) Las se-
vicias o injurias graves cometidas por uno de los esposos 
respecto del otro"; que tal como lo expresa este cánon legal, 
para-que las injurias,  constituyan una causa determinada de 
divorcio es condición indispensable que -sean graves; pero 
que, para que éstas conlleven los efectos que le atribuye la 
ley de divorcio en el artículo mencionado, no es exigido, que 
además de ser graves, sean públicas; ni que sean dirigidas 
directamente por un esposo al otro, puesto que la ley tam -

poco toma en consideración los medios por los cuales las in- . 

BOLETIN JUDICIAL 	1710 

jurias han sido llevadas a conocimiento del esposo injuriad o; 
 que, en el caso ocurrente la Corte a quo debió haberse limi-

tado a examinar únicamente si las expresiones que se alega-
ba haber dicho la Isposa demandada, én agravio del esposo 
demandante, constituían o no injurias con el carácter de 
gravedad que la ley les asigna para ser causa de divorcio; 
que al, no limitarse a ello la Corte de Apelación mencionada, 
y al subordinar las injurias que son causa de divorcio a con-
diciones, que la ley no establece, es procedente acoger el sép-
timo medio del recurso y, en consecuencia, pronunciar' la ca- 
álción del fallo atacado, por violación del artículo 2, acápite 
g, dé la Ley de Divorcio; 

Por taleS motivos y sin que sea neéesario examinar el 
sexto medió del recurso, Primero: casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santiago en' fecha siete del mes 
de septiembre del año mil novecientos cuarenta _y tres, cu-
yo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente fa-
llo: Segundo: envía el asunto a la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo; y Tercero: compensa las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray,--- F. 
Tavares hijo.-- Temístocles Messina.-•--,, Juan A. Morel.— 
Rafael Estrella Ureña.-- J. Pérez Nolasco.- Eug. A. Alva-
dez—Secretario General. 

• ■■ 	- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. -/ 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

N 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 

O 
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Primer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Rafael Es-
trella, Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treintiuno del mes de agosto de mil novceientos cuarenta 
y cuatro, año 101o. dei la Independencia, 82o. de la Restaura -
ción y 150. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
cono corte dé casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el, recurso de casación, en defecto contra las inti -
madas Fidelia de Jesús, Otilia de Jesús y Petrona de Jesús. 
interpuesto por el Señor José de las Mercedes Guridi, domi -
nicano, mayor de edad, agricultor, domiciliado y residente 
en Naranjo, sección de Mojarra, de la común dé Guerra, 
Provincia de Monseñor de Meriño, portador de la cédula per-
sonal de identidad Ño. 2025, serie 6, sello de R. I. No. 70515; 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
dieciocho de noviembre de mil novecientos cuarenta y tres: 

Visto el MeMorial de Casación presentado por el Licen -
ciado Enrique Sánchez González, portador, dé la cédula per-
sonal de identidad No. 242, serie 37, sello de R. I. No. 145, 
abogado de la parte recurrente, en el cual se alegan las vio-
laciones que más adelante se indicarán; 

Oido el Magistrado Juez Relator : 

Oido el Licenciado 'Enrique Sánchez González, abogado 
de la parte intimanté, en la lectura de sus conclusiones: 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli -
ca, Licenciado Victor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe -
rado, y vistos los artículos 2 de la Ley de Registro de Tie-
rras, completado por la Ley 799 -del 15 de septiembre de 
1922, 1.A ), párrafo 2,.y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación:  
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Considerando, que en fecha. dieciocho de noviembre de 
mil novecientos cuarenta y tres, el Tribunal Superior de Tie 
rras dictó una sentencia con el dispositivo siguiente: "FA-
LLA:— lo. QUE debe MODIFICAR, como al efecto MO-
DIFICA, la Decisión No. 1, de este Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha 5 de febrero del 1942, relativa a la suben-
Visión de las Parcelas Nos. 82, 109 i 160 del Distrito Ca-
tastral No.-8 de la Común de Guerra, Sitio de "Juana Bra-
va", Provincia de Monseñor de Meriño, cuyo dispositivo se 
leerá en lo sucesivo así :— FALLA :— QUE debe MODIFI-
CAR, como al efecto MODIFICA, la Decisión del Tribunal de 
Juriádicción Original, de fecha 22 de noviembre del 1941, re- 
lativa a la subdivisión de las Parcelas Nos. 82, 109 i 160 del 
Distrito Catastral No. 8 de -la Común de Guerra, Sitio de 
"Juana Brava", Provincia de Monseñor de Meriño, única-
mente en lo que respecta a la Parcela No. 160.— El dispositi-
vo de dicha Decisión se leerá en lo adelante así: 1o.— QUE 
debe MODIFICAR, como al efecto MODIFICA, la subdivi-
sión de las Parcelas Nos. 82, 109 i 160, practicada por el Agri-
mensor Comisionado señor Aurelio Quezada, únicamente en 
lo que se refiere a la Parcela No. 160, la cual quedará sub-
dividida en Parcela No. 160 -A, con mi& extensión superfi-
cial de' 78 áreas, 61 centiáreas (121/2 tIF ea s ) , i Parcela No. 
160-B, con una extensión del 'resto de dicha parcela, siendo 
las adjudicaciones así:— PARCELA NUMERO 160-A, con 
una extensión superficial de 78 áreas, 61 centiáreas, o sea 
121/2 tareas, en favor del Licenciado Joaquín Santana P.—
PARCELA NUMERO 160-B, con el resto, en favor de la 
Sucesión de Agustina Betances.— PARCELA NUMERO 
109-A, con un área de 3 Hs. 97 a. 47' cas., en favor del 
Lic. Joaquín Santana P.— PARCELA NUMERO '109-B, 
con un área, de 4 Ha. 65 as. 03 cas. en favor de Ismael de la 
Rosa.— PARCELA NUMERO 109-C, con un área de 1 Ha. 
99 as. 08 centiáreas, en favor de Estehanía Mieses é Ismael 
de la Rosa.— PARCELA NUMERO 82-A, con un área de 16 
Bs. 73 as. 14 cas, en favor de Temístocles Concepción.—
PARCELA NUMERO 82-B, con un área de 9 Hs. 15 as. 48 
cas, en favor del Lic. Joaquín Santana P.-7  PARCELA NU- 
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Primer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Rafael Es-
trella, Ureña y José Pérez Nelasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treintiuno del mes de agosto de mil novceientos cuarenta 
y cuatro, año 101o. de la Independencia, 82o. de la Restaura -
ción y 150. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
come corte de casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el„ recurso de casación, en defecto contra las inti -
madas, Fidelia de Jesús, Otilia de Jesús y Petrona de Jesús, 
interpuesto por el Señor José de las Mercedes Guridi, domi -
nicano, mayor de edad, agricultor, domiciliado y residente 
en Naranjo, sección de Mojarra, de la común dé Guerra, 
Provincia de Monseñor de Meriño, portador de la cédula per -
sonal de identidad No. 2025, serie 6, sello de R. L No. 70515; 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
dieciocho de noviembre de mil novecientos cuarenta y tres : 

Visto el Ileniorial de Casación presentado por el Licen -
ciado Enrique Sánchez González, portador. dé la cédula per-
sonal de identidad No. 242, serie 37, sello de R. I. No. 145, 
abogado de la parte recurrente, en el cual se alegan las, vio-
laciones que más adelante se -indicarán; 

Oido el Magistrado Juez Relator : 

• Oido el Licenciado Enrique Sánchez González, abogado 
• de la parte intimante, en la lectura de sus conclusiones: 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli -
ca, Licenciado Víctor Garrido, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe -
rado, y vistos los artículos 2 de la Ley de Registro de Tie-
rras, completado por lá Ley 799 -del 15 de septiembre de 

1922. 1.A), párrafo 2,7 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación:  

BOL ETIN JUDICIAL 
	

1712 

Considerando, que en fecha• dieciocho de noviembre de 
mil novecientos cuarenta y tres, el Tribunal Superior de Tie-
rras dictó una sentencia con el dispositivo siguiente: "FA-
LLA:— lo. QUE debe MODIFICAR, como al efecto MO-
DIFICA, la Decisión No. 1, de este Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha 5 de febrero del 1942, relativa a la subdi-
visión de las Parcelas Nos. 82, 109 i 160 del Distrito Ca-
tastral No.- 8 de la Común de Guerra, Sitio de "Juana Bra-
va", Provincia de Monseñor de Meriño, cuyo dispositivo se 
leerá en lo sucesivo así :— FALLA :— QUE debe MODIFI-
CAR, como al efecto MODIFICA, la Decisión del Tribunal de 
Juriádicción Original, de fecha 22 de noviembre del 1941, re-
lativa a la subdivisión de las Parcelas Nos. 82, 109 i 160 del 
Distrito Catastral No. 8 de la Común de Guerra, Sitio de 
"Juana Brava", Provincia de Monseñor de Meriño, única-
mente en lo que respecta a la Parcela No. 160.— El dispositi-
vo de dicha Decisión se leerá en lo adelante así: 1o.— QUE, 
debe MODIFICAR, como al efecto MODIFICA, la subdivi-
sión de las Parcelas Nos. 82, 109 i 160, practicada por el Agri-
mensor Comisionado señor Aurelio Quezada, únicamente en 
do que se refiere a la Parcela No. 160, la cual quedará sub-
dividida en Parcela No. 160 -A, con uextensión superfi-
cial de 78 áreas, 61 centiáreas (121/2 teas), Parcela. No. 
160-13, con una extensión del resto de dicha parcela, siendo 
las adjudicaciones así:— PARCELA NUMERO 160-A, con 
una extensión superficial de 78 áreas, 61 centiáreas, o sea 
12 1/2  tareas, en favor del Licenciado Joaquín Santana P.—
PARCELA NUMERO 160-B, con el resto, en favor de la 
Sucesión de Agustina Betances.— PARCELA NUMERO 
109-A, con un área de 3 Hs. 97 a. 47' cas., en favor del 
Lic. Joaquín Santana P.— PARCELA NUMERO '109-B, 
con un área de 4 Ha. 65 as. 03 cas. en favor 'de Ismael de la 
Rosa, PARCELA NUMERO 109-C, con un área de 1 Ha. 
99 as. 08 centiáreas, en favor de Estehanía Mieses é Ismael 
e la Rosa.— PARCELA NUMERO 82 -A, con un área de 16 
s. 73 as. 14 cas. en favor de Temístocles Concepción.— 

PARCELA NUMERO 82-B, con un área de 9 Hs. 15 as. 48 
cas• en favor del Lic.- Joaquín Santana P.— PARCELA NU- 
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MERO 82-C, con un área de 2 Hs. 61 as. en favor del Lic. 
Joaquín Santana P.— PARCELA NUMERO g2-D, con un 
área de 5 Hs. 66 as. 10 eas., en favor de .  la Sucesión de Juan 
Regino Santana.— 2o.— QUE debe ORDENAR, como al 
efecto ORDENA, en consecuencia, que el derecho de propie-
dad de cada una de las nuevas parcelas resultantes de esta 
subdivisión, se registre en favor del interesado respectivo, 
cuyo nombre figura indicado en el ordinal anterior.— 3o.—
QUE debe REVOCAR, como al efecto REVOCA, la Resolu-
ción de este Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 de 
junio del 1942„ que ordenó la refundición en un solo plano 
de la Parcela No. 160-B con otras parcelas de este mismo 
Distrito Catastral, adjudicadas al Licenciado Joaquín San-
tana P. pudiéndose ordenar dicha refundición por Resolución 
posterior, a solicitud de parte interesada, siempre que des-
pués de efectuada la nueva subdivisión que se_ ordena por 
esta Decisión, resulte que. la  porción de doce tareas i media 
que corresponde al Licenciado Joaquín Santana P. dentro 
de la Parcela No. 160, colinde con alguna de las demás par-
celas que le pertenecen dentro del Distrito Catastral No. 8 
de la Común de Guerra, Provincia de Monseñor de Meriño"; 

Considerando, que contra la anterior sentencia ha in-
terpuesto `recurso de casación él señor José de las Mercedes 
Guridi, basándolo en los medios siguientes: -"PRIMERO: 
que dicho fallo violó el carácter de la cosa juzgada definiti -
vamente, que adquirieron las sentencias del lo. de .  Noviem-
bre del 1930 de J. O. y la del 22 de Noviembre del 1941, 
en J. O. ésta, que ordena subdivisión de la parcela No. 160 
ya indicada, así como las del mismo Tribunal Superior del 
12 de Marzo de 1934 y 5 de Febrero dé 1942, esta última que 
aprobó subdivisión de la misma parcela No. 160, D. C. No. 
8 de la común de Guerra, caso previsto por los artículos 1350, 
párrafo 3o. y 1351 del Código Civil, cuyos textos han sido 
violados, como también ha sido violada la regla del segundo 
grado de jurisdicción, —B. J. No. 101. nár. 1; B. 3. 104. pág. 
4; B. J. No. 271, pág. 22 etc.; "SEGUNDO: violación de lose 
artículos 70, 80 y 139 de la Ley de Registro de Tierras, y 
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que la imperativa determinación de estos artículos, en nada 
se ha respetado ní tenido en cuenta"; "TERCERO: violación 
de los artículos 126 y 127 de la Ley de Regiltro de Tierras, 
ya que en el caso ocurrente, ya que, el único camino que po-
dría indicar el Tribunal Superior, á los intimados, era ir con-
tra el Fondo de Aseguro, siempre que éstos hubieran pro-
bado un perjuicio de conformidad a la Ley"; "CUARTO: 
violación de los artículos lo. y 2o. del Reglamento del Tribu-
nal Superior de Tierras del 30 de Diciembre del año 1929, 
por no haberse establecido en la sentencia recurrida que el 
señor Juan de la Cruz de Jesús tenía mandato auténtico ni 
bajo firma Privada, legalizadas las firmas' por un Notario ó 
un Alcalde, de los herederos de Agustina Betances, tal como 
lo exigen los artículos citados";— y "QUINTO: que como 
se trata de una materia donde el orden público está en Jipo, 
según el artículo primero de la Ley de Registro de Tierras, 
compete a esta Honorable Suprema Corte de Justicia, en sus 
funciones de casación, investigar las violaciones apuntadas i 
cualquier otra que sea del caso, y comprobar que el Tribunal 
Superior de Tierras ha desconocido lo decidido por este Su-
premo Tribunal en sus sentencias anteriores, respecto a casos 
semejantes a ésta.— B. J. No. 91, pág. 3; B. J. No. 344, pág. 
203; B. J. No. 257, pág. 216, etc."; 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los hechos siguiente: "a) QUE por Decisión No. 2, de fe-
cha lo. de noviembre del 1930, el Tribunal de jurisdicción 
original ordenó el registro del derecho de propiedad de la 
Parcela No. 160 del Distrito Catastral No. 8, de la Común 
de Guerra, sitio de "Juana Brava", antigua Provincia de 
Santo Domingo, en favor de los Sucesores de Agustina Be-
tances i de José Guridi, casado con Elena Santana, domici -
liado en "Mojarra"; b) QUE por instancia de fecha 23 de 
mayo del 1932, el Licenciado Joaquín Santana P. solicitó del 
Tribunal Superior de Tierras, que al revisarse la Decisión 
antes mencionada, se ordenara la transferencia en su fa-
vor, de la porción que le fué adjudicada dentro de la referi -
da Parcela No. 160; al señor José Guridi, de acuerdo con ac- 
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MERO 82-C, con un área de 2 Hs. 61 as. en favor del Lic. 
Joaquín Santana P.— PARCELA NUMERO 82-D, con un 
áreá de 5 Hs. 66 as. '10 cas., en favor de la Sucesión de Juan 
Regino Santana.— 2o.— QUE debe ORDENAR, como al 
efecto ORDENA, en consecuencia, que el derecho de propie-
dad de cada una de las nuevas parcelas resultantes de esta 
subdivisión, se registre en favor del interesado respectivo, 
cuyo nombre figura indicado en el ordinal anterior.— 3o.—
QUE debe REVOCAR, como al efecto REVOCA, la Resolu-
ción de este ,Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 de 
junio del 1942,. que ordenó la refundición en un solo plano 
de la Parcela No. 160-B con otras parcelas de este mismo 
Distrito Catastral, adjudicadas al Licenciado Joaquín San-
tana P. pudiéndose ordenar dicha refundición por Resolución 
posterior, a solicitud de parte interesada, siempre que des-
pués de efectuada la nueva subdivisión que se ordena por 
esta Decisión, resulte que- la porción de doce tareas i media 
que corresponde al Licenciado Joaquín Santana P. dentro 
de la Parcela No. 160, colinde con alguna de las demás par-
celas que le pertenecen dentro del Distrito Catastral No. 8 
de la Común de Guerra, Provincia de Monseñor de Meriño"; 

Considerando, que contra la anterior sentencia ha in-
terpuesto 'recurso de casación él señor José de las Mercedes 
Guridi, basándolo en los medios siguientes: "PRIMERO: 
que dicho fallo violó el carácter de la cosa juzgada definiti -
vamente, que adquirieron las sentencias del lo. de NoViem -
bre del 1930 de J. O. y la del 22 de Noviembre del 1941, 
en J. O. ésta, que ordena subdivisión de la parcela No. 160 
ya indicada, así como las del mismo Tribunal Superior del 
12 de Marzo de 1934 y 5 de Febrero dé 1942, esta última que 
aprobó subdivisión' de la misma parcela No. 160, D. C. No. 
8 de la común de Guerra, caso previsto por los artículos 1350, 
párrafo 3o. y 1351 del Código Civil, cuyos textos han sido 
violados, como también ha sido violada la regla del segun 
grado de jurisdicción, —B. J. No. 101. pág. l ; B. J. 104. pág 
4; B. J. No. 271, pág. 22 etc.; "SEGUNDO: violación de 100 
artículos 70, 80 y 139 de la Ley de Registro de Tierras, y  

que la imperativa determinación de estos artículos, en nada 
se ha respetado ni tenido en cuenta"; "TERCERO: violación 
de los artículos 126 y 127 de la Ley de Regiltro de Tierras, 
ya que en el caso ocurrente, ya qué, el único camino que po-
dría indicar el Tribunal Superior, á los intimados, era ir con-
tra el Fondo de Aseguro, siempre que éstos hubieran pro-
bado un perjuicio de conformidad a la Ley"; ?CUARTO: 
violación de los artículos lo. y 2o. del Reglamento del Tribu-
nal Superior de Tierras del 30 de Dicierribre del año 1929, 
por no haberse establecido, en la sentencia recurrida que el 
señor Juan de la Cruz de Jesús tenía mandato auténtico ni 
bajo firma Privada, legalizadas las firmas' por un Notario 
un Alcalde, de los herederos de Agustina Betances. tal como 
lo exigen los artículos citados";— y "QUINTO: que como 
se trata de una materia donde el orden público está en juvo, 
según el artículo primero de la Ley de Registro de Tierras, 
compete a esta Honorable Suprema Corte de Justicia, en sus 
funciones dé casación, investigar las violaciones apuntadas i 
cualquier otra que sea del caso, y comprobar que el Tribunal 
Superior de Tierras ha desconocido lo decidido por este Su-
premo Tribunal en sus sentencias anteriores, respecto a casos 
semejantes a ésta.— B. J. No. 91, pág. 3; B. J. No.'344, pág. 
203; B. J. No. 257, pág. 216, etc."; 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los hechos siguiente: "a) QUE por Decisión No. 2, de fe-
cha lo. de noviembre del 1930, el Tribunal de jurisdicción 
original ordenó el registro del derecho de propiedad de la 
Parcela No. 160 del Distrito Catastral No. 8, de la Común 
de Guerra, sitio de "Juana Brava", antigua Provincia de 
Santo Domingo, en favor de los Sucesores de Agustina Be-: 
tances i de José Guridi, casado con Elena Santana, domici -
liado en "Mojarra"; b) QUE por instancia de fecha 23 de 
mayo del 1932, el Licenciado Joaquín Santana P. solicitó del 
Tribunal Superior de Tierras, que ad revisarse la Decisión 
antes mencionada, se ordenara la transferencia en su fa-
vor, de la porción que le fué adjudicada dentro de la referi -
da Parcela No. 160, al señor José Guridi, de acuerdo con ac- 
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to de compra-venta intervenido al efecto entre las partes, en 
fecha 14 de marzo de 1932; c) QUE el Tribunal Superior de 
Tierras, por su Decisión No. 2, de fecha 12 de marzo de 
1934, que confirmó la de jurisdicción original de fecha lo. 
de noviembre de 1930, acogió el pedimento de transferencia 
hecho por el Licenciado Joaquín Santana P.; d) QUE por 
acto pasado ante el Alcalde de la Común de Guerra, en fecha 
20 de enero de 1936, el señor José Guridi declaró "que el 
Tribunal de Tierras le ha adjudicado parte de la parcela No. 
160 del D. C. No. 8 en la cual no tiene derechos por. corres -
ponder éstos a la Sucesión de Agustina Betances, i que re-
nuncia desde este momento a todos esos derechos"; e) QUE 
con fecha 11 de marzo de 1939, fué expedido el Certificado 
de Título No. 44, que dice así: "Certificado de Título Num, 
44.— Provincia de Monseñor de Meriño, común de ,  Guerra.— 
Propietarios: Licenciado Joaquín Santana Peña, Sucesores 
de Agustina Betances é Ismael de la Rosa, CARGAS Y GRA-
VAMENES: Véase al dorso r. DESIGNACION DEL IN 
MUEBLE: Decreto número 6068 (seis mil sesentiocho) del 
9 de Marzo del 1939.— Parcela número 160 (ciento 
sesenta) del Distrito Catastral número 8 (ocho), sitio de 
Juana Brava, Común de Guerra, Provincia Monseñor de Me-
riño.— Se declara al: Lic: Joaquín Santana Peña, mayor de 
edad, casado, dominicano, según su propia declaración, do-
miciliado y residente en 'Ciudad Trujillo", Distrito de San-
to Domingo; á: Ismael de la Rosa, mayor de edad, dominica-
no, según su propia declaración, domiciliado y residente en 
el lugar denominado Naranjo de la sección de Mojarra de la 
común de Guerra, y á los: Sucesores de Agustina Betances, 
domiciliados y residentes en Mojarra, común de Guerra, pro -
vincia Monseñor de Meriño, investidos con el derecho de pro-
piedad de esta Parcela, con una extensión superficial de: 27 
(veintisiete) hectáreas, 14 (catprce) áreas, 86 (ochentiseis) 
centiáreas; y con los siguientefs linderos actuales: al Norte, 
Parcela No. 159 y camino al Cabreto que la separa de las 
Parcelas Nos: 110 y 111; al Este, Parcelas números 162 y 
161; al Sur, Cacho de Guabanimo: al Oeste, Parcelas núme- 
156 y 155: de acuerdo con la certificación anexa del Director 
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General de Mensuras Catastrales; dán- doseenstancia de que 
las señoras Candelaria y Alejandrina de Jesús, miembros de 
la Sucesión de Agustina Betances, han vendido sus derechos 
dentro de esta Parcela al señor Ismael de la Rosa.— Inscrito 
en la Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, República 
Dominicana, a los 9 días del mes de marzo del año de mil no-
vecientos Ñreintinueve.— Fdo.: F. E. Ravelo de la Fuente, 
Secretario.— Hay un sello que dice: Tribunal de Tierras—Re-
pública Dominicana.— Transcrito el día•11 de Marzo del 1939. 
—El Registrador de Títulos: Pdo. Pedro P. Peguero."; f) 
QUE por instancia de fecha lo. de octubre de 1941, el Licen-
ciado Joaquín Santana P. solicitó del Tribunal ,Superior . de 
Tierras la subdivisión de la Parcela No. 160 del Distrito Ca-
tastral No. 8 de la Común de Guerra, sitio de "Juana Brava"; 
QUE para conocer de la subdivisión solicitada, fué designado 
el. Juez Licenciado Rafael Feo. González, quien, por su Deci-
sión de fecha 22 de noviembre de 1941, dispuso que la aludi-
da parcela se subdividiera en Parcelas Nos. 160-A, 160-B 1 
160-C, adjudicando la primera, con una extensión superficial 
de 6 hectáreas, 51 áreas i 06 centiáreas, en favor de la Suce-
sión de Agustina Betances; la segunda, con una extensión su-
perficial de 8 hectáreas, 28 áreas i 27 centiáreas, en favor del 
Licenciado Joaquín Santana P. ; i la tercera, con una extensión 
superficial de 12 hectáreas. 35 áreas i 47 centiáreas, en 
favor de la Sucesión de Agustina Betances; h) QUE la De:. 
cisión preindicada fué confirmada por la del Tribunal Supe-
rior de Tierras, de fecha 5 de febrero de 1942; i) QUE por 
Resolución del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 de 
junio del 1942, se ordenó la refundición de la Parcela No. 160-
B con otras parcelas que le habían sido adjudicadas al Licen-
ciado Joaquín Santana Peña, designándose la parcela resul-
tante de dicha refundición, Parcela No. 57, reformada"; 

Considerando, que en fecha diecinueve de mayo de mil 
novecientos cuarenta y dos, el señor Juan de la ,Cruz de Je-
sús, actuando en nombre y representación de los Sucesores de 
Agustina Betances, dirigió una instancia al Tribunal Supe -
rior de Tierras solicitando que enmiende su Decisión No. 2 de 
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to de compra-venta intervenido al efecto entre las partes, en 
fecha 14 de marzo de 1932; c) QUE el Tribunal Superior de 
Tierras, por su Decisión No. 2, de fecha 12 de marzo de 
1934, que confirmó la de «jurisdicción original de fecha lo. 
de noviembre de 1930, acogió el pedimento de transferencia 
hecho por el Licenciado Joaquín Santana P.; d) QUE por 
acto pasado ante el Alcalde de la Común de Guerra, en fecha 
20 de enero de 1936, el señor José' Guridi declaró "que el 
Tribunal de Tierras le ha adjudicado parte de la parcela No. 
160 del D. C. No. 8 en la cual no tiene derechos pos" corres-
ponder éstos a la Sucesión de Agustina Betances, i que re-
nuncia desde este momento a todos esos derechos"; e) QUE 
con fecha 11 de marzo de 1939, fué expedido el Certificado 
de Título No. 44, que dice así : "Certificado de Título Num, 
44.— Provincia de Monseñor de Meriño, común de Guerra.—
Propietarios: Licenciado Joaquín Santana Peña, Sucesores 
de Agustina Betances é Ismael de la Rosa, CARGAS Y GRA-
VAMENES : Véase al dorso._ DESIGNACION DEL IN-
MUEBLE: Decreto número 6068 (seis mil sesentiocho) del 
9 de Marzo del 1939.— Parcela número 160 (ciento 
sesenta) del Distrito Catastral número 8 (ocho), sitio de 
Juana Brava, Común dé Guerra, Provincia Monseñor de Me-
riño.— Se declara al: Lic: Joaquín Santana Peña, mayor de 
edad, casado, dominicano, según su propia declaración, do-
miciliado y residente en 'Ciudad Trujillo", Distrito de San-
to Domingo; á: Ismael de la Rosa, mayor de edad, dominica-
no, según su propia declaración, domiciliado y residente en 
el lugar denominado Naranjo de la sección de Mojarra de la 
común de Guerra, y á los: Sucesores de Agustina Betances, 
domiciliados y residentes en Mojarra, común de Guerra, pro-
vincia Monseñor de Meriño, investidos con el derecho de pro-
piedad de esta Parcela, con una extensión superficial de: 27 
(veintisiete) hectáreas, 14 (catorce) áreas, 86 (ochentiseis) 
centiáreas; y con los siguientes linderos actuales: al Norte, 
Parcela No. 159 y camino al Cabreto que la separa de las 
Parcelas Nos: 110 y 111; al Este, Parcelas números 162 y 
161; al Sur, Cacho de Guabanimo: al Oeste, Parcelas núme-
156 y 155: de acuerdo con la certificación anexa del Director 
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Considerando, que en fecha diecinueve de mayo dé mil 
novecientos cuarenta y dos, el señor Juan de la 'Cruz de Je-
sús, actuando en nombre y representación de los Sucesores de 
Agustina Betances, dirigió una instancia al Tribunal Supe-
rior de Tierras solicitando que enmiende' su Decisión No. 2 de 
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General de Mensuras Catastrales; dáidoseemstancia de que 
las señoras Candelaria y Alejandrina de Jesús, miembros de 
la Sucesión de Agustina Betances, han vendido sus derechos 
dentro de esta Parcela al señor Ismael de la Rosa.— Inscrito 
en la Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, República 
Dominicana, a los 9 días del mes de marzo del año de mil no-
vecientos Ireintinueve.— Fdo.: F. E. Ravelo de la Fuente. 
Secretario.— Hay un sello que dice: Tribunal de Tierras—Re-
pública Dominicana.— Transcrito el día.11 de Marzo del 1939. 
—EI Registrador de Títulos: Pdo. Pedro P. Peguero." ; f) 
QUE por instancia de fecha lo. de octubre de 1941, el Licen-
ciado Joaquín Santana P. solicitó del Tribunal ,Superior de 
Tierras la subdivisión de la Parcela No. 160 del Distrito Ca-
tastral No. 8 de la Común de Guerra, sitio de "Juana Brava"; 
QUE para conocer de la subdivisión solicitada, fué designado 
el Juez Licenciado Rafael Fco. González, quien, por su Deci-
sión de fecha 22 de noviembre de 1941, dispuso que la aludi-
da parcela se subdividiera en Parcelas Nos. 160-A, 160-B i 
160-C, adjudicando la primera, con una extensión superficial 
de 6 hectáreas, 51 áreas i 06 centiáreas, en favor de la Suce-
sión de Agustina Betances; la segunda, con una extensión su-
perficial de 8 hectáreas, 28 áreas i 27 centiáreas, en favor del 
Licenciado Joaquín Santana P.; i la tercera, con una extensión , 
superficial de 12 hectáreas, 35 áreas i 47 centiáreas, en 
favor de la Sucesión de Agustina Betances; h) QUE la De? 
cisión preindicada fué confirmada por- la del Tribunal Supe-
rior de Tierras, de fecha 5 ele febrero de 1942; i) QUE por 

-410 Resolución del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 de 
junio del 1942, se ordenó la refundición de la Parcela No. 160- 
B con otras parcelas que le habían sido adjudicadas al Licen-
ciado Joaquín Santana Peña, designándose la parcela resul-
tante de dicha refundición, Parcela No. 57, reformada" ; 
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fecha 12 de marzo de 1934, la cual instancia ha dado lugar a 
la decisión que ahora se impugna; 

Considerando, que según el memorial introductivo del 
presente recurso de casación, éste ha sido interpuesto por el 
ñor José de las Mercedes Guridi: "en su calidad de garante 
del l,ic. Joaquín Santana Peña y por haber sido, parte en la 
sentencia criticada"; que al estar subordinada la admisibili-
dad de un recurso de casación a la condición, entre otras, de 
que el recurrente haya sido parte en la sentencia o haya sido 
válidamente representado, procede examinar, prviamente a 
los medios propuestos, si en la especie es admisible dicho re-
curso: 

Considerando, que la sentencia que ahora se impugna 
fué el resultado de una instancia dirigida al Tribunal Supe -
rior Tierras por el Señor Juan de la Cruz de Jesús, en 
nombre y representación de la sucesión de Agustina Betan-
ces, tendiente a que fuese corregido un error que se cometió 
en la subdivisión de la Parcela No. 160 del Distrito Catas-
tral No. 8, sitio de Juana Brava, de la Común de Guerra ; 

Considerando, que en la audiencia contradictoria que 
tuvo lugar para conocer de la referida instancia, el actual' 
recurrente, José de Jesús Guridi, no figuró en la causa como 
parte, sino para que informara sobre los hechos que en el 
caso eran de su conocimiento, limitándose a decir en su de-
claración: "que el terreno que vendió al Lic. Joaquín San-
tana era suyo, porque se lo adjudicó el Tribunal de Tierras", 
sin que, por otro lado, le hubiesen formulado conclusiones 
contra él; 
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demanda principal a fin de dejar consecuentemente sin ob-
jeto la demanda en garantía, no es menos cierto que en el 
fallo impugnado nada indica que el señor Guridi haya figu-
rado tampoco en forma alguna como garante ante los jueces 
del fondo; que, en tales condiciones, el señor Guridi no tiene 
calidad para interponer el presente recurso de casación, por 
por lo cual debe ser declarado inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re-
curso de'casación interpuesto por el señoy José de las Mer-
cedes Guridi, contra sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras, de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y tres, cuyo dispositii ,o ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y Segundo: condena anntimante al 
pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.--, 
Juan A. Morel.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco. 
—Eug. A. Alvarez —Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada Por los 
Jueces que -figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

Considerando, en cuanto a la invocada calidad de ga-
rante, que si bien es cierto que excepcionalmente el garan-
te que ha figurado en la instancia puede formar directa-
mente un recurso de casación contra el demandante princi-
pal, cuando el garantido se abstiene de hacerlo, habida cuen-
ta del interés evidente que tiene el garante en aniquilar la 
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fecha 12 de marzo de 1934, la cual instancia ha dado lugar a 
la decisión que ahora se impugna ; 

Considerando, que según el memorial introductivo del 
presente recurso de casación, éste ha sido interpuesto por el 
flor José de las Mercedes Guridi: "en su calidad de garante 
del Lic. Joaquín Santana Peña y por haber sido ,  parte en la 
sentencia criticada"; que al estar subordinada la admisibili-
dad de un recurso de casación a la condición, entre otras, de 
que el recurrente haya sido parte en la sentencia o haya sido 
válidamente representado, procede examinar, prviamente a 
los medios propuestos, si en la especie es admisible dicho re-
curso; 

Considerando, que la sentencia que ahora se impugna 
fué el resultado de una instancia dirigida al Tribunal Supe-
rior .`.e Tierras por el Señor Juan de la Cruz de Jesús, en 
nombre y representación de la sucesión de Agustina Betan-
ces, tendiente a que fuese corregido un error que se cometió 
en la subdivisión de la Parcela No. 160 del Distrito Catas-
tral No. 8, sitio de Juana Brava, de la Común de Guerra; 

' Considerando, que en la audiencia contradictoria que 
tuvo lugar para conocer de la referida instancia, el actual' 
recurrente, José de Jesús Guridi, no - figuró en la causa como 
parte, sino para que informara sobre los hechos que en el 
caso eran de su conocimiento, limitándose a decir en su de-
claración; "que el terreno que vendió al Lic. Joaquín San-
tana era suyo, porque se lo adjudicó el Tribunal de Tierras", 
sin que, por otro lado, le hubiesen formulado conclusiones 
contra él;  
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demanda principal a fin de dejar consecuentemente sin ob-
jeto la demanda en garantía, no es menos cierto que en el 
fallo impugnado nada indica que el señor Guridi haya figu-
rado tampoco en forma alguna como garante ante los jueces 
del fondo; que, en tales condiciones, el señor Guridi no tiene 
calidad para interponer el presente recurso de casación, por 
por lo cual debe ser declarado inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re- .: 

curso de'casación interpuesto por el señor José de las Mer-
cedes Guridi, contra sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras, de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y tres, cuyo dispositiVo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y Segundo: condena arintimante al 
pago de, las costas. 

(Firmados): J. Tomas Mejía.— J. H. Ducoudray.-- 
Juan A. Morel.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco. 
—Eug. A. Alvarez —Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

Considerando, en cuanto a la invocada calidad de ga-
rante, que si, bien es cierto que excepcionalmente el garan-
te que ha figurado en la instancia puede formar directa-
mente un recurso de casación contra el demandante princi-
pal, cuando el garantido se abstiene de hacerlo, habida cuen-
ta del interés evidente, que tiene el garante en aniquilar la 
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